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H
an pasado décadas desde que la idea de un gobierno más 
centrado en la ciudadanía tomara vuelo en la región, trans-
formando instituciones y generando marcos legales. Esto 
ha afectado también el nivel local y, aunque ha habido 
grandes avances, el proceso no ha estado libre de proble-

mas: las expectativas creadas han sido muy altas –generando no 
poca frustración en las personas– y hay un excesivo formalismo y 
poca incidencia de los participantes en la toma de decisiones. 

El caso chileno nos es explicativo tanto del ascenso de la idea 
participativa como de la frustración originada por las falsas ex-
pectativas. Un reflejo de esto es la creación de la Ley 20.500, de 
Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública, que 
sin haber cumplido una década de existencia, ya está expuesta a 
discusiones para ser cambiada y mejorada.

Con el ánimo de aportar en esta discusión, cada vez más impor-
tante para Chile en un contexto de desafección política e institu-
cional, se presenta en este libro los resultados de un arduo trabajo 
colectivo entre académicos, funcionarios públicos y actores de la 
sociedad civil, que busca analizar y dar cuenta tanto de vacíos 
como de avances en materia de participación ciudadana en la ges-
tión pública local.

Todos estos capítulos buscan plantear puntos de vista que par-
ten de la experiencia real, y que intentan dejar de lado tanto las 
altas expectativas como el excesivo optimismo que rodea la parti-
cipación ciudadana, para centrarse en los avances y desafíos tanto 
del marco institucional como de la implementación de estrategias 
de involucramiento ciudadano.
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Introducción

Han pasado décadas desde que la idea de un gobierno más cen-
trado en la ciudadanía tomara vuelo en la región, transformando ins-
tituciones, generando marcos legales y consolidando incentivos para 
fomentar el involucramiento ciudadano en la toma de decisiones. De 
la mano con los procesos de democratización y descentralización, la 
participación ciudadana se empezó a considerar un punto esencial y 
fundamental de nuestra vida republicana, y en toda América Latina 
se empezaron a evidenciar avances importantes, que contrastaron 
con nuestra historia llena de autoritarismos.

Pero esta llamada «revolución silenciosa» de los gobiernos lo-
cales de la región no se encuentra libre de problemas. Por una parte, 
las expectativas creadas han sido muy altas, generando no poca 
frustración en las personas: recordemos que no hace mucho tiempo, 
y gracias al «efecto Porto Alegre» y sus presupuestos participativos, 
algunos académicos llegaron a señalar la caída de la democracia 
representativa y el ascenso de un nuevo Contrato Social, basado en 
la democracia participativa. Aunque este tipo de mecanismos partici-
pativos han alcanzado fama internacional, son pocos los que siguen 
pensando que la participación es algo más que un complemento a 
los sistemas tradicionales de gobierno. 

Otro punto que suele surgir en los debates sobre la participa-
ción ciudadana es el excesivo formalismo y la poca incidencia de los 
participantes en la toma de decisiones. En efecto, el desarrollo de 
mecanismos de participación institucionales se ha realizado, en su 
totalidad, en una lógica de «arriba hacia abajo», donde se le exige 
al ciudadano asumir los costos de la participación, pero sin compro-
meterse a que su opinión sea tomada en cuenta a la hora de decidir.

El caso chileno nos es explicativo tanto del ascenso de la 
idea participativa como de la frustración originada por las falsas 
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expectativas. Luego de años de debate y discusión, en 2011 surgió 
la Ley de Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión 
Pública (Ley 20.500), la cual buscaba ser la piedra angular para la 
construcción de una sociedad participativa y una administración 
abierta a los ciudadanos. Pero sin haber cumplido una década desde 
su promulgación, ya existen discusiones de reforma y hasta conceptos 
establecidos por comisiones presidenciales para cambiar y mejorar 
dicho marco legal.

Con el ánimo de aportar en esta discusión, cada vez más 
importante para Chile en un contexto de desafección política e 
institucional, presentamos en este libro los resultados de un arduo 
trabajo colectivo entre académicos, funcionarios públicos y actores 
de la sociedad civil, que busca analizar y dar cuenta tanto de vacíos 
como de avances en materia de participación ciudadana en la gestión 
pública local.

El libro cuenta de cuatro partes. En la primera, compuesta 
por tres capítulos, se presentan tres visiones sobre la participación 
ciudadana y los niveles locales de gobierno en Chile. El primero de 
ellos es un trabajo realizado por Egon Montecinos (UACH), quien 
desde su experiencia académica y práctica de gestión como inten-
dente de la Región de Los Ríos nos presenta un breve acercamiento 
a la temática, además de relatarnos una experiencia de presupuestos 
participativos a nivel regional, tan importante en estos tiempos de 
cambios institucionales a dicho nivel de gobierno. A punto seguido 
contamos con una visión más crítica, otorgada por Francis Valver-
de desde las organizaciones de la sociedad civil, sobre la situación 
actual de la participación ciudadana en Chile, aspecto que debiera 
ser parte de cualquier debate sobre el tema en el país. Termina esta 
sección con una nueva iniciativa, propuesta por el Consejo para la 
Transparencia, que busca complementar no solo el área de participa-
ción ciudadana, sino su articulación con los temas de transparencia 
y acceso a la información para consolidar un modelo de gobierno 
abierto a nivel municipal en Chile, poniendo de manifiesto la im-
portancia de la innovación para el mejoramiento de la interacción 
entre ciudadanos y administraciones locales.
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La segunda parte del libro se dedica a revisar los mecanismos 
de participación ciudadana con mayor relevancia en la legislación 
actual chilena. Iniciamos con el capítulo que escribe Bernardo Nava-
rrete (USACH) sobre los presupuestos participativos, elaborando un 
análisis profundo sobre estos mecanismos a nivel latinoamericano, 
y presentando algunos puntos interesantes para tener en cuenta al 
momento de generar dichas estrategias. Un segundo capítulo, ela-
borado por Mila Ríos (UC - Subdere), da cuenta de los Consejos 
Comunales de las Organizaciones de la Sociedad Civil (COSOC), 
un mecanismo central para la legislación actual pero que ha sido 
blanco de muchas críticas por su formalidad y sus alcances, buscan-
do así poner en evidencia los desafíos de este central mecanismo. 
Sigue un tercer capítulo sobre las Cartas de Servicio, una nueva 
estrategia establecida por la Subsecretaría de Desarrollo Regional 
(Subdere) de la que da cuenta Luis Marcelo Rojas, profesional de 
dicha entidad en la sección de municipalidades, y que señala la po-
sibilidad de generar acuerdos ciudadanos sobre servicios públicos 
a nivel municipal. Por último, se detalla el análisis sobre los Fondos 
de Desarrollo Vecinal (FONDEVE), estrategias de financiamiento 
y subsidio para organizaciones sociales territoriales, realizado por 
Margarita Fuentes (ICHEM - UA), donde se detallan tanto las 
fortalezas como los desafíos más grandes de este marcado vínculo 
entre las municipalidades, los concejos comunales y la ciudadanía.

Para la tercera parte hemos querido involucrar a funcionarios 
municipales, encargados y protagonistas de la implementación de 
la legislación en los territorios, para que sacaran un espacio de sus 
apretadas agendas y se animaran a contarnos, de primera mano, las 
experiencias que han desarrollado en sus comunas. Aquí se recogen 
las experiencias de presupuestos participativos de Nacimiento, la 
Mesa Urbana de Coyhaique, la Escuela Abierta de Recoleta y el 
Congreso Infantil de Temuco, todas ellas iniciativas propias que 
demuestran cómo la voluntad política puede ser la diferencia entre 
el cumplimiento formal y la implementación real de los espacios 
creados por la legislación nacional.
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Por último, presentamos tres iniciativas que han surgido de 
la sociedad civil, y que buscan establecer lazos de cooperación y 
colaboración para alcanzar metas de beneficio social y colectivo a 
nivel municipal. Recogemos aquí la iniciativa de acompañamiento 
y sistematización realizada por el Centro Latinoamericano para el 
Desarrollo Social, RIMISP, del proyecto Biblioacción Ciudadana, 
presentada por su investigador Juan Fernández Labbé, donde da 
cuenta de una necesidad manifiesta para la gestión participativa local: 
la creación de capacidades y la educación cívica para el desarrollo de 
los derechos sociales en las nuevas generaciones. Un segundo capítulo 
habla del proyecto ABRE, desarrollado por la Fundación Ciudadano 
Inteligente y presentado por Manuel Barros (FCI), donde se expone 
un modelo para la construcción de capacidades y la generación de 
programas de participación ciudadana vinculante a nivel municipal. 
Por último, el capítulo desarrollado por Gonzalo Vial presenta la 
experiencia de la Fundación Huella Local, organización social que 
busca generar lazos de colaboración entre municipalidades de bajos 
recursos y empresas privadas para alcanzar metas de desarrollo local 
que impacten a quienes más lo necesitan.

Todos estos capítulos buscan plantear puntos de vista que parten 
de la experiencia real, y que intentan dejar de lado tanto las altas 
expectativas como el excesivo optimismo que rodea la participación 
ciudadana, para centrarse en los avances y desafíos del marco institu-
cional como de la implementación de estrategias de involucramiento 
ciudadano. Lejos de intentar con esto abarcar exhaustivamente el 
tema de la democratización de la gestión pública, nuestro interés 
ha sido renovar una discusión sobre las ventajas y desventajas de la 
participación ciudadana, donde se observen tanto las críticas como 
las potencialidades de una ley que, más que una finalidad en sí misma, 
debe ser concebida como una vía para alcanzar metas de beneficio 
colectivo por nuestras municipalidades y gobiernos regionales. 

Los Editores, 
Santiago, octubre de 2018
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Descentralización  
y participación ciudadana  

¿es determinante la descentralización 
para el fortalecimiento democrático  

a escala regional?  
El caso de la Región de Los Ríos

Egon Montecinos 
Universidad Austral de Chile

Introducción

La discusión sobre la relación entre descentralización y democra-
cia trae consigo diversas hipótesis. Una de ellas plantea que distribuir 
poder detonaría procesos democráticos a escala regional o local, es 
decir, traería consigo más participación ciudadana, más empodera-
miento de territorios y mayor visibilidad de los sectores excluidos al 
interior de una región. En la literatura científica, no existe evidencia 
concluyente que sostenga dicho planteamiento, dado que la descen-
tralización, sobre todo en su dimensión política, es un factor intervi-
niente, mas no exclusivamente determinante para detonar procesos 
democráticos a escala local. En este artículo se explora esta relación 
tomando el caso de Chile, el cual es un país altamente centralizado 
y que hasta el año 2020 sus autoridades regionales serán designadas 
y no electas por la ciudadanía. Para desarrollar este argumento se 
toma como referencia el caso de la región de Los Ríos, en la cual 
se impulsó entre el año 2014 y 2017 una iniciativa de presupuesto 
participativo a escala regional. A partir del estudio de esta inédita 
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iniciativa en Chile, se espera responder a la pregunta: ¿Cuáles son 
los factores más influyentes para detonar procesos democráticos y 
participativos en países con procesos restringidos de descentraliza-
ción como Chile? Se espera responder y argumentar esta pregunta 
para identificar aquellos factores que podrían ser determinantes para 
el futuro proceso de descentralización que vivirá el país.

Se sostiene que ante niveles similares de centralismo/descentrali-
zación en regiones, además de la voluntad política regional para dar 
origen a la iniciativa, será el capital social y capital cívico existente en 
un territorio (sea este región, provincia o comuna), el determinante 
para que instrumentos y mecanismos democráticos se mantengan 
sin necesidad de ser detonados producto de mayores atribuciones 
o más descentralización desde el nivel central de gobierno hacia los 
gobiernos regionales. 

El presupuesto participativo regional implementado en la región 
de Los Ríos es una iniciativa que no surge a raíz de una política públi-
ca nacional de participación ciudadana, ni producto de las políticas 
de descentralización impulsadas desde el gobierno, sino que surge 
el año 2014 como una iniciativa exclusivamente regional. De ahí 
entonces que permite evaluar las condicionantes fundamentales para 
su desarrollo, en contextos de elevado centralismo administrativo, 
político y fiscal como es el caso de Chile.

El capítulo se estructura de la siguiente manera. En una primera 
parte se entregan antecedentes teóricos sobre la relación descentrali-
zación y democracia, haciendo énfasis en el mecanismo presupuesto 
participativo en Chile. Posteriormente se describe el caso de presu-
puesto participativo desarrollado en la Región de Los Ríos, expli-
cando sus principales características, reglamento y funcionamiento. 
En el apartado siguiente se hace un análisis de las condicionantes 
más relevantes que determinaron el origen y el desarrollo del caso 
en Chile. Finalmente se cierra el artículo con algunas conclusiones. 
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Descentralización y democracia:  
relación virtuosa pero no causal

Diversos son los estudios sobre la descentralización que ponen 
énfasis en la incidencia que pueda tener en los procesos democráticos 
de los países de la región, como por ejemplo, en la recuperación de la 
participación ciudadana y en el fortalecimiento de la gobernabilidad 
democrática de la sociedad civil1. En esta misma línea, Mascareño 
(2009) señala que la descentralización acercaría el ciudadano a las 
estructuras de gobierno y a la toma de decisiones públicas, y que de 
tal forma contribuiría al desarrollo de las nacientes democracias o 
a la disminución de las crisis de legitimidad donde ya ella existía. 

Como la participación ciudadana es una actividad colectiva que 
implica que los actores sociales tengan cierto poder de influencia 
en las decisiones que les conciernen, se parte del supuesto de que la 
vida local constituye el medio más natural para fortalecerla, espe-
cialmente otorgando poder a las autoridades y a la institucionalidad 
pública territorial. Por ello se parte del supuesto que dicho poder 
de incidencia se ve favorecido con los procesos de descentralización 
que estarían facilitando el acercamiento de los ciudadanos en la 
gestión de lo público. A su vez, estos procesos de descentralización 
también deberían estimular diversas formas de participación de la 
comunidad, que incluye –entre otras cosas– nuevas instancias de re-
presentación política y de desarrollo, como por ejemplo sistemas de 
decisión innovadores como presupuestos participativos, contraloría 
social, planificación participativa, consejos ciudadanos, entre otros.

Algunos estudios ponen una luz de alerta en tanto indican que 
descentralizar implica algunos riesgos, ya que al impulsar procesos de 
descentralización sin hacer coincidir sus objetivos con la capacidad 
humana, técnica y administrativa que poseen los gobiernos locales o 
regionales para cumplirlo, no solo no se provocarán procesos demo-
cráticos o participativos, sino que se pueden generar más problemas 
que beneficios: por ejemplo, que el poder caiga en manos de caciques 

1  Para profundizar en esta materia ver (Cunill, 1991 y 1997; Rufián y Palma, 
1993; Huerta et al., 2000; De la Maza. et al., 2004; Hernández, 2001; Herrero, 
G. R., & Ajangiz, R. 2007; Schneider, C., & Welp, Y. 2011).
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locales y/o que exista una mala utilización de los recursos fiscales 
(Montecinos, 2005). Esta condición se puede transformar en una 
situación altamente ineficiente en comparación con las características 
iniciales que se pretendía mejorar, y provocar situaciones clientelares 
que contribuirían a debilitar en vez de fortalecer los procesos demo-
cráticos locales (Carrillo, 2003; García-Guadilla, 2002). 

Como consecuencia, existen posiciones que señalan que, a 
pesar de las múltiples ventajas de la descentralización, esta genera 
numerosos problemas de control e incentivos, como por ejemplo 
la ausencia de controles institucionalizados sobre la acción del go-
bierno, lo que da lugar a que muchos programas sean manipulados 
con fines políticos2. 

Bajo estos argumentos se ponen en tela de juicio las bondades 
de la descentralización y sigue siendo una preocupación si es el 
mecanismo más idóneo para generar procesos de incorporación 
de la ciudadanía como un actor clave en la gestión pública, y de 
ser así, cómo se puede lograr un mayor control de la sociedad civil 
sobre el servicio público, y qué cambios se deben impulsar para que 
los organismos del Estado operen de manera más autónoma en lo 
administrativo y responsable en lo político (Bresser y otros, 2004). 
Uno de los mecanismos más revisados en la literatura de las ciencias 
sociales en los últimos 20 años ha sido el de los presupuestos par-
ticipativos, dado que su aparición en casos distintos de Brasil está 
asociada a múltiples factores como la descentralización, factores 
políticos/electorales de carácter territorial, u otros. Lo cierto es que 
la mayoría de los estudios se han hecho a escala comunal o local, 
siendo los niveles regionales escasamente estudiados y abordados 
en las ciencias sociales. 

2  Para profundizar en este punto ver (Cremer, Estache y Seabright, 1994; Penfold, 
2000; Nickson 2003)
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El Presupuesto participativo a escala regional:  
El caso de la región de Los Ríos en Chile

Chile cuenta con 345 municipios y 15 regiones. La región de Los 
Ríos es una de las quince regiones de Chile, ubicada 800 kilómetros 
al sur de Santiago; limita al norte con la región de La Araucanía, 
al este con Argentina, al sur con la Región de Los Lagos y al oeste 
con el océano Pacífico. Cuenta con una superficie de 18.429,5 km 
cuadrados y una población de 384.837 habitantes según el Censo 
2017. La región está compuesta por las provincias de Valdivia y del 
Ranco, la capital regional es la ciudad de Valdivia. La Región de 
Los Ríos surgió a partir de la segregación de la provincia de Val-
divia de la región de Los Lagos el 2 de octubre de 2007, precedida 
por un movimiento social de más de 30 años que demandaba ser 
región. Cuenta con 12 comunas: Valdivia, Corral, Máfil, Mariquina, 
Paillaco, Lanco, Panguipulli, Los Lagos, Río Bueno, Lago Ranco, 
Futrono y La Unión.

En el año 2014 se inicia en esta región un mecanismo de 
presupuesto participativo de escala regional. La iniciativa perse-
guía vincular directamente participación ciudadana con recursos 
regionales. Fue así como se incorporó la participación ciudadana 
en la distribución de los recursos asociados a una parte del Fondo 
Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), el cual es el principal 
presupuesto que tienen las regiones para realizar inversión pública. 
En específico, dentro del FNDR existe una partida presupuestaria 
denominada Fondo Regional de Iniciativa Local (en adelante FRIL), 
a la cual se le aplicó una dimensión de «decisión participativa» por 
parte de la comunidad organizada. A esta modalidad se le llamó 
«FRIL Participativo». 

Contexto institucional en gobiernos  
subnacionales en Chile

Chile se ha caracterizado históricamente por ser un país alta-
mente centralizado. Las municipalidades han gozado de autonomía, 
con mayores o menores grados desde 1891, siendo el único nivel 
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subnacional dirigido por autoridades electas de manera directa por 
la ciudadanía. Tras la dictadura militar, a partir de 1992 se procedió 
a elegir nuevamente a los alcaldes y concejales como representantes 
locales de manera directa. A pesar de ser efectivamente un caso de 
descentralización política y administrativa, la falta de autonomía 
fiscal que padecen las municipalidades se transforma en una impor-
tante barrera para hablar en propiedad de un modelo descentraliza-
do efectivo (Montecinos, 2007). Esto se traduce en un importante 
constreñimiento para la inclusión de innovaciones institucionales 
que digan relación con mecanismos de participación ciudadana en 
la gestión, al no poder satisfacer las expectativas que el proceso 
pudiese generar, pudiendo inclusive transformarse en un elemento 
que juegue en contra de la posibilidad de reelección del incumbente.

Aun con este contexto institucional adverso, la primera expe-
riencia municipal chilena en presupuesto participativo se desarrolló 
en la comuna de Cerro Navia en el año 2001. De ahí en adelante, el 
proceso ha avanzado lentamente, alcanzando en 2012 un total de 
30 comunas que han desarrollado este mecanismo, equivalentes a 
menos del 10% del total de municipalidades del país. 

De acuerdo con la literatura y la experiencia comparada inter-
nacional (Goldfrank, 2006), la creación de estos mecanismos nace 
en cierta manera influenciada por la filiación política del alcalde, 
como también de su intensidad de preferencia para desarrollar este 
tipo de iniciativas. Para el caso chileno, y ya después de 30 años de 
experiencia de presupuestos participativos en América Latina, la 
«variable ideológica» en el origen de este mecanismo no es deter-
minante. Existen casos documentados en Chile, Brasil, Argentina, 
República Dominicana y Perú, de que esta iniciativa se presenta en 
municipios de heterogeneidad ideológica (Montecinos, 2014). 

El otro nivel subnacional en Chile es el de los Gobiernos Re-
gionales, (en adelante GORE), creados en 1992 mediante la ley 
N°19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración 
Regional, cuya principal fuente de financiamiento de proyectos, 
tal como se indicó, es el FNDR. Los GORE fueron planteados en 
principio como una institución descentralizada, con personalidad 
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jurídica y patrimonio propio. Están integrados por un ejecutivo 
regional representado por el intendente regional, quien es represen-
tante directo del presidente de la república en la región. Además, 
el gobierno regional está integrado por un consejo regional confor-
mado por consejeros regionales, quienes hasta antes del año 2013 
eran elegidos por los concejales de cada comuna, es decir de manera 
indirecta por la ciudadanía.

Desde el año 1992 y hasta 2013 los consejeros regionales no 
fueron elegidos por la ciudadanía, lo que traía como consecuencia 
que los gobiernos regionales se transformaban en un órgano de 
baja figuración ante el electorado, actuando en la práctica como 
financiador de proyectos y programas a través del FNDR que pre-
sentaban principalmente las municipalidades. En la práctica, con la 
creación de los gobiernos regionales el año 1992 se intentó realizar 
un ejercicio de descentralización administrativa y de cierta manera 
fiscal, ya que se le otorgó a los GORE la capacidad de decidir cerca 
del 10% de los recursos públicos a invertir en la región. El 90% 
restante sigue siendo invertido en una región a través de ministerios 
o servicios públicos descentralizados, como el ministerio de obras 
públicas, vivienda, salud, educación, entre otros. Por ejemplo, solo 
el ministerio de obras públicas en la región de Los Ríos invierte el 
doble de recursos que el Gobierno Regional. Mientras el FNDR de 
Los Ríos en el año 2016 invirtió poco más de 52 mil millones de 
pesos, el ministerio de obras públicas superó los 107 mil millones. 

A partir del año 2014 se provoca un cambio sustantivo en el 
nivel regional de Chile. Los consejeros regionales se eligieron de 
manera directa por la ciudadanía, lo cual significó un gran avance 
en democratización de este nivel de gobierno. En suma, a partir del 
año 1992 las regiones cuentan con recursos para hacer inversión 
pública y a partir del año 2014 tienen consejeros electos por la 
ciudadanía, pero aún cuentan con la figura del intendente regional 
designado por la presidencia de la república. Todo este contexto, 
hace que en esta unidad administrativa sean prácticamente nulas las 
innovaciones democráticas o participativas, como los presupuestos 
participativos u otras iniciativas.
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El Fondo Regional de Iniciativa Local: FRIL

Los gobiernos regionales tienen la capacidad de generar reglamen-
tos regionales, abocados a asuntos que dicen relación con sus atribu-
ciones, por ejemplo, normar los procedimientos vinculados a materias 
presupuestarias como la distribución de los recursos del FNDR, entre 
otros. Uno de los reglamentos que regula el gobierno regional es el de 
la implementación de los proyectos denominados FRIL.

¿Qué son los FRIL? Para el año 2008, la ley de presupuestos 
del sector público contempló la creación del FRIL para que se im-
plementen a escala regional y financien proyectos presentados por 
las municipalidades de cada región, con una inversión máxima de 
hasta 2.000 unidades tributarias mensuales (92 millones de pesos 
aproximadamente, casi 140 mil dólares). Dos son las características 
principales de este fondo. La primera es que financia proyectos que no 
entran al sistema nacional de inversiones, por lo tanto no requieren 
de evaluación técnica sectorial por parte del ministerio de desarrollo 
social, el cual entrega una certificación a cada proyecto que busque 
financiamiento público. Segundo, son proyectos de rápida ejecución, 
sedes, plazoletas, canchas, veredas, estaciones médicas rurales, etc. 

El FRIL es regulado a través de un reglamento regional, el cual 
debe ser autorizado por la contraloría regional de la república. El eje-
cutivo regional, o sea el intendente (a), le presenta al consejo regional 
CORE la propuesta de reglamento FRIL a través del cual se detallan 
los mecanismos de distribución de recursos, tipologías de proyectos a 
financiar, procedimientos administrativos para regular las inversiones, 
entre otros. El ejecutivo también plantea el monto a destinar, cuyo 
piso mínimo está determinado en la ley de presupuestos, pudiéndose 
aumentar la partida correspondiente en virtud del acuerdo al que 
pueden llegar el intendente con los consejeros regionales. Por ejemplo, 
el año 2014 en Los Ríos se destinaron 5 mil millones de pesos a FRIL, 
mientras que el año 2016 se aumentaron a 6 mil millones. Posterior 
a estas decisiones políticas se da el siguiente camino:
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• Aprobación de proyectos al interior de cada municipalidad para 
ser presentada como propuesta de proyectos al gobierno regional.

• Presentación de iniciativas por parte de las municipalidades 
al gobierno regional.

• Análisis técnico del GORE: las iniciativas son revisadas en 
cuanto a su factibilidad técnica. 

• Aprobación de proyectos: los declarados factibles son pre-
sentados al consejo regional para su aprobación.

• Transferencia de recursos: cumplida la etapa anterior, se 
hace entrega de los fondos a las municipalidades para su 
ejecución. 

Algunas de las críticas que se le hacen al FRIL es que eventual-
mente otorga una ventana de oportunidades para el desarrollo de 
vínculos clientelares, dado que los actores principales en torno a 
estos proyectos son el intendente, consejeros regionales y alcaldes, 
(en menor medida concejales) que se relacionan con la ciudadanía 
para financiar proyectos de la naturaleza antes mencionada. Gran 
parte de los proyectos que se financian por esta vía están focalizados 
en infraestructura que favorece a grupos considerados sensibles a 
prácticas clientelares, tales como la construcción y mejoramiento 
de sedes para organizaciones de la sociedad civil, como juntas de 
vecinos, mejoramiento de veredas o plazas, entre otros. Estas obras 
tienen un alto impacto ante la ciudadanía en su diario vivir, al ser 
parte de su entorno inmediato; es por ello que el valor de estos ins-
trumentos, es que se transforman en un mecanismo rápido, barato 
y eficaz de relación entre gobernante y gobernado.

Al ser un fondo en el que los proyectos presentados por las munici-
palidades son aprobados por el consejo regional, los representantes de 
este cuerpo colegiado (hoy elegidos por la ciudadanía) se transforman 
en importantes jugadores de veto ante alcaldes y concejales, para así 
responder a sus electores. La diferencia sustantiva es que antes del año 
2013, al ingresar las iniciativas al CORE, cada consejero se transformaba 
en jugador de veto para cumplir con los compromisos contraídos, pero 
ante los concejales de cada comuna, (también con los alcaldes). 



Egon Montecinos

24

La innovación democrática:  
la propuesta del FRIL participativo

A contar de marzo del año 2014 la estructura decisional del FRIL 
se vio alterada por esta innovación democrática que modificó el sis-
tema de incentivos, pero en favor de la ciudadanía, y en desmedro de 
la estructura decisional tradicional. El año 2014, al asumir la gestión 
del gobierno regional en Los Ríos, el representante de la presidenta 
de la república en su calidad de intendente regional manifestó su 
interés en implementar un mecanismo de presupuestos participativos 
a escala regional, iniciativa inédita en todo el país dado que, como 
se ha señalado, estas solo habían sido desarrolladas a nivel comunal. 

Fue en esta región y en este marco institucional que se imple-
mentaron una serie de etapas destinadas a la materialización de 
un mecanismo de estas características, cuyo objetivo principal fue 
distribuir el poder regional sobre los recursos fiscales incorporando 
a un nuevo actor decisional: la sociedad civil organizada. 

Las etapas para incorporar un nuevo diseño institucional, que 
no tenía antecedentes y cuyo único sustento era la voluntad política, 
fueron las siguientes:

• Análisis de contexto institucional: se revisó las ventanas de 
oportunidades existentes en la institucionalidad vigente para 
los GORE. Es así que se llegó a la conclusión que la mejor 
alternativa era implementar la metodología del presupuesto 
participativo en el FRIL, dado que no consideraba una can-
tidad relevante de recursos como sí ocurría con los FNDR 
tradicionales, siendo así más fácil para lograr el pilotaje 
regional en un ítem de menor cuantía. Así surge el concepto 
de FRIL participativo.

• Presentación de la propuesta a la sociedad civil: se realizó 
una presentación de la iniciativa a los representantes de las 
organizaciones de la sociedad civil de la región. En esto se 
incorporó a representantes de las uniones comunales de 
las juntas de vecinos, de los consejos de la sociedad civil 
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de cada comuna, y otros representantes sociales, gremiales, 
sectoriales y territoriales.

• Creación de la unidad de participación ciudadana y presu-
puestos participativos al interior del gobierno regional: me-
diante acto administrativo del intendente3, y con el objetivo 
de darle un diseño institucional a la iniciativa. Se incorporó 
la naciente unidad a la estructura burocrática tradicional. Se 
creó una nueva unidad destinada a abordar técnicamente el 
diseño, ejecución y evaluación de mecanismos de participa-
ción ciudadana en la toma de decisiones en el GORE, dentro 
de la cual se consideró los presupuestos participativos.

• Elaboración del reglamento: la unidad ya señalada elaboró 
una propuesta de reglamento del FRIL participativo.

• Presentación ante el consejo regional y aprobación de nuevo 
reglamento FRIL: se remitió la propuesta ante el órgano 
colegiado. Inicialmente la propuesta fue rechazada dado 
que los consejeros regionales consideraron que destinar un 
50% de los recursos FRIL tradicional a FRIL participativo 
era demasiado para un mecanismo participativo. Luego 
de una negociación política y a raíz de la presencia en la 
sesión de los dirigentes sociales, quienes respaldaban dicha 
propuesta, se logró la aprobación del reglamento quedando 
finalmente en un 30% del total de recursos destinados a 
financiar proyectos bajo la modalidad FRIL participativo. 

• Presentación a la contraloría regional del nuevo reglamento 
FRIL participativo: la toma de razón de la contraloría no 
resultaba fácil porque existía la posibilidad de que la res-
puesta fuera negativa, dado que se trataba de una innovación 
institucional sin precedentes a escala nacional. Por ello, se 
debió plantear que la decisión por parte de la ciudadanía 
tendría reglamentariamente el carácter de «consultiva» y 

3  Resolución exenta, acto administrativo del Ejecutivo Regional que puede ser 
derogado o sustituido por otro mediante la mera decisión del mismo actor. 
La aprobación del organigrama del Gobierno Regional por parte del Consejo 
Regional en 2016 permitió otorgar a la Unidad el carácter de permanente, ase-
gurando así su institucionalización, siendo modificable sólo mediante acuerdo 
del Consejo y el Ejecutivo Regional.
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que la «sanción vinculante» sería realizada por el concejo 
municipal, garantizando así la concordancia con el ordena-
miento jurídico vigente.

• Puesta en vigencia: tras la toma de razón de contraloría, se 
siguió el trámite regular para un reglamento regional, sien-
do publicado en el diario oficial, entrando así en vigencia 
aproximadamente en agosto de 2014.

• Difusión del mecanismo: el equipo del GORE presentó el 
reglamento a los actores sociales relevantes, agrupados a 
través de las uniones comunales de juntas de vecinos, y de 
los consejos comunales de organizaciones de la sociedad 
civil COSOC4. Esto, con el objetivo de que lo conocieran 
en profundidad y de este modo pudieran hacer uso de este 
de manera empoderada.

Diseño del FRIL participativo

El nuevo reglamento aprobado consideró los elementos centra-
les del antiguo reglamento FRIL: tipología de proyectos, requisitos 
para admisibilidad, procedimientos administrativos para la trans-
ferencia de recursos, entre otros. Así, la innovación incorporada 
fue que la determinación del 30% de los recursos estaría normada 
por un acápite especial nombrado como «anexo metodológico de 
participación ciudadana», manteniéndose el resto del articulado sin 
modificaciones. 

Las etapas contempladas para el mecanismo participativo fueron 
las siguientes:

4  Los Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad Civil COSOC 
fueron creados mediante la ley 20.500 de Participación Ciudadana en la Ges-
tión Pública, destinados a representar a la sociedad civil organizada dentro de 
la estructura de la municipalidad. Cuentan con funciones principalmente de 
carácter consultivo y propositivo, en cuanto a materias como por ejemplo la 
formulación de observaciones al presupuesto comunal, a la cuenta pública del 
alcalde, la proposición de una consulta comunal, entre otros. 
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• Definición de los recursos por comuna: con el objetivo de 
garantizar equidad territorial en la asignación de los recur-
sos, se aplicó una fórmula mediante la cual se asignaban 
los recursos a cada municipio considerando ocho variables 
dispuestas como mecanismos compensatorios en torno a las 
condiciones de vulnerabilidad de las respectivas unidades 
territoriales. Las variables fueron: base común, participación 
en el fondo común municipal, índice de ruralidad, pobla-
ción de pueblos originarios, aislamiento comunal, número 
de habitantes, distancia de la capital comunal a la regional, 
eficacia del gasto FRIL en el año anterior. La consideración 
de este punto fue fundamental dado que es una región don-
de existen brechas importantes entre comunas en materias 
como ruralidad y población. 

• Definición del cuerpo elector y territorio a considerar: El 
reglamento aprobado faculta al alcalde para que en conjunto 
con el concejo municipal puedan definir el territorio en el 
que se desarrollará el proceso participativo como también 
quiénes serán los que tomarán la decisión de los recursos 
FRIL participativo asignados a la comuna. En este marco, 
se podía considerar a la comuna como un distrito único o 
focalizarlo en una o varias localidades; al igual que definir un 
cuerpo elector representativo de la sociedad civil (pudiendo 
ser el consejo de la sociedad civil o la unión comunal de 
juntas de vecinos o ambas instancias las que decidían los 
recursos) o a la ciudadanía en general.

• Presentación de la cartera de proyectos: Las iniciativas po-
dían provenir de requerimientos previos formuladas por la 
ciudadanía a las autoridades comunales, o de solicitudes que 
surgieran durante el proceso participativo mismo. 

• Elección de iniciativas: El órgano elector podía ser las 
uniones comunales de juntas de vecinos, el consejo de la 
sociedad civil COSOC, ambas, o los proyectos se podrían 
seleccionar mediante votación directa en todo el territorio 
o en parte del territorio.
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• Certificación por parte del gobierno regional: Se determinó 
que la unidad de participación ciudadana del GORE deberá 
seguir el proceso, dando cuenta del cumplimiento de las 
disposiciones planteadas en el reglamento participativo. De 
ser así, emitirá un certificado, el cual es requisito esencial 
para el otorgamiento de los recursos. 

• Sanción de iniciativas: el concejo municipal ratificará me-
diante un acuerdo la decisión de la ciudadanía en orden de 
prioridad de proyectos de inversión técnicamente viables 
para presentar al gobierno regional.

Transcurridas estas etapas, el proceso continúa en virtud de lo 
dispuesto para la tipología de proyectos FRIL tradicional. A pesar 
de que el reglamento hace un claro reconocimiento a la autonomía 
de las municipalidades, existe un condicionamiento a la entrega de 
los recursos, ya que, en caso de no implementarse procesos partici-
pativos, se niega la transferencia y son redestinados a otras comunas. 

Ejecución del FRIL participativo

El FRIL participativo debutó en el proceso de presentación de 
iniciativas del año 2014 para ser ejecutadas el año 2015 y el año 2016 
tuvo su segunda versión. Tal como se aprecia en detalle en el cuadro 
a continuación, en los dos años de ejecución se aprobaron más de 
3.319 millones de pesos chilenos (casi 5 millones de dólares). Con ello 
se financiaron 79 proyectos distribuidos en las 12 municipalidades. 
El costo promedio de cada proyecto aprobado en FRIL participativo 
es de 42 millones de pesos (equivalente a 63 mil dólares).
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Número de proyectos e inversión en FRIL participativo

Año presupuestario 

2015

Año presupuestario

 2016
Totales

Número de 
proyectos

42 37 79

Recursos 
destinados

1.564.298.126

(US 2,3 millones)

1.754.827.247

(US 2,6 millones)

3.319.125.373

(US 4,9 millones )

Fuente: elaboración propia con base en información del Gobierno Regional de 

Los Ríos.

Los proyectos decididos por la comunidad organizada de cada 
comuna, y aprobados por el consejo regional se pueden agrupar 
en sedes sociales para juntas de vecinos, adultos mayores, clubes 
deportivos, mejoramiento de alumbrado público, mejoramiento de 
red de agua potable, estación médico rural, mejoramiento de plazas 
y plazoletas, construcción de áreas verdes, entre otros. En el cuadro 
siguiente se detalla una síntesis en torno a la forma en que cada una 
de las municipalidades implementó la iniciativa.

Implementación del proceso participativo

Comuna
Coalición 
política 
alcalde

Año
Origen 

iniciativas
Órgano 

decisorio

Tomadores 
de decisión 
no tradi-

cionales (ni 
alcaldes ni 
concejales)

Territorio

Corral

Chile  
Vamos

2014 Listado 
SECPLAN

COSOC
6 Comunal

2015
Asamblea 
territorial

Sufragio 
universal

187 Dos loca-
lidades ru-
rales

Futrono
Nueva 
Mayoría

2014 Listado 
SECPLAN

COSOC
8

Comunal
2015 9

La Unión
Nueva 
Mayoría

2014 Listado 
SECPLAN

COSOC
12

Comunal
2015 8

Lanco
Chile Vamos 2014 Listado 

SECPLAN
COSOC

10
Comunal

2015 11
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Lago  
Ranco

Nueva  
Mayoría

2014 Asamblea 
territorial

UNCO
28

Comunal
2015 35

Los Lagos
Nueva  
Mayoría

2014 Listado 
SECPLAN

COSOC
11

Comunal
2015 9

Máfil
Nueva  
Mayoría

2014 Listado 
SECPLAN

COSOC
7

Comunal
2015 10

Mariquina
Nueva  
Mayoría

2014
Listado 
SECPLAN

COSOC 11 Comunal

2015 Sufragio 
universal

851 Dos  
territorios

Paillaco
Nueva  
Mayoría

2014 Listado 
SECPLAN

COSOC
11

Comunal
2015 9

Panguipulli
Chile Vamos 2014 Listado 

SECPLAN
COSOC

10
Comunal

2015 7

Río Bueno
Chile Vamos 2014 Listado 

SECPLAN
UNCO + 
COSOC

14
Comunal

2015 12

Valdivia

Chile Vamos 2014
Listado 
SECPLAN

COSOC 17 Comunal

2015
Sufragio 
universal

220 Dos unida-
des vecina-
les

COSOC: consejo de la sociedad civil regido por la ley 20.500; UNCO: unión co-
munal de juntas de vecinos, regida por la ley 19.418.
Fuente: elaboración propia.

Al revisar el cuadro anterior, se puede deducir que la coalición 
política a la cual pertenece el alcalde no ejerce influencia o no es-
tablece relación con la modalidad a elegir para decidir los recursos 
FRIL participativo. Por lo tanto, se puede afirmar que la variable 
ideológica no es la que explica las modalidades FRIL participativo 
que seleccionaron los alcaldes. 

En cuanto al origen de los proyectos se puede señalar que en 
su gran mayoría (10 de las 12) las municipalidades utilizaron como 
propuesta un listado previo de proyectos elaborado por la secretaría 
de planificación comunal, en base a requerimientos formulados con 
anterioridad al alcalde por distintas organizaciones sociales. 

En solo dos comunas se realizaron asambleas territoriales, 
explorando así una modalidad de carácter deliberativo. Dentro de 
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ellas es necesario hacer la distinción en la comuna de Lago Ranco, la 
cual en los dos años facilitó los elementos logísticos necesarios para 
que la directiva de la unión comunal de juntas de vecinos pudiera 
recorrer cada una de las juntas de vecinos existentes en la comuna, 
levantando junto a sus directivas el requerimiento más urgente que 
pudiese ser cubierto mediante una iniciativa FRIL participativo 
(modalidad similar a la usada en Brasil, conocida como la caravana 
de prioridades). En el caso de la comuna de Corral, el segundo año 
el alcalde definió utilizar la asamblea territorial como mecanismo 
de levantamiento de requerimientos. Se trabajó en dos sectores de 
la comuna, en los cuales las organizaciones mayoritarias son clubes 
deportivos y juntas de vecinos.

La mayoría de los municipios optó por presentar a la comuni-
dad un listado cerrado de iniciativas previamente existentes por dos 
razones. Por un lado, para no perder el control de la agenda política 
del proceso participativo, y por otro lado para ahorrar recursos tanto 
de tiempo, humanos, logísticos y monetarios en el levantamiento 
de iniciativas. Muchos municipios de la región, con la excepción de 
los más grandes (Valdivia, Panguipulli, Río Bueno y La Unión) no 
cuentan con personal suficiente para levantar y formular iniciativas 
en un mismo año calendario.

En cuanto al órgano decisorio, el año 2014 las municipalidades 
solicitaron colaboración al GORE para implementar la modalidad 
que permitiera una rápida toma de decisiones. En ese sentido, la 
recomendación fue recurrir al COSOC: instancia existente y ga-
rantizada por la ley de municipalidades y que estaba presente en 
prácticamente todas las comunas5, la cual es representativa de la 
sociedad civil pero cuya agenda es determinada por su presidente, 
el alcalde. De hecho, era esta autoridad la que dirigía el proceso de 
votación. Así, representaba el menor costo para la municipalidad, 
por lo que su uso fue el predominante.

En el caso de Lago Ranco en ambas ocasiones se recurrió a 
la Unión Comunal de Juntas de Vecinos, al no existir un COSOC 

5  Lago Ranco fue la única comuna que durante ambos años no contó con COSOC, 
implementándolo a inicios de 2016. Así, Los Ríos pasó a ser la única región del 
país que cuenta con el 100% de sus comunas con COSOC en funciones. 
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constituido, teniendo en la definición de las opciones un rol relevante 
el presidente de dicha organización, quien coordinaba la votación. 
De hecho, en 2015 el alcalde planteó la posibilidad de realizar un 
proceso de participación ciudadana mediante voto universal, pero el 
dirigente manifestó un rechazo categórico junto a su organización, 
por lo cual se mantuvo la modalidad inicial. 

En el caso de Corral, el año 2015 el alcalde planteó su preferen-
cia por el mecanismo universal, haciéndose presente durante las dos 
jornadas de votación mediante las cuales se desarrolló el proceso. 
Misma situación sucedió en la comuna de Valdivia donde el alcalde 
optó por realizar votación directa en solo un sector de la ciudad. En 
el caso de la municipalidad de Río Bueno, el alcalde decidió fusionar 
al consejo de la sociedad civil COSOC con la unión comunal de 
juntas de vecinos urbana y rural.

En cuanto al territorio donde implementar la decisión sobre el 
FRIL participativo, en la mayoría de los casos se optó por conside-
rar a la comuna como una sola unidad. Dentro de las excepciones 
constatadas, se encuentran las comunas de Corral, Mariquina y 
Valdivia en 2015. En todos ellos fue el alcalde quien realizó la 
selección de las unidades territoriales en las cuales se implementó 
el mecanismo, que en el caso de Valdivia se decidieron los sectores 
por ser los que representaban mayor necesidad, en Corral se debía 
a una cercanía personal del alcalde con ambas zonas; en Mariquina 
se planteó como parte de una división geográfica consuetudinaria de 
la comuna: Valle y Costa, velándose por un mecanismo de compen-
sación rural-urbano, mediante el cual existían tres alternativas de 
iniciativas, contando el elector con dos preferencias a marcar. Así, se 
aseguraba la ejecución de la propuesta rural (con menor población 
en el área de influencia), mientras que la competencia más ardua se 
desarrolló en el sector urbano. 
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Conclusiones

A partir de la descripción y análisis del caso, se puede deducir 
que algunos procesos de profundización de la democracia pueden 
ser detonados por factores endógenos y no necesariamente depen-
den de procesos «nacionales» de descentralización, o de incentivos 
específicos como una ley nacional de presupuesto participativo o 
participación ciudadana. 

Para el caso de la región de Los Ríos fue determinante una alta 
intensidad de preferencia o voluntad política por parte del tomador 
de decisión inicial, para que esta iniciativa se implemente a escala 
regional. No obstante, se observa que ha sido esencial la existencia 
de un capital social y particularmente la alta valoración del régi-
men democrático para que el proceso se implemente con un alto 
compromiso inicial de los dirigentes sociales. Sin embargo, llama la 
atención que ese «entusiasmo» de los dirigentes también ha servido 
para «vetar» que el proceso se amplíe por ejemplo a una votación 
directa de los proyectos por parte de los ciudadanos. Se deduce que 
la alta valoración de la democracia existente en la región es una 
valoración de la democracia representativa más que de una demo-
cracia participativa que le asigna un rol protagónico al ciudadano 
que no necesariamente ejerce un rol de responsabilidad dirigencial. 
El concepto de «democracia representativa comunitaria» que plantea 
Ives Cabannes, (2004: 6), es la idea que mejor explica el desarrollo 
que ha tenido la experiencia del FRIL participativo en el caso de 
la región de Los Ríos. Se distribuye poder e incidencia de decisión 
desde el representante político regional hacia los representantes de la 
sociedad civil, o niveles intermedios entre el representante político y 
los ciudadanos. Se trata de iniciativas en las cuales la mayoría de los 
involucrados constituyen cúpulas integradas por representantes de 
organizaciones de la sociedad civil, a los que se suman los alcaldes 
con cierto poder de veto y manejo de la agenda; como consecuencia 
se habilita la participación de solo un segmento de la población de 
la comuna (Delamaza y Ochsenius, 2010: 216). 

Si bien es cierto en este capítulo se confirma la clásica hipótesis 
de que la voluntad política es vital para el origen de iniciativas de 
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participación ciudadana y en particular de los presupuestos partici-
pativos, también se pueden confirmar dos hipótesis adicionales. La 
primera de ellas es que la capacidad de articulación de las organiza-
ciones sociales, sumada a un alto protagonismo de sus dirigentes y a 
la valoración de la democracia como sistema de gobierno, facilitan 
la implementación de una iniciativa participativa impulsada desde 
el gobierno. Se asegura un contrapeso y también un correlato en los 
representantes de la sociedad civil.

La segunda hipótesis es que la descentralización por sí misma 
no necesariamente provoca procesos democráticos a escala regional 
y local. Múltiples experiencias municipales, ahora esta experiencia 
regional de Los Ríos y la incipiente experiencia en la región de 
Tarapacá6, confirman que, en un país centralizado como Chile, la 
variable «territorio» es determinante para profundizar la democra-
cia. Es frecuente defender la descentralización apuntando a que una 
de sus bondades es que provocará más democracia y participación. 
La transferencia de poder, así como la presencia de aspectos legales 
que sostengan estas iniciativas es de vital relevancia, no obstante, 
el territorio y sus dinámicas políticas y sociales también importan, 
y muchas veces resultan más determinantes que aquellas variables 
nacionales o procesos globales que se plantean a escala país.

Cuando existe un territorio compuesto por ciudadanos y líderes 
sociales que ejercen una ciudadanía activa, involucrándose en los 
asuntos públicos, se contribuye a que la democracia se fortalezca de 
manera endógena, sin necesidad de esperar estímulos externos para 
que eso suceda. En consecuencia, la democracia sí se fortalece con 
más descentralización, pero su permanencia y pleno ejercicio depende 
de los ciudadanos y sus territorios. Esta iniciativa se encuentra en 
curso y su futuro depende de cuánto se haya empoderado la sociedad 
civil de la iniciativa. 

6 El año 2016 comenzó a ser replicada la experiencia del FRIL participativo en 
la región de Tarapacá.
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La participación ciudadana en Chile

Francis Elizabeth Valverde Mosquera 
Miembro Consejo Nacional de Participación Ciudadana  

y Fortalecimiento de la Sociedad Civil

Introducción

Hablar de participación ciudadana es hablar del poder de los y 
las habitantes del país para generar las transformaciones necesarias 
que aseguren una vida digna para todos y todas, en una sociedad justa 
y libre donde el reconocimiento y ejercicio de los derechos humanos 
de cada uno y cada una es el fundamento de la igual dignidad de 
todos los seres humanos, como señala el artículo 1 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos. 

La realidad en Chile está lejos de esta aspiración ciudadana. 
Las condiciones que debe asegurar la estructura del Estado para 
promover la participación no están dadas. La participación requiere 
oportunidades y posibilidades que denominamos ambiente habili-
tante. La segregación socioeconómica y territorial, la inequidad y 
desigualdad, la corrupción y desconfianza en las instituciones, la falta 
de proyectos comunitarios, colectivos y sociales, el individualismo 
y consumismo, y la concentración del poder político y económico, 
atentan contra las necesarias condiciones básicas para promover la 
participación ciudadana.

Este artículo hace un recorrido por los principales hechos que 
fundamentaron y posibilitaron el estado actual de la participación 
ciudadana en nuestro país. 
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Podemos decir que la participación ciudadana entendida como 
un derecho humano esencial es una aspiración por alcanzar, que 
requiere cambios estructurales, culturales, políticos y económicos 
para que sea una realidad.

La participación en los compromisos internacionales 
de derechos humanos

La participación es un principio eje de los derechos humanos, 
a la vez que un derecho, lo que implica que esta es considerada un 
factor habilitante y facilitador para el pleno ejercicio del conjunto de 
los derechos humanos, y por ello está presente en la mayoría de estos 
instrumentos. Ya la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en su resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948, 
señalaba en su Artículo 21: 

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno 
de su país, directamente o por medio de representantes libre-
mente escogidos; 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, 
en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su 
país y 3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del 
poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones 
auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufra-
gio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento 
equivalente que garantice la libertad del voto.

Posteriormente, esto fue reafirmado en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, de 1966, donde se vincula el derecho a 
la participación con los derechos a reunión pacífica y asociarse libre-
mente; en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer de 1979; la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad del 2006; la Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas de 2006; Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965; 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de 
Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de 1990; 
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etc. A nivel del continente americano, también podemos encontrar 
instrumentos que dan cuenta de los compromisos asumidos por los 
Estados en relación con la participación. El primero de ellos es la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 
José) que en su art. 23 consagra los Derechos Políticos.

Este cúmulo de instrumentos internacionales nos permite, en 
conjunto con la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana 
en la Gestión Pública, definir la participación ciudadana como un 

proceso de construcción social de las políticas públicas, 
que conforme al interés general de la sociedad democrática, 
canaliza, da respuestas o amplía los derechos económicos, 
sociales, culturales, políticos y civiles de las personas y los 
derechos de las organizaciones o grupos en que se integran 
así como los de las comunidades y pueblos indígenas1, 

y agrega: 

3. La participación ciudadana en la gestión pública es 
consustancial a la democracia. Los principios democráticos 
de la representación política deben complementarse con 
mecanismos de participación de la ciudadanía en la gestión 
pública, que permitan expandir y profundizar la democracia 
y su gobernabilidad.

La participación en Chile

Se puede afirmar que la participación ciudadana en Chile ha sido 
uno de los aspectos no asumidos por el proceso de transición iniciado 
en 1990 con la asunción del gobierno de la Concertación de Partidos 
por la Democracia, encabezado por Patricio Aylwin. En este sentido 
fue política pública oficiosa y no reconocida, el desmantelamiento 
del amplio y activo movimiento social que abrió el camino hacia la 
derrota política-electoral de la dictadura cívico-militar que usurpó 
el poder durante 17 años (1973 -1989).

1  Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y Presidentes (2009). Carta Ibe-
roamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, Estoril, Portugal. 
Capítulo 1, Nº 2.
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Dicho movimiento social fue protagonista de las grandes pro-
testas que se desarrollaron desde el 11 de mayo de 1983 hasta el 
1 y 2 de julio de 1986, que dan cuenta de un proceso de creciente 
organización de las personas en los niveles comunitarios y locales. 
Dichos eventos, más allá del enorme número de víctimas producto 
de la represión del régimen, fue el resultado de un largo proceso de 
rearticulación de la sociedad chilena que se había iniciado casi desde 
el mismo momento de producido el golpe de Estado. En primer lugar, 
los lugares de encuentro de los y las creyentes de diversas confesiones 
que asumieron la tarea de dar protección a quienes estaban siendo 
perseguidos y perseguidas por el nuevo régimen, proporcionaron el 
impulso de organización en torno al tema de los derechos humanos. 
En este punto es importante resaltar al CONAR (Comité Nacional 
de Ayuda a Refugiados), Comité Pro Paz y posteriormente la Vicaría 
de la Solidaridad, instituciones que desde sus comienzos –septiembre 
de 1973, 1974 y 1976 respectivamente– asumieron que la organi-
zación, producto de la participación, era vital para la defensa de la 
vida y los derechos humanos amenazados por la violencia represiva.

Pasado el primer momento de gobierno militar, donde se come-
tieron las más graves violaciones a los derechos humanos, se inició 
un período de constitución de organizaciones no gubernamentales 
que asumieron tareas en muy diversos ámbitos, pero íntimamente 
relacionadas con los derechos humanos2.

Todos y cada uno de estos organismos no gubernamentales 
propiciaron y trabajaron para reconstruir el tejido social generando 
condiciones para la creación de nuevas organizaciones y para el 
fortalecimiento de las existentes, proceso que constituyó un aspecto 
relevante de su quehacer. Unido a esto, también las organizaciones 
sindicales y políticas habían encontrado maneras de avanzar en su 
reconstitución adaptándose a las condiciones limitantes del contexto 
histórico existente. Baste para señalar esto las conmemoraciones del 

2  Fundación de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas (FASIC, 1975), Servicio 
Evangélico para el Desarrollo (SEPADE, 1975), Servicio Paz y Justicia (SERPAJ, 
1976), Centro de Investigaciones Económicas para América Latina (CIEPLAN, 
1976), Comisión Chilena de Derechos Humanos (CCHDH, 1978) y la Coor-
dinadora de Comunidades Populares (1978), Corporación de Defensa de los 
Derechos del Pueblo (CODEPU, 1980) por nombrar algunas que aún perduran. 
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Día del Trabajo, del 1 de mayo de 1978 y la del 1 de mayo de 1979 
en Plaza Artesanos, con 365 detenidos. Con posteridad, el Día de la 
Mujer, 7 de marzo de 1980, una manifestación con 118 detenidos 
y el 19 de agosto de 1982, en los inicios de la crisis económica, se 
lleva a cabo una masiva Marcha del Hambre.

A partir de 1983, la crisis económica y las jornadas de protestas 
nacionales activan toda la capacidad organizativa del movimiento 
social construido a la sombra de la resistencia a la represión. Co-
medores Populares, Ollas Comunes, Comprando Juntos, Grupos de 
Salud, Comités de Base de Derechos Humanos, Comités de Vivienda, 
Comunidades Cristianas Populares, Centros Culturales, etc. Durante 
el período de protestas, estas organizaciones se mantienen y apa-
recen otras de carácter más político en la perspectiva de recuperar 
la democracia, las Mesas de Concertación, Comités Democráti-
cos Populares, Coordinadoras de Organizaciones Poblacionales  
(Delamaza, 1985. pp.106-107) por nombrar algunas. Este gran des-
pliegue organizacional enmarca el agotamiento de la capacidad de la 
dictadura cívico-militar para darle una gobernabilidad sustentable 
al país y la obliga a buscar espacios de negociación para defender 
su proyecto refundacional.

Asumido el gobierno civil en 1990 y dotado de la legitimidad 
democrática producto de las luchas del período dictatorial, este 
concentra en sí las más altas expectativas del movimiento social y 
popular en la esperanza de transformaciones profundas en todos 
los ámbitos de la vida. Por un lado, la lucha por la justicia y contra 
la impunidad demandaba acciones decididas como la derogación 
y/o anulación del Decreto Ley de Amnistía de 1978 y la reforma 
del Poder Judicial, por nombrar solo un par de ellas. Por otro lado, 
el desmantelamiento del modelo económico y la recuperación de 
los derechos sociales y políticos, eran demandas fuertemente soste-
nidas por el movimiento social popular. Sin embargo, la renuncia 
del nuevo gobierno a su programa democratizador en sus aspectos 
más estructurales generó una creciente decepción que ha puesto en 
cuestión la legitimidad democrática de lo obrado.
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Actualmente existe suficiente evidencia, a partir de declaraciones 
de Edgardo Boeninger (1997) y otros, de que existió una negociación 
entre la dictadura cívico-militar y el gobierno civil entrante para 
condicionar la entrega del poder a la mantención de aspectos cen-
trales y relevantes del entramado institucional autoritario elaborado 
para la implantación del modelo neoliberal y de la impunidad de los 
ejecutores de los crímenes contra los derechos humanos. 

Este condicionamiento a la entrega del poder por parte de la 
dictadura implicó la necesaria desmovilización del movimiento social 
que había provocado el término de esta. A lo menos se identifican 
dos mecanismos para lograr ese objetivo: el disciplinamiento de los 
actores sociales y políticos dentro de la institucionalidad heredada 
y, la clausura de las líneas de financiamiento de las organizaciones 
no gubernamentales que dotaban al movimiento social de capacidad 
formativa y de análisis político.

Uno de los efectos de esta situación se dejó sentir rápidamente 
en la participación electoral. De un máximo de 87% en 1989, baja a 
82% en 1993 –siguiente elección presidencial–, iniciando una curva 
descendente en participación electoral que ha llevado al país a tener 
la mayor pérdida de participación en el mundo, llegando a un 36%. 
Esta situación de gran relevancia para la legitimidad democrática 
del país ha sido sistemáticamente ignorada por los actores políticos 
responsables de generar políticas públicas que resuelvan los proble-
mas de la sociedad, y ponen en cuestión la legitimidad democrática 
y representatividad de las autoridades elegidas.

Los siguientes gráficos dan cuenta en términos cuantitativos de 
lo planteado:
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Gráfico 4. Países América Latina 1990-2016: Porcentaje de votos emiti-

dos en elecciones parlamentarias en relación al total de la población 

en edad de votar y diferencia 2016-1990.
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Gráfico 5. Chile 1989-2013: Porcentaje y número de personas que participa 

en elecciones en relación al total de la población en edad de votar
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El debate sobre la participación electoral logra ver la luz solo 
en los momentos posteriores a las elecciones, y ha tenido como 
contraparte un sostenido aumento de la protesta social y la descon-
fianza hacia las instituciones de la sociedad y hacia la política y sus 
gestores. Por ello la preocupación por el estado de la participación 
en Chile ha movilizado a un conjunto de actores de la sociedad civil 
que entienden que el consenso con el sistema político es esencial 
para preservar las libertades fundamentales. En esta perspectiva 
encontramos que los informes sobre la situación de los derechos 
humanos en Chile han estado alertando sobre la profunda brecha 
que se ha extendido entre el funcionamiento de la democracia y las 
demandas de la sociedad.

Un claro ejemplo de esto son algunos de los capítulos del Informe 
Anual sobre los Derechos Humanos en Chile 2009 del Centro de 
Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales. En el capítulo 
Protesta Social y Derechos Humanos señala:

Las protestas o movilizaciones sociales son manifestacio-
nes del ejercicio de la libertad de expresión, y del derecho a 
reunión, todos reconocidos por la Constitución y los tratados 
internacionales que obligan a Chile. En ocasiones constituyen 
la única forma de que los sectores marginados puedan hacerse 
oír (Informe anual sobre DD. HH en Chile. 2009. Pág.45).

Y explica las razones de las movilizaciones porque esas 
conversaciones a las que es invitada la sociedad civil, por 
ejemplo, los estudiantes, operan sobre la base de decisiones 
que ya se han adoptado; las invitaciones buscan legitimar un 
proceso de consulta que finalmente carece de relevancia en 
las decisiones que se adopten (Informe anual sobre DD. HH 

en Chile. 2009. Pág.47).

En estos párrafos están contenidos dos de los elementos crucia-
les del estado de la participación ciudadana en Chile. Por un lado, 
la instalación de espacios aparentes de diálogo entre autoridades y 
sociedad civil y movimiento social que no tiene vinculación alguna 
con las decisiones que se toman, las que normalmente ya vienen 
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acordadas y son antagónicas a las demandas de la sociedad. Y el 
segundo aspecto, es la criminalización de la protesta social como 
política de Estado de los gobiernos incluyendo el abuso policial 
como práctica habitual y generalizada:

Respecto de la criminalización de la protesta social, una 
de las denuncias que la sociedad civil ha hecho sentir con 
mayor fuerza apunta a los abusos en que incurren las fuer-
zas policiales, que van desde detenciones ilegales a violencia 
innecesaria, aun con casos de muerte (Informe anual sobre 
DD. HH en Chile. 2009. Pág.61).

La constante ineficacia o sistemática improductividad de los 
espacios de participación ciudadana (la mayor parte de lo planteado 
en estos espacios es de carácter consultivo, y no es tomado en cuenta 
en la elaboración de políticas públicas), con su consecuente pérdida 
de asociatividad, en contraste con el incremento de la protesta social 
y su subsecuente criminalización ha constituido la panorámica que 
recorre los capítulos de los informes de derechos humanos que año 
tras año se emiten en Chile.

El reconocer esta brecha de legitimidad construida a partir de la 
disminución de la confianza en las instituciones y la sostenida baja en 
la participación electoral permite cuestionar la falta de proactividad 
de los actores políticos para enfrentar este grave problema para la 
democracia chilena. 

Al buscar las iniciativas políticas en el sentido de propiciar la 
participación ciudadana, a lo largo de los sucesivos gobiernos desde 
1990, surgen muy pocas que merezcan ser mencionadas. Quizás la 
de mayor envergadura fue la reforma constitucional que bajo el 
gobierno de Ricardo Lagos pretendió eliminar los enclaves autori-
tarios y legitimar como democrática una constitución emanada de 
una dictadura. 

La incomprensión del carácter estructural de la instituciona-
lidad heredada y la incapacidad, de parte de los actores políticos, 
de dotarse de la voluntad política necesaria para derrumbar la 
férrea resistencia de los herederos de la dictadura cívico-militar a 
permitir transformaciones que desmantelen el sistema de privilegios 
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establecidos en la constitución de 1980 (AFP, ISAPRES, el Mercado 
como regulador de las relaciones en la sociedad, privatizaciones de 
los bienes comunes, acumulación de la riqueza, etc.). 

Evolución de la confianza: Instituciones políticas

P: ¿Cuánta confianza tiene usted en las instituciones que voy a nombrar?
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Este gráfico da cuenta de la baja continua de los niveles de con-
fianza en las instituciones claves de una democracia. 

Ciertamente que, con tan bajos niveles de confianza, la partici-
pación ciudadana no tiene espacio para desarrollarse ni un ambiente 
habilitante que permita revertir la falta de legitimidad democrática 
del sistema político.

Desde esta perspectiva, la participación electoral –esencial para 
la democracia representativa– fluye hacia la participación social. Sin 
embargo, las mismas dificultades de la participación ciudadana las 
tiene la participación social: la inexistencia de un ambiente habilitan-
te, la ausencia de políticas públicas de fortalecimiento organizacional 
y falta de líneas de financiamiento. A pesar de esto, es evidente que 
estos últimos años, diversas temáticas han convocado masivamente 
a actores sociales, a saber, educación, seguridad social, conflicto del 
pueblo mapuche con el Estado chileno, entre otras. Pero ello no ha 
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conllevado un desarrollo organizacional del espacio de la partici-
pación social, más bien se han canalizado hacia la participación 
informal y no estructurada. 

De acuerdo con los Informes de Desarrollo Humano del PNUD 
en Chile, el 33% de las personas declaró pertenecer a alguna orga-
nización en el año 2000, cifra que bajó levemente el año 2012 al 
32%, esto a pesar de que el año 2011 ha sido considerado de masiva 
participación y presencia de manifestantes en los espacios públicos.

A pesar de que las iniciativas promovidas para posibilitar y 
facilitar la participación ciudadana no han dado los resultados 
esperados, es necesario distinguirlas para poder identificar algunas 
propuestas que pudieran ayudar a avanzar hacia la construcción de 
un ambiente habilitante para la participación. 

Un conjunto de iniciativas, de la mayor relevancia, fueron impulsadas 
por el gobierno de Ricardo Lagos, dentro de las medidas para resolver 
la crisis desatada por los sobresueldos de funcionarios del Estado (caso 
MOP-Gate). Estas fueron la convocatoria del Consejo Ciudadano para el 
Fortalecimiento de la Sociedad Civil, la elaboración de un proyecto de ley 
de participación y el Instructivo Presidencial de Participación Ciudadana. 
Posteriormente el gobierno de Michelle Bachelet formuló una agenda pro 
participación y un Instructivo Presidencial sobre Participación Ciudadana 
en la Gestión Pública que consideraba que los órganos de administración 
del Estado: 1) establecieran una Norma General de Participación; 2) 
dieran cuenta pública anual, directamente a la ciudadanía, de la gestión 
de sus políticas, programas, acciones y de su ejecución presupuestaria; 
3) establecer Consejos de la Sociedad Civil, de carácter consultivo; y 4) 
poner en conocimiento público la información relevante de sus políticas, 
programas, acciones y presupuestos. Estas iniciativas no fueron imple-
mentadas durante el período presidencial correspondiente.

El año 2011, ya entrado el gobierno de Sebastián Piñera, se pro-
mulgó la Ley 20.500 sobre asociaciones y participación ciudadana en 
la gestión pública. Lo relevante de esta ley es la institucionalización 
de los Consejos de la Sociedad Civil en todas las instancias de admi-
nistración del Estado, desde el nivel central hasta el nivel comunal, 
y la creación del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones 
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de Interés Público. Durante el período presidencial correspondiente 
se avanzó muy poco en su implementación.

Llegado el segundo mandato presidencial de Michelle Bachelet, 
vio la luz un nuevo instructivo presidencial que promovió la imple-
mentación de los Consejos de la Sociedad Civil y la convocatoria al 
Consejo Nacional de Participación Ciudadana y Fortalecimiento de 
la Sociedad Civil con el mandato de hacer un diagnóstico del estado 
de la participación ciudadana en Chile y hacer propuestas de modi-
ficación de la Ley 20.500. Sin embargo, entregado el informe final 
en enero de 2017, ninguna de las iniciativas legislativas propuestas 
fue impulsada por parte del gobierno convocante.

Estas recomendaciones tienen dos componentes:
1 Propuestas de marco constitucional para el derecho a la 

participación y mecanismos de democracia directa.
 1.1 Incorporación de la participación como derecho humano 

exigible en la constitución política del Estado.
 1.2 Fortalecimiento de la participación a través de la incor-

poración de nuevos mecanismos democráticos.
 a) Reconocimiento de la participación como ejercicio de la 

soberanía.
 b) Iniciativa Popular de Ley.
 c) Referéndum Revocatorio de Proyecto de Ley.
 d) Voto Programático.
 e) Referéndum Revocatorio de Mandato.
 1.3 Definición de ciudadano y ciudadana. Reconocimiento 

de todas las personas que habitan el país como ciudadanos 
y ciudadanas.

2. Modificaciones a la Ley 20.500 y demás cuerpos legales.
 2.1 Crear una institucionalidad de participación.
  2.1.1 Crear un Consejo Nacional de Participación 

Ciudadana y Fortalecimiento de la Sociedad Civil.
  2.1.2 Crear la Subsecretaría de Participación Ciudadana.
 2.2 Participación Ciudadana en la Gestión Pública.
  2.2.1 Dictar un Reglamento de Participación Ciuda-

dana en la Gestión Pública.
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Conclusiones

La participación ciudadana en Chile es una dimensión esencial de 
una sociedad democrática, sin embargo, esta relevancia no pareciera 
ser reconocida por los tomadores y las tomadoras de decisiones. Es 
claro también que no existe una cultura participativa en la totalidad 
de los niveles y sectores de la administración del Estado. Situación 
similar podemos observar en el Poder legislativo y el Poder Judicial.

Construir un ambiente habilitante para la participación requiere 
de transformaciones de muy diversa índole. Ciertamente hay cambios 
legales que alcanzan hasta la Constitución. También se requieren 
cambios culturales y políticos que le den sustentabilidad a las re-
formas que se emprendan.

Al reconocer que la participación es un derecho humano fa-
cilitador del ejercicio de todos los derechos humanos, ya en sus 
dimensiones política, social y ciudadana, se está reconociendo el 
poder que implica esta participación en la construcción y transfor-
mación de la sociedad. Este poder de los y las habitantes del país 
es el que le otorga legitimidad democrática a un Estado; la nuestra 
está altamente cuestionada y solo a través de la participación orga-
nizada de todos y todas los y las habitantes del país, sin distinción 
alguna, y en todos los niveles de la sociedad barrial, local, laboral, 
educacional, cultural, social y político se podrá avanzar hacia las 
transformaciones necesarias para sentirnos parte de un proyecto 
país democrático y garante de los derechos humanos.
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Propuesta de modelo de gobierno  
abierto municipal para Chile

Consejo para la Transparencia*1 

Presentación

El Gobierno Abierto (GA) es un paradigma cultural que pro-
mueve y aspira a una forma de relacionamiento horizontal entre la 
ciudadanía y el sistema público. En ese sentido, para el Modelo la 
definición de Gobierno Abierto utilizada –y que se consideró más 
apropiada por parte de los participantes de la construcción– es la 
que se plantea en la Carta Iberoamericana de Gobierno Abierto1 en 
la que se entiende como 

el conjunto de mecanismos y estrategias que contribuye 
a la gobernanza pública y al buen gobierno, basado en los 
pilares de la transparencia, participación ciudadana, rendición 
de cuentas, colaboración e innovación, centrando e incluyendo 
a la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones, así como 
en la formulación e implementación de políticas públicas, para 
fortalecer la democracia, la legitimidad de la acción pública 
y el bienestar colectivo. 

* Francisca Gutiérrez Vielma; Diego González Labarca; Daniel Pefaur Dendal; 
Daniela Moreno Tacchi; Eduardo González Yáñez.

1 Aprobada por la XVII Conferencia Iberoamericana de Ministras y Ministros 
de Administración Pública y Reforma del Estado Bogotá, Colombia, 7 y 8 de 
julio de 2016.
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Por ende, le plantea un desafío a las instituciones públicas, cuyas 
lógicas orgánicas y de funcionamiento se han articulado tradicional-
mente en torno a sistemas administrativos y de toma de decisiones 
más bien jerárquicas y cerradas, lo que evidencia la necesidad de 
abrirse hacia formas que incorporen la transparencia, la participación 
ciudadana y la rendición de cuentas. 

A nivel internacional, el principal referente de GA es la Alianza 
por el Gobierno Abierto2 (AGA u OGP3 en inglés), que busca pro-
mover los valores de transparencia y rendición de cuentas en los 
gobiernos, con el fin de mejorar la calidad de estos y de los servicios 
que son brindados a la ciudadanía. Chile es integrante pleno de esta 
Alianza y el Ejecutivo ha promovido los principios del Gobierno 
Abierto como una política de Estado4 desde el año 2011, implemen-
tando tres planes de acción: el primero fue ejecutado entre los años 
2012-2013, el segundo entre 2014-2016, actualmente se desarrolla 
el tercer plan de acción 2016-2018 y, paralelo a ello, el país se en-
cuentra elaborando su cuarto plan para el bienio 2019-2021.

Dado el importante aporte que el Consejo para la Transparencia 
(en adelante, Consejo o CPLT) tuvo en la implementación del pri-
mer y segundo plan –dentro de los que destaca la universalización 
del Modelo de Gestión en Transparencia Municipal y el Portal de 
Transparencia del Estado– así como su conocimiento y positiva 
experiencia en el trabajo con municipios, durante el proceso de 
elaboración del tercer plan de acción, representantes de municipios 
y de organizaciones no gubernamentales pidieron al Consejo que 
asumiera el desafío de generar, junto a ellos, un Modelo de Gobierno 
Abierto para el nivel municipal, como un compromiso de Chile ante 
la Alianza para el Gobierno Abierto.

El Consejo para la Transparencia tuvo interés en desarrollar este 
compromiso, puesto que se alinea con su objetivo de promover una 

2  Es una iniciativa multilateral que busca asegurar compromisos concretos de los 
Gobiernos para promover la transparencia, capacitar a los ciudadanos, luchar 
contra la corrupción y aprovechar las nuevas tecnologías para fortalecer la 
gobernabilidad (https://www.opengovpartnership.org/about/about-ogp). 

3  http://www.opengovpartnership.org/ 
4  Gobierno de Chile (2014) «Plan de Acción de Chile. Gobierno Abierto 2014-

2016», Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Santiago de Chile, p. 10.
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cultura de la transparencia en el sector público. Resulta además par-
ticularmente relevante que sea una iniciativa ascendente, que surge 
del interés y compromiso de los propios municipios, suponiendo 
una ruptura de las lógicas verticalistas con las que generalmente se 
diseñan las políticas públicas en el país. El desarrollo del Modelo 
de Gobierno Abierto Municipal es, además, una primera apertura 
de los planes nacionales a la esfera local-municipal, lo que se torna 
muy relevante al considerar que son los municipios la primera cara 
del Estado frente a sus comunidades, siendo responsables de la ges-
tión de servicios sociales y comunitarios de alta sensibilidad social, 
por lo que la promoción de la transparencia y la apertura hacia 
más participación y colaboración ciudadana comienzan a volverse 
imperativos.

El compromiso quedó plasmado de la siguiente forma: 

co-construir un Modelo de Gobierno Abierto a Nivel Sub-
nacional en base a revisión de las mejores prácticas nacionales 
e internacionales en la materia y que sea implementado de 
forma piloto en, a lo menos, 5 municipios de la zona central 
del país (Plan de Acción 2016-2018, p. 10). 

El principal responsable del mismo ante la AGA es el Consejo 
para la Transparencia, sin embargo, las acciones para su desarrollo 
han sido realizadas con la activa participación e involucramiento 
de los municipios de Cerro Navia, Peñalolén, Providencia, Recoleta, 
Santo Domingo, Talagante y Vitacura, así como con la colaboración 
de la Fundación Ciudadano Inteligente y Chile Transparente, desde 
la decisión de abordar el compromiso poniendo en la práctica los 
principios de gobierno abierto, promoviendo la ciudadanía, la inte-
gración y la discusión pública en la detección de problemas y diseño 
de soluciones, además de difundir la información para enriquecer el 
debate, promoviendo una visión compartida de los asuntos públicos.

El Modelo se articula como reflexión y aspiración a mejorar 
las formas en que se vive y se trabaja la política pública a nivel mu-
nicipal, y pretende también convertirse en una guía práctica para 
orientar los pasos sobre cómo ir avanzando hacia dichas mejoras, 
orientadas a una mayor democratización de los municipios y su 



Consejo para la Transparencia

56

administración, así como un mecanismo para potenciar el control 
social y la colaboración en la construcción de territorios locales más 
integradores y amigables para sus comunidades. 

En este documento se presenta el Modelo y se describe el proceso 
colaborativo de diseño y construcción que le dio origen, documen-
tando y visibilizando el trabajo realizado en conjunto, de manera 
de socializarlo e invitar a más gobiernos locales a hacerlo propio.

Metodología de Construcción del Modelo

Para la construcción del Modelo y las dimensiones que se pre-
sentan a continuación, se realizaron las siguientes acciones:

• Revisión de experiencias nacionales e internaciona-
les: realizada a fines de 2016, su objetivo era sintetizar y pre-
sentar una visión panorámica de las principales dimensiones 
y herramientas que se habían abordado a la fecha en materia 
de Gobierno Abierto a nivel local, en el ámbito nacional e 
internacional, y recoger las mejores prácticas de diversas 
experiencias. Se realizó una síntesis conceptual del gobierno 
abierto, y de sus implicancias en el mundo municipal; se 
revisó la experiencia chilena a través del Índice Institucional 
para el Gobierno Abierto Municipal (IIGAM 2016)5, además 
de una revisión de experiencias internacionales de gobierno 
abierto a nivel subnacional, la cual abordó: el Modelo de 
Gobierno Abierto del Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a Información y Protección de Datos Personales de 
México (INAI); las experiencias municipales de Miraflores, 
en Perú, y de Bahía Blanca en Argentina; el Modelo de la 
Junta de Castilla y León en España; el Modelo Irekia del 
País Vasco; el trabajo del Distrito Metropolitano de Quito, 
de la Municipalidad de Córdova y Junín en Argentina, de 
Recife en Brasil, así como los programas New York City 

5  http://ichem.uautonoma.cl/ichem-entrega-resultados-del-primer-indice-institu-
cional-para-el-gobierno-abierto-municipal/ 
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Data y What Works Cities, ambos de los Estados Unidos. 
Esta revisión se puso a disposición de los participantes de 
los grupos de trabajo y expertos, de manera que sirviera de 
base para la definición de las principales dimensiones que 
podría considerar el Modelo.

• Talleres con expertos en gobierno abierto: se reali-
zaron tres talleres, cuyo objetivo era identificar y recoger 
distintas visiones y experiencias en cuanto a la idea y prác-
tica de Gobierno Abierto de los panelistas. Para ello, se 
convocó a diversos expertos del mundo académico, social, 
institucional y municipal. En el primer taller, realizado el 
20 de diciembre de 2016, participaron Cristián Pliscoff6, 
Alejandro Barros7 y Álvaro Ramírez-Alujas8. En el segundo 
taller –realizado el 22 de diciembre de 2016–, participaron 
Juan Felipe López9, Andrés Bustamante10 y Cristián López11. 
Por último, en el tercer taller, realizado el 20 de marzo de 
2017, participaron Manuel Aris12, Francisco Arellano13 y 
José Hernández Bonivento14. En los tres talleres se obtuvo 
información respecto a cómo incorporar los elementos del 
Gobierno Abierto, que consideraban claves, al modelo para 
la obtención de resultados.

• Talleres de discusión y diseño con representantes 
municipales y de sociedad civil para el desarrollo 
del Modelo: se realizaron cinco sesiones de trabajo con 
representantes de los municipios participantes, así como 
con representantes de Chile Transparente y la Fundación 
Ciudadano Inteligente, con el objetivo de revisar los insumos 

6  Académico de la Universidad de Chile y ex director de la Escuela de Gobierno 
y Gestión Pública del Instituto de Asuntos Públicos de esa casa de estudios.

7  Consultor en tecnologías e innovación pública.
8  Académico de la Universidad de Chile e investigador asociado del Grupo de 

Investigación en Gobierno, Administración y Políticas Públicas.
9  Ex director ejecutivo del Laboratorio de Gobierno.
10  ASIMOV Consultores.
11  De la Asociación de Municipalidades de Chile.
12  Ex director de incidencia (s) en Fundación Espacio Público.
13  Asesor jurídico de Fundación Datos Protegidos.
14  Investigador del Instituto Chileno de Estudios Municipales.
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de trabajo recabados a través de la revisión de experiencias 
internacionales y las jornadas con expertos. En estas sesiones 
se definieron y diseñaron el objetivo del Modelo de Gobierno 
Abierto Municipal, sus dimensiones, escalas e indicadores. 

• Retroalimentación del Comité de Expertos para rea-
lizar comentarios al Modelo: una vez desarrollado el 
Modelo en detalle, se presentó a los expertos para que lo 
revisaran y dieran su opinión sobre posibles modificaciones. 
Una vez revisado por ellos, el CPLT expuso las propuestas de 
cambio ante los representantes municipales y se sometieron 
a evaluación los cambios recomendados. 

• Foros con Ciudadanos y con Funcionarios Municipa-
les: con el objetivo de recoger las opiniones, percepciones 
e impresiones acerca de un gobierno abierto municipal, así 
como la experiencia práctica respecto de cómo se podrían 
implementar y amalgamar en las estructuras y prácticas co-
tidianas del municipio, se presentó el Modelo aprobado por 
expertos a funcionarios y sociedad civil de los municipios. 
Para ello se realizaron seis foros con ciudadanos (en Cerro 
Navia, Peñalolén, Providencia, Talagante, Santo Domingo 
y Vitacura, en los cuales participaron en total 133 ciudada-
nos) y cinco con funcionarios municipales (en Cerro Navia, 
Peñalolén, Providencia, Talagante y Vitacura, en los cuales 
participaron en total 116 funcionarios municipales).

Luego de realizadas estas actividades, se trabajó nuevamente el 
Modelo de Gobierno Abierto Municipal y el Consejo realizó nuevas 
propuestas de cambio, las que fueron revisadas y aprobadas tanto 
por los municipios como por las organizaciones de sociedad civil, 
dando forma al Modelo que se presenta en este documento.

A modo de síntesis, se presenta el siguiente esquema del proceso:
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Desarrollo del Modelo de Gobierno Abierto Municipal
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Modelo de Gobierno Abierto Municipal (GAM)

El Modelo se estructura a partir de tres dimensiones: 1) Transpa-
rencia, 2) Participación Ciudadana y Colaboración, y 3) Rendición 
de Cuentas. Cada una de estas se desagrega en una escala de cinco 
niveles. Para avanzar en cada una de las escalas, el Modelo sugiere 
ciertas herramientas que pueden ser utilizadas por las Municipali-
dades, según sus necesidades y características. Adicionalmente, el 
Modelo incorpora la innovación como elemento transversal a las tres 
dimensiones. Tanto las dimensiones como las escalas serán tratadas 
con detalle más adelante.

Reglas básicas 

1. Respecto del Modelo:
a. El cumplimiento de cada una de las dimensiones que estruc-

turan el Modelo se medirá de forma escalable, ajustándose 
a las condiciones y capacidades de los municipios.

b. Cada escala tiene como base parámetros mínimos de cumpli-
miento y cada nivel subsecuente supone mayor complejidad 
en las acciones comprometidas y dificultad en su ejecución. 
Por ello, la satisfacción de las actividades constitutivas de 
una escala es condición de posibilidad del desarrollo de las 
que constituyen el nivel escalar inmediatamente posterior.

c. Por cada dimensión del Modelo los municipios participantes 
deben presentar verificadores capaces de mostrar la ejecución 
de actividades.

d. Deben generarse mecanismos y/o instrumentos que permitan 
identificar los logros alcanzados en cada caso (incluyendo 
indicadores al desarrollo de cada acción, escala y dimensión). 

e. Se requiere a los municipios iniciar la integración sistemá-
tica de los principios del Gobierno Abierto –y sus herra-
mientas– a sus instrumentos de regulación, ordenamiento 
y planificación comunal/municipal. Se realizará un proceso 
de evaluación de los avances del Modelo que incluirá tres 
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instancias: i) un compromiso de implementación por parte 
del municipio; ii) un proceso de diagnóstico municipal y, 
posteriormente, iii) un Cuestionario de Autoevaluación Mu-
nicipal, basado en el Mecanismo de Revisión Independiente 
de la AGA.

2. Respecto de la relación con la ciudadanía y del involucra-
miento funcionario en la instalación del GA a nivel muni-
cipal, es necesario:

a. Reconocer y considerar las demandas ciudadanas, estable-
ciendo acciones de acuerdo con las condiciones propias de 
los municipios.

b. Involucrar a los funcionarios en la instauración y promo-
ción de los valores del Gobierno Abierto; para ello se deben 
generar procesos de capacitación, tanto a directivos como 
a funcionarios, en materias y herramientas propias de Go-
bierno Abierto.

c. Generar canales de comunicación con la ciudadanía, así 
como ir midiendo su satisfacción con respecto al Gobierno 
Abierto municipal. 

d. Utilizar un lenguaje claro, es decir, los procesos y la infor-
mación deben incluir orientaciones con palabras sencillas y 
con un formato amigable.

3. Respecto de la interrelación de los municipios con otros 
organismos:

a. Generar instancias que promuevan la transferencia de prác-
ticas entre municipios, así como de intercambio de aprendi-
zajes (metodologías y herramientas) con otras instituciones 
del nivel central y/o intermedio.

b. Promover instancias de transferencia de prácticas con otros 
municipios u otras instancias locales de otros países.

Criterios transversales

A las reglas recién expuestas, se suman criterios transversales 
que se consideran relevantes para el Modelo, estos son:
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• Diagnóstico Municipal de las acciones que se están llevan-
do a cabo y que podrían ser parte de prácticas de Gobierno 
Abierto, incluyendo un proceso de consulta pública para 
conocer los intereses de la comunidad sobre las posibles 
herramientas a implementar por parte del municipio.

• Estrategia comunicacional durante todo el proceso de 
implementación, tanto a nivel interno como externo.

• Compromiso de implementación, en el que se declaren 
ámbitos de trabajo, y en el que será obligatorio establecer 
acciones en todas las dimensiones del Modelo, sugiriéndose 
que su ejecución esté formalizada mediante resolución mu-
nicipal, por ejemplo, decretos alcaldicios.

• Capacitación Permanente del municipio en temáticas 
de Gobierno Abierto, tales como transparencia y acceso 
a información, probidad, participación ciudadana, moder-
nización de la gestión pública, innovación.

• Proceso de evaluación y seguimiento continuo de 
avances de la implementación del Modelo.

Recomendaciones de buenas prácticas

Se recomiendan y se considerarán buenas prácticas en la imple-
mentación del Modelo, las siguientes acciones:

• Incorporar un Plan de Gestión del Cambio que acompañe 
el proceso de la implementación.

• La creación de un Comité Asesor, o Consultivo, en el que 
participen organizaciones sociales, universidades y sector 
privado, que entregue asesoría, seguimiento y recomenda-
ciones respecto a la implementación. Se recomienda que este 
Comité sea el Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil 
(COSOC) en aquellos municipios donde esté conformado 
al momento de suscribirse al Modelo.
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Dimensiones

Como se adelantó anteriormente, las dimensiones del Modelo 
son tres: i) Transparencia; ii) Participación Ciudadana y Colabo-
ración, y iii) Rendición de Cuentas. Para cada una de ellas, se ha 
establecido una escala con cinco niveles escalables de cumplimiento, 
de manera que las Municipalidades puedan incorporarse al Modelo 
a través de la implementación de acciones en línea con su propio 
desarrollo de actividades. Al adscribirse al Modelo, cada Munici-
palidad debe realizar un diagnóstico orientado a determinar en qué 
nivel se encuentra dentro de cada dimensión. Luego se proponen 
herramientas ad hoc para el cumplimiento de cada nivel (véanse 
tablas siguientes):

1. Transparencia

Dimensión 1 Transparencia15: Se debe generar una apertura de la in-
formación en poder de los organismos públicos, pro-
moviendo que esta sea socialmente útil y adecuada al 
interés ciudadano de la información pública.

Escala 1
Cumplimiento normativo en Transparencia Activa y Derecho 
de Acceso a la Información.

Herramientas

1. Ley de transparencia y acceso a la información

2. Instrucciones generales CPLT

3. Herramienta de Autoevaluación de Transparen-
cia Activa (TA) y Derecho de Acceso a Informa-
ción (DAI)

4. Portales de transparencia

Escala 2

Integración completa de Buenas Prácticas en Transparencia 
Activa y Derecho de Acceso a la Información comprendidas 
en las Instrucciones y Recomendaciones del CPLT. Incluyendo 
la incorporación y promoción de buenas prácticas y mejoras 
en Gestión Documental y/o Digitalización de procesos mu-
nicipales.

15  Entendida como la ponderación entre el derecho de acceso a información y el 
derecho a la protección de datos personales.
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Herramientas

1. Open data (datos abiertos)

2. Sistemas de contratación abierta

3. Lenguaje claro 

4. Buenas prácticas en transparencia 

5. Modelo de Gestión Documental

Escala 3
Diseño de herramientas de información focalizada con temáti-
cas que hayan sido definidas de manera cooperativa y partici-
pativamente con la ciudadanía.

Herramientas

1. Metodologías de Foro con público objetivo 

2. Foros abiertos: Salas de exhibición y diálogo

3. Grupos focales (focus groups) 

4. Encuestas y sondeos

Escala 4

Implementación de herramientas de información focalizada 
que fueron diseñadas por parte de la ciudadanía en la escala 
anterior, por ejemplo, en la priorización de necesidades de te-
mas de información, de forma de disponibilizarla a públicos a 
los que irá dirigida la información. 

Herramientas

1. Open data (datos abiertos)

2. Herramientas de visualización de datos

3. Civic Apps (aplicaciones para móviles ciudadanas)

Escala 5
Promoción y fomento de prácticas de transparencia en pri-
vados, como por ejemplo organizaciones de sociedad civil, 
escuelas.

Herramientas

1. Lenguaje claro

2. Plataformas cívicas

3. Innovación abierta

4. Transparencia Presupuestaria
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2. Participación Ciudadana y Colaboración

Dimensión 2

Participación Ciudadana y Colaboración: Se deben 
generar espacios para una participación que sea con-
tinua, permita seguimiento, deliberación de proyectos, 
programas y políticas a nivel municipal, así como espa-
cios de colaboración y co-creación con la ciudadanía. 
Junto con promover la incorporación continua de los 
actores sociales del territorio a la gestión municipal.

Escala 1

Implementación de los cuatro mecanismos de participación 
ciudadana que exige la Ley 20.500:

- Consulta Ciudadana

- Consejos de la Sociedad Civil

- Cuentas Públicas Participativas

- Audiencias públicas

Herramientas

1. Metodologías de Foro con público objeti-
vo 

2. Foros abiertos: Salas de exhibición y diálogo

3. Comentarios del público – documentos comen-
tables 

4. Grupos focales (focus groups) 

5. Encuestas y sondeos

6. Modelo Cuentas Públicas Participativas 
CPLT 

7. Modelo de Consulta Pública CPLT

Escala 2
Utilización y/o implementación de, a lo menos, dos herramien-
tas de Gobierno Abierto que promuevan la participación ciu-
dadana desde el gobierno municipal o local. 
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Herramientas

1. Crowdsourcing y citizensourcing 

2. Comités ciudadanos y toma de decisiones par-
ticipativas

3. Crowdfunding (Micromecenazgo)

4. E-peticiones, campañas y recolección de fir-
mas 

5. Innovación abierta

6. Presupuestos participativos

Escala 3

Elaboración y co-diseño de al menos dos políticas locales en 
determinado tiempo, por ejemplo, una ordenanza ambiental 
de manera participativa (proceso documentado desde el prin-
cipio hasta el final, con un documento aprobado por el Con-
cejo Comunal al final del período), o una ordenanza de parti-
cipación ciudadana.

Herramientas

1. Comités ciudadanos y toma de decisiones parti-
cipativas 

2. Co-creación y co-producción

3. Comentarios del público – documentos comen-
tables

Escala 4
Toma de decisiones a nivel local en base a las herramientas de 
participación ciudadana implementadas.

Herramientas

1. Portales de transparencia

2. Lenguaje claro

3. Plataformas cívicas

4. E-peticiones, campañas y recolección de firmas

Escala 5
Evaluación de la satisfacción de la comunidad respecto a las 
políticas de participación ciudadana del municipio y rediseño/
retroalimentación de acciones en base a los resultados.

Herramientas

1. Grupos focales (focus groups) 

2. Encuestas y sondeos 

3. Jurados de ciudadanos
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3. Rendición de Cuentas

Dimensión 3 Rendición de Cuentas: Proceso a través del cual las 
autoridades informan, responden y argumentan sus 
decisiones y acciones a la ciudadanía, en cuanto el 
ejercicio de su respectiva función pública.

Escala 1

Se debe realizar un proceso de consulta e información pública 
de al menos una política que se esté ejecutando en el Munici-
pio, se exigirá la realización de esta en base al Modelo de Con-
sulta Pública del Consejo para la Transparencia, que incluye 
plazos y elementos estandarizados para su realización.

Herramientas

1. Lenguaje claro

2. Plataformas cívicas

3. Modelo de Consulta Pública CPLT

Escala 2
Realización de Cuenta Pública participativa en base al modelo 
del CPLT.

Herramientas
1. Modelo Cuentas Públicas Participativas CPLT

Escala 3
Implementación de Transparencia Presupuestaria por parte 
del municipio.

Herramientas

1. Transparencia Presupuestaria

2. Open data (datos abiertos)

3. Portales de transparencia

Escala 4

Implementación de al menos 2 herramientas de rendición de 
cuentas sectoriales (presupuestos, obras, compras, etc.) que 
respondan ante intereses de la ciudadanía y justifiquen el pro-
ceder de la administración o gobierno local a la ciudadanía.

Herramientas 1. Contraloría Ciudadana CPLT

Escala 5

Implementación de herramientas de rendición de cuentas que 
aseguren responsabilidad y sanciones en caso de incumpli-
miento por parte de la administración o gobierno local frente 
a la ciudadanía.

Herramientas
1. Contraloría Ciudadana CPLT

2. Jurados de ciudadanos
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Elemento transversal: Innovación

La innovación se definió como transversal, puesto que debería 
estar implicada en las tres dimensiones y en general en las activida-
des, programas y proyectos del municipio. Se definieron tres ámbitos 
de acción no escalables, sino que complementarios. Su aplicación 
dependerá del objetivo que se proponga cada municipio en las di-
mensiones del Modelo, así como del público o usuarios con los que 
se trabaje. A continuación, se presenta la definición de innovación 
y sus tres ámbitos de acción:

Elemento 
transversal

Innovación: Se debe promover la modernización de 
procesos internos y servicios a la ciudadanía, permi-
tiendo no solo la facilidad en trámites, sino también, 
la posibilidad de que la ciudadanía construya herra-
mientas que resuelvan problemáticas comunitarias, así 
como potenciar espacios colaborativos y co-creación.

Ámbitos de 
Acción

Implementación de acciones destinadas a ampliar los canales de co-
municación para que la ciudadanía pueda acceder a servicios públi-
cos, los que pueden ser presenciales (por ejemplo compromisos de 
atención al público, implementación de procesos para aumentar la 
rapidez y eficiencia en respuestas al público, mejora de señaléticas, 
tótems de información, estándares de calidad de atención) o elec-
trónicos (como portales, sitios, blogs o páginas web, call centers, 
entre otros), considerando la realidad local, niveles de alfabetización 
digital de la ciudadanía y características propias de la población.

Se incorporan medidas o procedimientos que fomentan la in-
corporación de valor a procesos y actividades a través de tra-
bajo colaborativo y de co-construcción entre departamentos 
municipales, funcionarios y sociedad civil, otros municipios o 
gobiernos locales, y/o en conjunto con el sector privado.

Adopción de iniciativas que contribuyan a la desburocratiza-
ción, tales como suprimir barreras institucionales que inhiban la 
acción de la sociedad civil, simplificar trámites administrativos a 
través de guías, instructivos y/o transacciones on-line y prestar 
determinados servicios especializados; también pueden incluir el 
diseño, testeo e implementación conjunta de e-servicios con sus 
usuarios, previendo su diferenciación; la simplificación o supre-
sión de normas que hayan perdido vigencia o resulten contradic-
torias; la incorporación de mejoras en gestión documental. Tam-
bién se consideran relevantes iniciativas y esfuerzos por parte de 
la Municipalidad para orientar a los usuarios en la «selva de la 
burocracia». Implica una política de innovación.
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Seguimiento, monitoreo y evaluación del Modelo

i. Diagnóstico municipal:

El Consejo para la Transparencia elaboró un instrumento de 
diagnóstico para medir el nivel en que se encontraban los Municipios 
respecto de cada una de las dimensiones del Modelo. La información 
recogida sirvió de base para hacer recomendaciones en el diseño de 
los planes municipales y para la priorización de actividades posibles 
de incorporar en sus planes de acción. Los resultados de este diagnós-
tico se revisaron con los respectivos municipios y las organizaciones 
de la sociedad civil que forman parte del compromiso OGP.

ii. compromiso De implementación: plan De acción

Los Municipios que se suscribieron al Modelo presentaron un 
Plan de Acción al Consejo para la Transparencia y a las organiza-
ciones de sociedad civil, en el que establecieron objetivos, plazos, 
responsables, así como la relevancia y ambición (tal como se realiza 
en los formularios para los compromisos nacionales de AGA), com-
prometiendo la implementación de actividades.

iii. puesta en marcha Del moDelo gam: 

El 11 de mayo de 2018, en la semana de Gobierno Abierto, se 
realizó la Jornada de Lanzamiento del Modelo de Gobierno Abierto 
Municipal, en dependencias del Consejo para la Transparencia y con 
la presencia de autoridades locales. 

iv. meDición De avance Del moDelo gam: 

Para el cumplimiento del Compromiso, cada municipio res-
ponderá un Cuestionario de Autoevaluación Municipal, basado en 
el Mecanismo de Revisión Independiente de la AGA (IRM, por sus 
siglas en inglés) en el que se detallará el grado de cumplimiento en la 
implementación, puntualidad y verificadores asociados, así como la 
relevancia de las acciones en relación con cada una de las dimensiones 
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del Modelo. Dentro de los tiempos asociados al Compromiso AGA, 
este instrumento será aplicado en una primera instancia el 30 de 
junio de 2018 y posteriormente el 31 de julio de 2018, a modo de 
actualización previa al cierre de las actividades del compromiso.

No obstando aquello, y considerando que la iniciativa de 
desarrollar un Modelo de Gobierno Abierto surge desde lo local, 
los municipios participantes serán requeridos de la aplicación del 
instrumento de autoevaluación con un corte temporal al 31 de di-
ciembre de 2018 y, posteriormente, según los plazos definidos por 
los municipios en sus propios planes de acción.

Implementación y desafíos del Modelo: próximos pasos

Actualmente los municipios participantes se encuentran en la 
fase inicial de ejecución de sus planes locales de acción, desde una 
apuesta que sobrepasa temporalmente los límites del Modelo como 
un compromiso AGA. Si bien se aprecia variedad a nivel de los 
municipios participantes en cuanto a los planes que definieron –en 
términos de ambición y complejidad–, en todos los casos conversan 
con los resultados obtenidos tras la aplicación de instrumental de 
diagnóstico y las recomendaciones que el Consejo para la Trans-
parencia remitió a cada municipio en cada dimensión del Modelo. 
De esta forma, y solo a modo de ilustración, en la medida que se 
presentaban brechas en las escalas iniciales de la dimensión trans-
parencia, las recomendaciones fueron en la línea de avanzar en la 
adopción de buenas prácticas en transparencia activa y derecho de 
acceso a la información, así como en la formalización de una estra-
tegia de focalización en materia de apertura de datos en formatos 
reutilizables. Por otra parte, en el caso de la dimensión Participación 
y Colaboración, las recomendaciones priorizaron –dentro de otras 
cosas– el desarrollo de presupuestos participativos y la integración de 
herramientas tipo crowdsourcing y/o citizensourcing que favorezcan 
el involucramiento ciudadano en la gestión del municipio, ya sea en el 
marco del diseño, evaluación y/o rediseño de iniciativas municipales, 
o de la ejecución de funciones propias del municipio orientadas a 
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la provisión directa de algún servicio a la comunidad. Por último, 
en cuanto a la dimensión Rendición de Cuentas, el foco sugerido 
estuvo puesto en la realización de cuentas públicas participativas, 
según la propuesta del CPLT, así como integrar procesos de consulta 
pública que favorezcan que el municipio conozca la opinión de la 
comunidad, en relación con materias que sean de interés ciudada-
no a nivel local, como fase previa al diseño y/o implementación de 
programas, proyectos o políticas municipales.

Si bien se espera que los planes locales tengan su propio desa-
rrollo e instancias de revisión y autoevaluación, el propio Modelo 
también debe consolidarse, por ello se han identificado desafíos 
relevantes para intentar resolver en las siguientes etapas del Modelo:  
a) liderazgo de las autoridades: es relevante que efectivamente puedan 
impregnar a la organización municipal respecto de lo que implica la 
gestión de Gobierno Abierto, lo que contribuiría al siguiente desafío; 
b) lograr un cambio en la gestión, es decir lograr una implementa-
ción de acuerdo al paradigma de GA y no solo a cumplimiento de 
indicadores y verificadores tipo check list; c) implementar planes de 
capacitación y difusión permanentes, tanto a la comunidad como 
a funcionarios municipales sobre GA, lo que resulta necesario ante 
el desconocimiento actual, que a su vez dificulta la concreción de 
planes y acciones acordes a las necesidades locales; d) colaboración 
y participación ciudadana en los territorios locales para la imple-
mentación de los compromisos municipales; e) innovación: resulta 
un desafío en general en las organizaciones sociales; aplicarla como 
elemento transversal a las dimensiones del modelo, con indicadores 
y verificadores, es sin duda una ambición y un reto importante en 
la gestión de los municipios; f) articulación de la gestión municipal 
de GA con niveles regional y central; g) medición, reto tanto por 
la heterogeneidad de los municipios, como por la flexibilidad del 
Modelo y el riesgo de estigmatización de quienes no lo cumplan.
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Las comunas son las unidades territoriales más desagregadas 
de la administración pública en Chile. En ese territorio habita una 
«comunidad» de vecinos que expresa una realidad socioeconómica 
«con un cierto grado de coherencia e interconexión interna» (Amorós, 
1999: 183; Ferris, 1993: 5) y que eligen alcaldes y concejales para que 
administren un municipio (Borja, 1997) y gobiernen una comuna.

Los vecinos como ciudadanos probablemente participen más 
en elecciones para resolver lo anterior que para controlar la agen-
da de problemas de la comuna, lo que requeriría otras formas de 
participación política. Estas últimas están a su disposición, pero 
no son utilizadas con la misma frecuencia e intensidad (Torcal, 
Montero y Teorell, 2006) porque las unidades locales no son islas 
homogeneizadas, sino que responden a una realidad diversa y mul-
ticultural (Touraine, 1997), y varían sensiblemente de un país a otro 
(Hoffmann-Martinot, 1999). 

Dentro del abanico de posibilidades de participación a nivel lo-
cal sobresalen los presupuestos participativos, instrumento que será 
analizado en este capítulo dentro de la discusión sobre los gobiernos 
locales y la representación de desiguales, dado que el modelo de 
gobierno local y su diseño institucional definirá las reglas del juego 
de la participación.

*  Este capítulo es producto del proyecto DICYT Nº 031852NY de la Dirección 
de Investigación Científica y Tecnológica de la Vicerrectoría de Investigación, 
Desarrollo e Innovación, Universidad de Santiago de Chile. 
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Pero antes de continuar es importante señalar que participación 
ciudadana y democracia no son términos sinónimos. La primera no 
es suficiente para entender la dinámica de la democracia, pero sin 
participación la democracia no existiría. Por otra parte, no existe 
consenso sobre los efectos positivos-negativos de la participación 
desde el punto de vista de la eficiencia, pero sí parece haberlo desde 
la legitimidad democrática y más específicamente en la legitimidad 
por rendimientos, que pareciera importar más que la legitimidad 
electoral o de origen, ya que la globalización está generando cambios 
donde las administraciones municipales poco pueden influir (Andrew 
y Goldsmith, 1998), generando desapego con lo local y la comunidad 
(Stone, 2002), perjudicando de paso la «capacidad de los gobiernos 
locales para solucionar problemas cada vez más complejos, cargados 
de emotividad e incluso potencialmente divisorios» (Benest, 1999: 
1). Ello porque en la actualidad, fácticamente no se ha logrado ex-
tender la participación a espacios que superen lo local, que a su vez 
no sean fácilmente cooptados por lógicas elitistas, representativas 
y excluyentes (Mora, 2015).

Por lo anterior, existen a lo menos tres argumentos sobre por 
qué los académicos deben estudiar el ámbito local. Primero, porque 
importa por la política y políticas; segundo, porque hay ventajas 
metodológicas que se reflejan en el estudio de caso que guía este 
capítulo; y, por último, porque el análisis de la política a nivel sub-
nacional puede generar diferentes tipos de preguntas que van más 
a fondo que el nivel nacional (Trounstine, 2009). Todo esto en un 
contexto donde la investigación sobre la política local puede y debe 
contribuir a ampliar los debates en ciencia política y permitirnos 
entender cómo y por qué este nivel de política es único, y, en espe-
cial, porque se puede observar que la participación hoy es un «im-
perativo» de las políticas públicas (Sintomer, 2007). Para evitar los 
problemas de precisión en las definiciones, la entenderemos como el 
control ciudadano en la definición de la agenda de problemas locales 
y en la implementación de las decisiones y políticas que se generan 
(Torcal, Montero y Teorell, 2006).
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Con todo lo expuesto, este texto se estructura a partir de una 
discusión sobre la llamada «letra chica del contrato democrático», 
que aborda el problema de distribución asimétrica de recursos, 
tensionando dos legitimidades que están imbricadas: la de origen, 
donde el poder se genera a partir de las elecciones y que no aparecen 
cuestionadas como mecanismo de selección de representantes, y la 
legitimidad por rendimiento, que apunta a las políticas y progra-
mas que se implementan a nivel local y el grado de participación 
que tienen los vecinos en ellos. Esta discusión permite avanzar en 
el siguiente acápite, que aborda conceptualmente la relación entre 
participación y presupuestos participativos, en adelante PP, dada 
la amplia literatura que se ha producido en los últimos años y que 
ilustra sobre las luces y sombras de un proceso que ha sido definido 
como «una alternativa válida para transformar la inversión pública 
en derechos y no en favores» (Souza, 2004: 163). Seguidamente 
abordo el caso de los PP en Brasil, ya que es paradigmático y el más 
analizado a nivel de estudio de caso y comparado, cerrando con un 
check list como guía para evaluar los casos disponibles.

I. Participación y Presupuestos Participativos

La participación política como concepto no es más que «un cajón 
de sastre que acomoda formas muy diferentes de acción» (Hunting-
ton y Nelson, 1976: 14, citado por Torcal, Montero y Teorell, 2006), 
pero también el encuentro de distintos temores, ya sea a la «omni-
potencia de la mayoría» de Tocqueville, o las «minorías siniestras» 
de Benthan, que saben usar el poder de la administración para sus 
propios beneficios y contra el interés general y de los que Mancur 
Olson llamó «los grupos olvidados», a quienes los buscadores de 
rentas terminarán perjudicando (Schwartz, 2018). En este doble es-
cenario de indefiniciones y miedos, se ha reinstalado el debate sobre 
la importancia de la participación –ahora de la mano de la crisis 
de legitimidad del sistema político–, centrando la atención en los 
procesos a través de los cuales la democracia funciona (Sen, 2006), 
pero bajo la siguiente interrogante: ¿La demanda de participación 
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es para trabajar junto con las instituciones, o se busca un proceso 
paralelo a la acción de las instituciones? (Sintomer, 2007). Asimismo, 
se olvidó que las innovaciones prácticas en participación supusieron 
que todas ellas, por definición, eran democráticas, ya que fomen-
tarían la ciudadanía desde la base. La experiencia latinoamericana 
señala que ello no ha sido cierto (Avritzer, 2017), porque no se han 
podido excluir las «redes clientelares», que son parte de la política 
cotidiana en los barrios (Pagani y Arce, 2008). 

Una innovación muy popular en estos días es la denominada 
Presupuestos Participativos (PP) (Orçamento Participativo – OP, 
en portugués). En una definición preliminar, es un instrumento de 
planificación anual que surge en un espacio de cogestión (Martínez 
y Villavicencio, 2005) y que «ponen en juego una metodología par-
ticipativa que permite a los municipios incorporar la participación 
de los habitantes de la comuna mediante un proceso de información, 
deliberación, decisión y control, sobre una parte importante de los 
recursos municipales» (Subsecretaría de Desarrollo Regional - SUB-
DERE 2008: 14). Esta definición asume como propias dos criticas 
sustantivas a los PP, que son la inexistencia de un proceso secuen-
cial donde los vecinos se informan, deliberan, deciden y controlan, 
y que se implementa sobre una «parte importante de los recursos 
municipales», cuando en verdad para algunos no es más que «dividir 
correctamente lo que sobra» (Cavalcanti y Maia, 2000). 

No obstante, su popularidad va en aumento porque se entien-
de que profundiza la participación de los pobres, redistribuye los 
recursos (Su, 2017), y puede generar un cambio social, ya que los 
ciudadanos comunes apoyan los nuevos procesos democráticos si 
las instituciones producen cambios tangibles y positivos en sus vidas 
(Wampler, 2012).

Pero –siempre hay un pero–, la realidad de los PP no ha supe-
rado la arena de política local y cuando se establecen desde el nivel 
nacional 

no han tenido un éxito generalizado que promueva la 
participación ciudadana a nivel local, la transparencia fiscal, 
ni gobiernos municipales eficientes. Este fracaso se debe, en 
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parte, a que los diseñadores de las leyes nacionales tuvieron 
otros objetivos y, también, a los obstáculos locales, incluyendo 
alcaldes reacios, baja capacidad fiscal y administrativa de los 
gobiernos municipales, y sociedades civiles fragmentadas y 
conflictivas (Goldfrank, 2005, p. 1).

Incluso, algunos estudios insinúan que no hay ningún efecto de 
mayor participación en las preferencias de política elegidas por los 
votantes y los nuevos votantes; que no tienen preferencias sectoriales 
drásticamente diferentes (Peixoto, Sjoberg y Mellon, 2017). 

Anticipándome al caso de estudio, y como ejemplo de parte de 
lo señalado anteriormente, en 1989 en Porto Alegre, Brasil, las auto-
ridades comunales del Partido de los Trabajadores (PT) pusieron en 
práctica un plan que buscó integrar a la comunidad en la discusión 
del presupuesto y cómo gastarlo (Pedreros, 2007). Y si bien algunos 
han sostenido que desde los años 70 algunos gobiernos municipales 
controlados por el Partido del Movimiento Democrático Brasileño 
(PMDB) sometían sus presupuestos al debate público, la ciudadanía 
solo tenía voz –y no voto– dentro de estos procesos (Goldfrank, 2005).

Surgió aquí el problema llamado «dilema de gobernabilidad»: Si lo 
implemento en el gobierno local y funciona, cuando asciendo al gobierno 
nacional ¿cambian las relaciones con la sociedad civil? La respuesta es sí. 
El PT, con Lula Da Silva y Dilma Rousseff como presidentes, cedieron 
en el impulso a la agenda participativa que potenciaron a fines de los 80 
(Gómez, 2016) y establecieron una «gobernabilidad social» a través de 
recompensas, como la distribución de empleos en el aparato estatal y la 
asignación de subsidios estatales masivos (Gómez 2015). En este nivel 
y por ausencia de mayoría parlamentaria, el equilibrio de intereses en 
conflicto fue mayor, exigiendo –de paso–, que los antiguos liderazgos 
de las organizaciones sociales a nivel local estuviesen más alineados con 
las políticas nacionales. Por tanto, el cambio en el nivel de gobierno 
terminó moderando el discurso ideológico (Goirand, 2014) y se integró 
dentro del régimen político y económico dominante; los movimientos 
sociales que dependían de los gobiernos del PT lograron alcanzar sus 
reclamaciones, aunque se hayan abandonado los objetivos de transfor-
mación social por programas sociales específicos (Levy, 2012). 



Bernardo Navarrete Yáñez

80

II. El caso de Porto Alegre

En los últimos treinta años Brasil se ha convertido en un «labo-
ratorio de experiencias de participación» (Avritzer y Ramos, 2016: 
1), donde Porto Alegre es al presupuesto participativo, como lo 
local a la democracia. Es el más antiguo y el más conocido (Sinto-
mer, 2005). Ninguna otra ciudad ha sido más identificada con una 
política pública de participación a partir de la década de 1990, a 
tal punto que hoy «su modelo se ha extendido a lo largo de Brasil 
y el mundo, con más de 2.700 gobiernos implementando alguna 
versión de la misma» (Abers, Brandão, King, and Votto, 2018: 1). 
Más específicamente, desde 1989 se ha realizado en más de 45 países 
una auténtica innovación democrática (Cabannes, 2018), todo ello 
bajo el lema «democratizar radicalmente la democracia» (Cabannes 
y Lipietz, 2018). 

En 1996, la Organización de Naciones Unidas (ONU) en la 
Cumbre sobre Asentamientos Humanos en Estambul, la definió 
como una «innovación urbana» ejemplar (De Sousa Santos, 1998). 
Es más, el Banco Mundial y la ONU recomiendan los PP como una 
buena práctica, con potencial para mejorar la salud y el bienestar 
(Campbell, Escobar, Fenton y Craig, 2018).

El «entusiasmo» generado alrededor del presupuesto participati-
vo produjo algunas preguntas relevantes (Souza, 2004, pp. 161-162), 
las que responderé a partir de las reflexiones y cuestionamientos de 
varios autores que han sido observadores de estos procesos:

a) ¿Por qué algunos gobiernos municipales en Brasil optaron por 
implementar políticas que daban poder a los más pobres, en un país 
rotulado como clientelista, elitista y sin tradición de compromiso 
cívico? Aun cuando el PP impulsado por el Partido de los Trabaja-
dores (PT) en Porto Alegre se implementó exitosamente, «una vez 
que llegaron al gobierno nacional, (…) descartaron los mecanismos 
participativos y el objetivo de construir una democracia profunda» 
(Goldfrank, 2007: 53). De hecho, más allá de que no se revigorizó 
la democracia ni dio voz a la mayoría pobre, la crítica apunta que al 
asumir la administración se abandonó una de las características del 
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PT: sus formas creativas para empoderar a los más pobres a través 
de la participación popular (Baiocchi y Checa, 2007).

b) ¿Por qué esos gobiernos locales optaron por la participación 
popular cuando tenían ya una agenda congestionada, con problemas 
de difícil solución? Los funcionarios públicos electos y los admi-
nistradores departamentales incorporaron nuevos mecanismos de 
participación, porque tienen y han tenido el control sobre gran parte 
del proceso participativo y, por lo tanto, influyen en el contenido y 
el resultado (Skoggard, 2018).

c) ¿Por qué en una era en que el individualismo y el consumo 
individual son enaltecidos como símbolos de libertad, algunos 
políticos adoptan y estimulan la cooperación en la búsqueda de 
bienes colectivos destinados a grupos sociales excluidos? Uno de 
los problemas que se detectó en la experiencia de presupuestos 
participativos de Nueva York fue que, en un contexto de austeridad 
fiscal, las instituciones participativas tenían problemas para retener 
participantes voluntarios (Su, 2017).

d) ¿Por qué en una era de desilusión con los sistemas políticos 
y los políticos, las personas han respondido positivamente a las 
propuestas participativas que vienen, precisamente, de los políticos? 
No todos han respondido a los PP ya que como muestra Ganuza y 
Baiocchi (2012), existe desconfianza hacia ellos.

e) Por último, en un tiempo en que la literatura sobre acción 
colectiva enfatiza que los individuos se guían por el auto-interés, 
¿Cuáles son los incentivos a la cooperación que han encontrado los 
distintos actores, tanto colectivos como individuales? A partir de 
la literatura disponible, se muestra que los individuos sí se mueven 
por el auto-interés, y los modelos de acción colectiva son robustos 
para explicar por qué un vecino participa en el PP de su barrio y 
no en el de al lado y por qué el número de participantes es mínimo 
respecto de quienes deberían hacerlo. Por otra parte, un PP es en 
sí mismo un incentivo a la cooperación, ya que implica ponerse de 
acuerdo en qué gastar, proceso que no se sostiene en los individuos 
sino en la burocracia municipal. Dicho de otro modo, el incentivo 
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viene –como muestra buena parte de los casos disponibles– de la 
institucionalidad municipal y el alcalde que gobierne.

En Porto Alegre, el presupuesto participativo fue exitoso como 
un modelo para movilizar a las comunidades –incluidos los pobres–, 
mejorar el acceso a infraestructuras y servicios de pequeña escala, 
y transformar la ciudadanía. (Abers, Brandão, King y Votto, 2018, 
p. 1).

Sin embargo, en una segunda vista, con una tasa de participa-
ción por debajo del 3% de la población y la pérdida de interés de 
los grupos que desean ver cumplidos sus deseos, el éxito de Porto 
Alegre no es particularmente impresionante (Masser y Mory, 2018). 
Es más, el apoyo político para el presupuesto participativo en su 
lugar de nacimiento ha disminuido a través de los años, culminando 
con su suspensión en Porto Alegre en 2017 (Abers, Brandão, King 
y Votto, 2018, p. 1).

III. Y por último, cómo evaluar un Presupuesto  
Participativo. Un ejercicio de check list

Más allá de las críticas, el PP es un mecanismo atractivo: es polí-
ticamente moldeable, se está simplificando hasta entenderse como un 
conjunto de procedimientos para la democratización de la demanda 
y con ello importa más para la presupuestación (Ganuza y Baiocchi, 
2012) que para el fortalecimiento de la democracia.

Y aquí parece centrarse el aporte de los PP, democratizar la 
agenda de políticas públicas locales y poner en cuestión la inversión 
anual que realizan los municipios, lo que no es poco para incentivar 
el compromiso y accountability de los vecinos de una comuna ya que 
en tres pasos simples y siguiendo el cuadro N° 1, pueden evaluar su 
propia experiencia o la de comunas cercanas.
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Cuadro N° 1. Descripción del nivel de compromiso  

y accountability en un presupuesto participativo

1. Antes del Presupuesto Participativo:
1.1. Proponer la puesta en marcha de los Presupuestos Participativos de carácter 

vinculante, autorreglamentado y universal.
1.2. Mostrar previamente el compromiso del municipio a gestionar, financiar y 

ejecutar las obras en el orden priorizado. Así como a realizar una supervisión 
compartida –con el grupo motor ciudadano y su grupo de seguimiento de obras– 
del estado de ejecución de las propuestas, elaborando un calendario para ello.

1.3. Establecer la cuantía y procedencia del presupuesto destinado al Programa 
de Presupuestos Participativos.

1.4. Reconocer al Grupo Promotor como órgano de representación e interlocutor 
vecinal en dicho proceso.

1.5. Informar de posibles contrataciones relativas a Presupuestos Participativos, 
como por ejemplo, la contratación de un agente dinamizador.

2. Durante el Presupuesto Participativo:
2.1. Informar del comienzo de los Presupuestos Participativos con la celebración 

de Asambleas Informativas.
2.2. Informar del comienzo y finalización de las Asambleas Vecinales para el 

debate y elaboración de propuestas.
2.3. Informar cuándo se inicia el periodo de viabilidad técnica de las propuestas.
2.4. Informar de que los Presupuestos Participativos han entrado en la fase de 

votación de propuestas.
2.5. Informar de que ha concluido el proceso de votaciones de Presupuestos 

Participativos.

3. Finalizado el Presupuesto Participativo:
3.1. Agradecer la participación de manera expresa y proponer vincular la per-

manencia y estabilidad del proceso en la futura acción de gobierno, inde-
pendientemente de cambios en la composición de la Corporación Local.

3.2. Presentación y balance del proceso de los Presupuestos Participativos.
3.3. Informar de los resultados y dar cuenta por parte del Grupo Promotor de 

las propuestas priorizadas en las votaciones.
3.4. Publicar en el acta de sesión la lista de propuestas con la siguiente informa-

ción: zona, enunciado de la propuesta, votos recibidos y prioridad atribuida.
3.5. Informar de posibles limitaciones presupuestarias devenidas.
3.6. Informar de que los proyectos de Presupuestos Participativos se están redac-

tando por la oficina técnica respectiva.
3.7. Informar del comienzo de los proyectos y obras, por ejemplo: «Se está 

trabajando en la mejora de la tubería de suministro de agua potable de la 
Plaza de la Constitución».

3.8. Informar del seguimiento de los proyectos y obras, por ejemplo: «Estando 
a punto de concluir la de abastecimiento de agua potable de la Plaza de la 
Constitución».

3.9. Informar de la finalización de los proyectos y obras de Presupuestos Par-
ticipativos.

Fuente: Fernández, J. L. (2015). Instituciones de democracia participativa a nivel 
local: características e impacto de las propuestas participativas sobre políticas 
públicas. Anuario de Derecho Municipal, (9), 143-174. Con algunas adaptaciones.
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El cuadro anterior, tiene tres etapas sencillas. La primera plan-
tea establecer un orden priorizado que responde tres preguntas 
importantes ¿por qué se eligieron ciertas alternativas para su con-
sideración?, ¿por qué no se tuvieron en cuenta las demás?, y ¿qué 
problemas se pasaron por alto? y además permite reconocer al Grupo 
Promotor como órgano de representación e interlocutor vecinal en 
dicho proceso. Esto equivale a identificar qué problemas entrarán 
al PP y quienes serán la contraparte del municipio, resolviendo en la 
práctica la viabilidad política y quién será objeto de apoyo financiero 
externo en un tiempo específico conocido por todos, controlando 
un ambiente que cambia rápidamente generando conflictos en las 
prioridades (Plant, 2009). En este primer proceso, no da lo mismo si 
las decisiones se toman a nivel urbano o rural. En gobiernos urbanos 
las decisiones son tomadas dentro de una relativa estructura buro-
crática formal, en la cual puede haber una insignificante distancia 
entre los tomadores de decisiones y los ciudadanos. Lo mismo no 
puede ser dicho para las municipalidades rurales, donde el proceso 
de toma de decisión está mucho más atado a lazos personales y 
sociales (Jacob, 2008).

La segunda etapa es la implementación o «Durante el Presupues-
to Participativo», donde las palabras necesariamente se convierten 
en hechos (Bardach, 2001) y el encadenamiento es directo entre 
decisión y acción, lo que rara vez se observa en otros procesos ya 
que al contrario, la interconexión se produce de manera multilineal 
y no unilineal (Pressman y Wildavsky, 1998). Esto es consistente con 
lo que informa la literatura disponible, que una mayor participación 
de la ciudadanía, en el proceso de implementación, es positivo en 
términos de efectividad en el resultado de una política local deter-
minada (Scott y Macdonald, 1975; Gargan, 1981).

La tercera etapa y final es el equivalente a una evaluación 
informada y compartida entre el grupo promotor y la burocracia 
municipal. Este solo proceso muestra que la acción de un gobierno 
local consiste en producir bienes públicos locales que benefician sin 
exclusión al conjunto de los ciudadanos, y que para lograrlo más 
allá de que dispongan de presupuesto, esto se hace en periodos de 
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corto plazo (Foucault y Francois, 2005, p.85), una demanda lógica 
dada la sobre demanda que siempre tensiona la legitimidad por 
rendimientos de los municipios.

Conclusiones

La participación y los presupuestos participativos no son 
conceptos equivalentes ni complementarios a nivel local ya que 
varían a esta escala de gobierno y entre barrios. Mientras el pri-
mero expresa los problemas propios de la definición de conceptos 
en ciencias sociales, los segundos se estructuran en la definición de 
gasto municipal. Ambos son deseables y existe extensa literatura 
que muestra la importancia de la participación para la democracia, 
pero un instrumento como los PP no define por si solo la calidad de 
una democracia a nivel local y menos nacional.

La identificación de los PP con la izquierda en América Latina 
tuvo por respuesta la desconfianza desde la derecha, en un viejo 
debate sobre la superioridad moral de la izquierda que lo planteó 
dentro de la búsqueda de una sociedad nueva «construida sobre bases 
más justas» (Sanchez-Cuenca, 2018: 3). Pero, en la práctica, terminó 
siendo usado por alcaldes de derecha e independientes, dejando los 
ideales en su eterna búsqueda de ser alcanzados.

Sin embargo, la relación de esos procedimientos con el liderazgo 
edilicio y la institucionalidad administrativa es, a lo menos, ambigua. 
No parece existir diferencias en la discusión sobre su contribución 
a las políticas públicas locales y barriales, sino a su dependencia 
del municipio en todo el proceso. En este sentido, los presupuestos 
participativos son un medio de legitimidad para las autoridades 
electas, especialmente para los alcaldes y en menor medida para 
los concejales, pero también para la burocracia municipal. Ambos 
niveles –el político y el administrativo– están tendiendo a controlar 
el proceso y lo pueden llevar a lógicas plebiscitarias sobre la legiti-
midad de quienes gobiernan.

Lo anterior nos lleva a un problema relacionado con la depen-
dencia de los vecinos respecto al apoyo que brinda la burocracia 
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municipal al proceso de PP y al presupuesto disponible para llevarlo 
a cabo. Tal como muestra el caso de Porto Alegre en 2018, sin fi-
nanciamiento para el proceso y en ausencia de presupuestos sobre 
los que decidir, se acaba el PP.

Por último, la escala dónde implementar los PP importa y hace 
la diferencia. Administrar una comuna y administrar un Estado na-
cional es radicalmente distinto, y cuando se ha buscado generarlos 
desde arriba hacia abajo, los resultados no han sido alentadores. 
Del mismo modo, los proyectos político-ideológicos que se pueden 
implementar a nivel local no necesariamente lo son a nivel nacional 
y el caso del Partido de los Trabajadores es un buen ejemplo de esa 
distancia.
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¿real promotor de la participación  
ciudadana en el espacio local?

 Mila Ríos Lemus*

De un pueblo a otro hay una prodigiosa diversidad de cos-

tumbres, temperamentos, caracteres. Solo hay una naturaleza 

humana, estoy de acuerdo; pero modificada por religiones, 

gobiernos, leyes, costumbres, prejuicios y climas, se hace tan 

diversa que no podemos buscar entre nosotros lo que sería 

bueno para la generalidad de los hombres, sino lo bueno para 

ellos en un momento y país determinado.

Rousseau: «Discurso Sobre el Origen y Fundamentos de la 

Desigualdad Entre los Hombres»

Los objetivos que pretende abordar este trabajo se resumen, 
básicamente, en tres; el primer objetivo es desarrollar un marco con-
ceptual que nos acerque al concepto de participación ciudadana en 
la gestión pública prevaleciente en nuestro país, desde allí explorar 
las intenciones («buenas») que motivaron la creación de la figura: 
COSOC, Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad Ci-
vil, enfatizando aspectos tales como: atribuciones, marco normativo, 
tránsito histórico para derivar en la actual figura, comparación con 
su símil anterior, entre otras. Un segundo objetivo está dado por una 
suerte de evaluación respecto al desempeño que ha tenido la figura 

*  Administradora Pública, UDEC. Magister en Gerencia y Políticas Públicas UAI, 
estudiante doctorado Ciencia Política, UC. 
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COSOC luego de una relativa corta vida, si se considera una entrada 
en vigor posterior a la promulgación de la ley 20.500 en febrero del 
año 2011. Un tercer y último objetivo se refiere a los desafíos que 
debiesen movilizar, no solo a la institucionalidad COSOC, sino que 
también debiese motivar una nueva lógica de tratamiento hacia la 
sociedad civil y al desarrollo de los territorios.

Origen y propósito

1. Introducción: Antecedentes Generales, Principales  
Propósitos y Marco Normativo

La participación ciudadana, expresada en los respectivos me-
canismos y niveles, depende directamente de la normativa existente 
en cada país. En el caso de Chile, existen acuerdos internacionales 
y cuerpos legislativos que generan márgenes de acción en los cuales 
la participación ciudadana puede desarrollarse.

Existe un hecho declarativo en el cual se fundamenta la concep-
ción de la participación ciudadana en la gestión pública en Chile; 
evaluar la efectividad de esta declaración motivaría un capítulo 
por sí mismo; dejaremos esta idea fija en la dimensión de lo decla-
rativo, así pues, encontramos coherencia en ámbitos, tales como el 
internacional, ya que la normativa de Derechos Humanos reconoce 
como tal, la manifestación y asociación ciudadana, por lo que los 
Estados deben considerar y acoger la creación y extensión de estas 
instancias. Es en ese sentido que el Gobierno de Chile contempla a la 
participación ciudadana en la gestión pública como un lineamiento 
base para el desarrollo de la ciudadanía y la democracia, a través de 
la rendición de cuentas, el control ciudadano y la participación en 
diversos procesos de toma de decisiones en la gestión e implemen-
tación de políticas públicas. 

Dichas apreciaciones se encuentran consagradas en la carta 
Iberoamericana de Participación en la Gestión Pública, aprobada en 
Lisboa el año 2009 y suscrita por nuestro país, en la cual se define 
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a la participación como un proceso de construcción social de las 
políticas públicas, que conforme al interés general de la sociedad 
democrática, canaliza, analiza, da respuesta o amplía los derechos 
económicos, sociales, culturales, políticos y civiles de las personas 
y derechos de las organizaciones grupales en que se integran, así 
como de las comunidades, pueblos indígenas y afrodescendientes 
(CLAD, 2009). 

Podemos decir entonces que, en consideración de lo anterior, 
se hace estrictamente necesario que los poderes públicos velen por 
la existencia de un marco normativo común y mínimo que actúe 
como marco legal para todas las organizaciones y que equilibre en 
primera instancia la libertad asociativa con el acceso y participación 
ciudadana, y, por otro lado, proteja las libertades y derechos fun-
damentales posiblemente afectados en el ejercicio de las actividades 
mencionadas. La importancia de esto radica en la innegable labor 
que realizan las asociaciones en la actividad social y política del país. 
Las organizaciones contribuyen en la construcción y expansión de 
la democracia y la ciudadanía, al aportar en el diseño y ejecución 
de políticas públicas, representar los intereses ciudadanos ante los 
poderes estatales y velar por la protección de la probidad y transpa-
rencia en las decisiones públicas (Historia de la Ley Nº 20.500, 2011).

Así mismo la ley reconoce especialmente, la función fundamental 
que cumplen las organizaciones sin fines de lucro en el desarrollo 
de actividades que buscan alcanzar metas y propósitos colectivos; 
así la citada ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la 
gestión pública pretende abordar aspectos relevantes de lo mencio-
nado y que tiene en su eje fundacional, promover una participación 
ciudadana efectiva, que fortalezca el sistema democrático a través 
de la legitimidad de las acciones públicas (Ley Nº 20.500, 2011)

La ley de participación ciudadana encuentra su fundamento 
jurídico central en la Constitución Política de la República, la cual 
en su artículo 1° plantea el derecho de las personas a participar con 
igualdad de oportunidades en la vida nacional, como también, en el 
artículo 19° inciso 15 respecto al derecho de asociarse sin permiso 
previo y gozar de personalidad jurídica. En el mencionado cuerpo 
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legal se declara específicamente en el artículo N° 69 que «el Estado 
reconoce a las personas el derecho de participar en sus políticas, 
planes, programas y acciones». Para cumplir con tal reconocimiento, 
la ley modifica cinco cuerpos legales distintos. En consideración del 
objeto de estudio, destaca la modificación a la Ley Orgánica Cons-
titucional de Bases de la Administración del Estado, explicitando en 
el título IV el derecho de los ciudadanos a participar en la gestión 
pública, y la modificación de la Ley N° 18.695 Orgánica Consti-
tucional de Municipalidades, reemplazando al Consejo Económico 
Social Comunal (CESCO) –impuesto en dictadura–, por el Consejo 
Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil (COSOC), lo que 
otorgó a las organizaciones representantes, facultades informativas 
y consultivas para incidir en el diseño, ejecución y evaluación de 
políticas públicas comunales. Además, plantea el rediseño de instan-
cias de participación a nivel local, incluyendo, por ejemplo, nuevos 
mecanismos como lo son los presupuestos participativos (Marín & 
Mlynarz, 2012).

En resumen, los aspectos centrales de la Ley 20.500 son:
1.  Genera un nuevo marco jurídico para la Asociatividad. La Ley 

estipula la creación de «organizaciones de interés público», las 
cuales se conforman por personas jurídicas sin fines de lucro 
cuyo fin es la promoción del bien común. Para este cometido 
se crea el registro de organizaciones a cargo del Registro civil 
en estrecha dependencia de las actualizaciones que realicen los 
Municipios y otros órganos de la administración del Estado. 
La Ley crea además el Fondo de Fortalecimiento de las Orga-
nizaciones de Interés Público y un Consejo Nacional del Fondo. 
El Fondo se constituirá por donaciones y aportes realizados a 
título gratuito, recursos que provengan de otros órganos del 
Estado, aportes de cooperación internacional recibidos a cual-
quier título y aportes extraordinarios u ordinarios que la Ley 
de Presupuestos contemple anualmente. Respecto al Consejo, 
este deberá aprobar los requisitos y las bases generales para la 
postulación de programas y proyectos para ser financiados por 
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el fondo en el país y deberá, además, adjudicar programas o 
proyectos de carácter nacional postulados anualmente.

2.  Establece la participación como un derecho ciudadano.
3.  Instaura una nueva institucionalidad denominada «Consejos de 

la Sociedad Civil».
4.  A nivel municipal, instaura de manera obligatoria los «Consejos 

Comunales de Organizaciones de la Sociedad Civil» y estipula 
la creación de una Ordenanza de Participación Ciudadana, la 
cual debe contener la tipología de organizaciones que deberán 
ser informadas y consultadas, así como también las épocas o 
fechas en las cuales se llevará a cabo este proceso. Bajo la Ley 
18.695, la Ordenanza Municipal deberá ser elaborada por el 
alcalde con acuerdo del Concejo Municipal y contener los me-
dios e instrumentos que materializan la participación, como lo 
son por ejemplo, Fondos Concursables, Consultas Ciudadanas, 
Presupuestos Participativos, Consejos Comunales de la Sociedad 
Civil, entre otros.

2.  Breve reseña histórica: Del CODECO a los COSOC,  
un largo camino para el escenario actual 

Los procesos históricos ocurridos en Chile durante los años 70 
y 80, dieron paso al proceso de cambio desde un régimen dictatorial 
a uno democrático; este periodo se denominó «proceso de transi-
ción», concentrado durante los años 90. Es en este periodo donde 
se observan significativos esfuerzos para promover la participación 
social y establecer condiciones mínimas para participar. El énfasis 
estuvo puesto en promover una mayor descentralización, fortalecer 
los gobiernos locales y la participación ciudadana; así lo ratifica 
Montecinos (2006), la participación ciudadana fue el elemento dis-
tintivo en el desarrollo de la gestión pública, pasando a ser además 
componente principal de la descentralización y la modernización del 
Estado; los municipios fueron parte de este proceso (Montecinos, 
2006). Hay que reconocer que entre estos dos grandes propósitos, 
descentralización y participación ciudadana, existe una relación 
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directa y positiva. Sin embargo, la participación ciudadana se pre-
sentó en forma más bien instrumental al primer propósito.

Fue con el gobierno de Patricio Aylwin que se tomaron las pri-
meras medidas de participación en un contexto complejo, esta fue 
devolverle el derecho a voto a la ciudadanía, a través de la elección 
de alcaldes y Concejales en cada comuna a partir del año 1992. Al 
respecto, los Concejos Municipales desplazaron a los CODECOS, 
así lo estipuló la Ley que modifica la Constitución Política de la 
República en materia de Gobiernos Regionales y Administración 
Comunal, la cual también instauró los Consejos Económico y So-
cial Comunal (CESCO), los Plebiscitos Comunales y la autonomía 
financiera de las municipalidades (Ley 19.097, 1991).

Esta autonomía financiera fue apoyada por la Subsecretaría de 
Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE) que a partir del 
año 1994 dio inicio al Programa de Fortalecimiento Institucional 
Municipal (PROFIM) (Montecinos, 2006). El propósito de este 
programa fue fortalecer las capacidades de los municipios en cuatro 
áreas: Finanzas y administración presupuestaria; Generación de pro-
yectos de inversión y ordenamiento territorial; Recursos humanos y 
desarrollo de organizaciones; y Prestación de servicios a la comuni-
dad. Esto permitiría a las municipalidades resolver sus problemas y 
así aumentar su autonomía, alcanzando mayores niveles de eficiencia 
y eficacia en la prestación de servicios municipales (DIPRES, 1999).

Además de avances en materia financiera, se dieron importantes 
avances en otros ámbitos –considerando el bajo nivel de inicio– como 
es la elección directa de alcaldes y concejales, la incorporación del 
CESCO, disposiciones para la creación de ordenanzas municipales, 
y modificaciones a la ley 19.418 sobre juntas de vecinos y demás 
organizaciones. Aún con lo anterior, no fue hasta iniciando los años 
2000, que se retoma los temas de participación ciudadana para su 
profundización (Valdivieso, 2009).

Los esfuerzos se centraron en generar espacios de participación, 
sin embargo, la ciudadanía no se presentó de forma activa para utili-
zar estos mecanismos de la forma esperada. Las críticas apuntaron a 
la incapacidad de los CESCO de lograr sus objetivos, lo que motivó 
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actualizar el marco normativo, ingresando así al Congreso Nacional 
en el año 2004 la propuesta de Ley 20.500 sobre «Asociaciones y 
Participación Ciudadana en la Gestión Pública» (Loyola, 2016).

A fin de observar las principales diferencias entre el antiguo 
CESCO y el actual COSOC, se presenta el siguiente cuadro:

Cantidad de miembros que lo conforman 

Por ley Observaciones

CESCO Cantidad de miembros en rela-
ción con el tamaño de población.

En la práctica este criterio no estaba 
relacionado con la cantidad de organi-
zaciones activas, en tanto a veces pare-
cía un número excesivo u otras veces 
insuficiente.

COSOC Cantidad de miembros en rela-
ción a la cantidad de concejales. 
No será un número menor al 
doble ni superior al triple de los 
concejales en ejercicio.

Al estar en un rango, permite cierta fle-
xibilidad de atender el caso concreto y 
observar la cantidad de organizaciones 
activas.

Cantidad de miembros por estamento

Por ley Observaciones

CESCO Cantidad de miembros por esta-
mento: 40% de juntas de vecinos, 
30% de organizaciones funciona-
les y 30% de organizaciones re-
presentativas.

Porcentajes establecidos que restaron 
flexibilidad a la forma en que se expre-
saba la participación de las organiza-
ciones.

COSOC Cantidad de miembros por esta-
mentos determinado por el regla-
mento de cada consejo

Permite cierta flexibilidad de atender el 
caso concreto y observar la cantidad de 
organizaciones activas.

Presidencia

Por ley Observaciones

CESCO El alcalde es quien preside. El hecho de que sea la autoridad quien 
preside esta instancia que por defini-
ción es una instancia de participación, 
impuso restricciones al despliegue del 
CESCO.

COSOC El alcalde es quien preside. El hecho de que sea la autoridad quien 
preside esta instancia que por defini-
ción es una instancia de participación, 
impone restricciones al despliegue del 
COSOC. (Por tanto, en este momento 
es uno de los puntos centrales para mo-
dificar la ley 20.500)
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Cantidad de Sesiones Anuales

Por ley Observaciones

CESCO Sesionar al menos cada tres meses. Imponía cierta frecuencia que restaba 
flexibilidad. cuatro sesiones al año.

COSOC Cuatro sesiones anuales mínimas. Cuatro sesiones al año que pueden fi-
jarse con flexibilidad, sin embargo, se 
ha puesto poco énfasis a que las cuatro 
sesiones son las «mínimas». (Este pun-
to igual genera flexibilidad porque se 
sabe que hay comunas donde su CO-
SOC sesiona todos los meses)

Quorum para Sesionar

Por ley Observaciones

CESCO Quorum para sesionar la mayo-
ría de los consejeros en ejercicio.

Imponía un alto quorum que no facili-
taba sesionar.

COSOC Quorum para sesionar de 1/3. Se baja el quorum para facilitar sesio-
nar.

Rol que cumple dentro del municipio

Por ley Observaciones

CESCO De asesoría, no contempla fun-
ciones vinculantes.

Una de las principales limitaciones a la 
actuación del organismo.

COSOC De asesoría, no contempla fun-
ciones vinculantes.

Una de las principales limitaciones a la 
actuación del organismo.

Materias en las cuales participa

Por ley Observaciones

CESCO Dar su opinión respecto de: 

• Plan de Desarrollo Comunal 
(PLADECO)

• La política de servicio y progra-
ma anual de acción e inversión

• Cuenta anual del alcalde

• Cuenta anual del Concejo

• Sobre las materias que el alcal-
de y el Concejo sometan a consi-
deración

• Plan regulador comunal (PRC)

• Interponer recursos de reclama-
ción (monitoreo Ley 20.500)

Materias muy delimitadas y con carác-
ter no vinculante.
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COSOC • Pronunciarse sobre: cuenta 
pública del alcalde; cobertura y 
eficiencia de los servicios muni-
cipales; materias que hayan sido 
establecidas por el Concejo. 

• Formular observaciones a los 
informes que el alcalde presen-
tará sobre: presupuesto de inver-
sión, PLADECO, plan regulador. 

• Opinar sobre asignación o de-
nominación de los bienes munici-
pales y nacionales de uso público 
que se encuentren bajo la admi-
nistración de la Municipalidad.

• Consultar al alcalde respecto a las 
materias sobre las cuales debe pro-
nunciarse el Concejo Municipal.

• Solicitar al Concejo Municipal 
sobre las materias de relevancia 
local que deben ser consultadas a 
la comunidad por intermedio del 
Consejo. 

• Informar al Concejo cuando 
deba pronunciarse sobre modifi-
caciones al reglamento.

• Solicitar al alcalde la realiza-
ción de un plebiscito comunal, 
con la ratificación de 2/3 de los 
concejales.

• Interponer recurso de reclamación 
en contra de resoluciones y omisio-
nes legales de la Municipalidad. 

• Elegir entre sus miembros un 
vicepresidente 

• Opinar sobre todas las materias 
que el alcalde y el Concejo Muni-
cipal le sometan a consideración. 

Materias menos delimitadas y con ca-
rácter no vinculante.

Fuente: elaboración propia, con base en la ley y reglamento tipo SUBDERE (2011).



 Mila Ríos Lemus

100

3. Atribuciones de los COSOC Comunales

Con la intención de representar la pluralidad social que existe 
en nuestro país y abrir espacios de carácter consultivo en el ámbito 
local, se establece de manera obligatoria el Consejo Comunal de 
Organizaciones de la Sociedad Civil en todos los municipios del 
país. El COSOC reemplaza al Consejo Económico y Social Comunal 
(CESCO) y su principal objetivo es apoyar la gestión realizada por 
el municipio a través de la participación en el diseño, planificación, 
ejecución y evaluación de políticas públicas municipales. Tanto orga-
nizaciones comunitarias funcionales y territoriales, como organiza-
ciones de interés público, organizaciones sindicales, asociaciones de 
comunidades indígenas, asociaciones gremiales y organizaciones de 
otras actividades catalogadas como «relevantes» para el desarrollo 
de la comuna pueden participar e integrar el COSOC.

Los consejeros permanecen cuatro años en el cargo, y deben reunirse 
al menos cuatro veces al año con la presencia del alcalde, quien ejerce 
el cargo de presidente del consejo. Entre las principales funciones a 
desempeñar destaca: pronunciarse en el mes de marzo sobre la cuenta 
pública que el alcalde emita respecto de su gestión y funcionamiento 
municipal; manifestar su opinión sobre la eficiencia y cobertura de los 
servicios municipales; formular propuestas al presupuesto, plan de 
inversiones, plan comunal de desarrollo y plan regulador; informar al 
alcalde su opinión acerca de las propuestas de modificación a la deno-
minación o asignación de bienes municipales y solicitar previo acuerdo 
con el Concejo Comunal (⅔ de los concejales en ejercicio) la realización 
de un plebiscito comunal. Para el desarrollo de lo mencionado, los 
consejeros deben informar previamente lo acontecido a sus respectivas 
organizaciones y recibir opiniones y consultas sobre los temas tratados.

Los consejeros son elegidos a través de elecciones periódicas realiza-
das cada cuatro años. Al respecto la municipalidad publicará un listado 
con las organizaciones que posean personalidad jurídica y que estén en 
condiciones de participar (padrón). Para postular al cargo de consejero, 
el candidato debe ser chileno o extranjero avecindado en el país, tener 18 
años de edad (con excepción de los representantes señalados en la Ley 
19.418 sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias), 
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tener como mínimo un año de afiliación en la organización a la que 
representa y no haber sido condenado a pena aflictiva. No podrán 
participar de la elección los ministros de estado, subsecretarios, miem-
bros del consejo del banco central, gobernadores, secretarios regionales 
ministeriales, consejeros regionales, contralor general de la república, 
alcaldes, concejales, miembros y funcionarios del poder judicial, de 
tribunales electorales regionales, del tribunal calificador de elecciones 
y de las Fuerzas Armadas, Investigaciones y Carabineros. Pueden votar 
los representantes legales de cada organización que estén inscritos en 
el padrón o cualquier otro individuo habilitado por la organización. 
Serán elegidas las primeras mayorías hasta completar el número de 
consejeros estipulados en cada categoría, en consideración de que la 
composición del consejo no puede ser inferior al doble ni superior al 
triple de los concejales en ejercicio.

Entre las causales de cesación del cargo se encuentra: renuncia 
aceptada por la mayoría de los consejeros, inhabilidad sobrevinien-
te, extinción de personalidad jurídica de la organización a la que 
representa, inasistencia injustificada a más del 30% de las sesiones 
e incurrir en alguna de las incompatibilidades que consagra la Ley 
18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.

4. Diferencias entre el Consejo de la Sociedad Civil Comunal 
y COSOC de Servicios Centralizados

Dado el desarrollo precedente de la figura COSOC Comunal, a 
continuación, nos centraremos en los Consejos de la Sociedad Civil 
de Servicios Centralizados de Cobertura Nacional. Al respecto, la 
ley señala que son un mecanismo de participación ciudadana en 
que se vincula a los órganos de la administración del Estado, con 
representantes de la sociedad civil organizada.

Entre sus objetivos se encuentra acompañar a la máxima auto-
ridad de cada ministerio o servicio público en los procesos de toma 
de decisiones en políticas públicas. El artículo 74 de la Ley N°20.500 
Sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública 
establece: 
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Los órganos de la Administración del Estado deberán es-
tablecer consejos de la sociedad civil, de carácter consultivo, 
que estarán conformados de manera diversa, representativa 
y pluralista por integrantes de asociaciones sin fines de lucro 
que tengan relación con la competencia del órgano respectivo. 

Si bien en esencia, ambas figuras cumplen el mismo propósito 
y en ambos casos sus resoluciones no son vinculantes, no hay que 
desconocer principalmente dos aspectos:

• Vinculación con las bases sociales: aun cuando ambos se 
vinculan con las bases sociales, el COSOC comunal se 
vincula con bases sociales mayormente territoriales, mien-
tras que el Consejo de la Sociedad Civil de un ministerio o 
servicio público no lo hará necesariamente bajo ese criterio 
y se vinculará más bien por área temática relacionada a la 
misión institucional.

• Atribuciones/funciones: la ley 20.500 es mucho más específi-
ca y taxativa en el caso de los COSOC comunales, mientras 
que en el caso de los Consejo de la Sociedad Civil de un 
ministerio o servicio público es más genérico y los porme-
nores de su funcionamiento son materia de reglamentación 
interna de cada entidad.

Aproximación a una evaluación de la figura de 
los consejos comunales de organizaciones de la 
sociedad civil COSOC

Es necesario considerar que en ningún caso estamos presentando 
una evaluación que se ajuste a una metodología de evaluación, sino 
que más bien nos aproximamos a emitir ciertas conjeturas respecto 
al desempeño de la figura COSOC durante el periodo de vigencia 
de la ley 20.500, con datos muy básicos.
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Conformación a nivel nacional: porcentaje de conformación y funcio-

namiento a nivel nacional

Fuente: SUBDERE año 2015

Fuente: SUBDERE año 2018.
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Lo anterior, a pesar de ser un dato muy básico, es significativo 
en cuanto deja al descubierto ciertas cosas:

1. El número de COSOC, en términos generales decreció con 
el tiempo. Desde el año 2015 al año 2018.

2. El número de COSOC conformados, no necesariamente 
importa un COSOC vigente y funcionando.

3. La caída es significativa, de 72% a 54%. 

¿Cómo se explica que las municipalidades no estén dando cum-
plimiento a lo mandatado por ley? 

Aventuramos algunas explicaciones:
La Ley 20.500 carece de mecanismos de fiscalización y sanción 

que aseguren cumplimiento dejando este a criterio y voluntad del 
directivo, en este caso del alcalde. 

Los incentivos para quienes participan como consejeros no están 
diseñados con un criterio de sostenibilidad. 

La promulgación de una ley, cualquiera sea esta, genera un pri-
mer impulso para el cumplimiento. Si los incentivos no están bien 
diseñados, el cumplimiento decae.

El COSOC en algunos casos recoge y se ajusta al tipo de parti-
cipación que se realiza en los territorios locales; estos casos se han 
mantenido, pero en otros, esta figura no se ajusta al tipo de partici-
pación que exhiben los territorios. La participación pasa por otras 
instancias, no se logra canalizar ni promover una participación que 
converse con este tipo de institucionalidad, en definitiva, no logra 
hacer sentido con aquello que ocurre en la comuna.

El Consejo Nacional de Participación Ciudadana y Fortaleci-
miento de la Sociedad Civil, conformado el 14 de enero de 2016, 
entregó un informe de evaluación de la ley 20.500, con la idea de 
poder discutir modificaciones a este cuerpo legal, habiendo recogi-
do este informe antecedentes de fuentes primarias, como dirigentes 
de organizaciones sociales, funcionarios municipales y expertos en 
estas materias. Respecto al COSOC comunal, el Informe señala las 
siguientes: 
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Participación ciudadana en las municipalidades
 El Consejo de la Sociedad Civil (COSOC comunal) es 

un órgano de participación de la sociedad civil en la gestión 
municipal y forma parte de su estructura interna. 

 El COSOC comunal tendrá funciones de control social, 
participación en todo el proceso de construcción de la polí-
tica pública municipal e incorporación de observaciones al 
PLADECO, Plan Regulador, PADEM, Plan de Salud y Presu-
puesto, propondrá mecanismos y modalidades de consulta y 
participación, entre otras. 

El Concejo Municipal deberá, cuando corresponda, con-
siderar los informes del COSOC y justificar sus decisiones 
en los casos que no sigan sus recomendaciones. El COSOC 
rendirá cuenta pública anual ante la ciudadanía.

El presidente del COSOC será elegido entre sus propios 
consejeros y tendrá derecho a participar en el Concejo Mu-
nicipal con derecho a voz. 

El alcalde formará parte del COSOC, con derecho a voz. 
Deberán asistir a sus sesiones ordinarias y extraordinarias el 
administrador municipal, el contralor municipal, el SECPLA 
y el asesor jurídico, en calidad de asesores. 

Las municipalidades deberán considerar en su presupuesto 
los ítems necesarios para el financiamiento de los mecanismos 
de participación, incluido el COSOC, la asistencia técnica 
necesaria para ejercer adecuadamente sus funciones y la ren-
dición de cuentas de los consejeros hacia sus organizaciones 
de base. Entre los ítems necesarios deberán considerarse los 
gastos necesarios en que incurran los consejeros para cumplir 
con su función.

 El incumplimiento de las obligaciones señaladas en título 
IV de la Ley de Municipalidades, será sancionado como grave 
falta administrativa. 

Será requisito para postular a ser elegido como integrante 
del COSOC ser miembro de una organización cuya directiva 
haya sido calificada por el Tribunal Electoral Regional, esté 
inscrita en el registro nacional de personas jurídicas sin fines 
de lucro y hacer entrega de la última memoria y balance de 
la organización.

Cabe indicar que la División de Organizaciones Sociales DOS, 
de la Secretaría General de Gobierno SEGEGOB, también elaboró 
un Informe orientado a presentar propuestas de modificación a la 
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Ley 20.500, para lo cual levantaron información de fuentes direc-
tas en todas las regiones del país, a través de dirigentes sociales de 
organizaciones territoriales y funcionales, funcionarios públicos, 
académicos, expertos en el tema de participación ciudadana y ade-
más incorporaron la opinión de residentes chilenos en el extranjero. 

Aspectos a considerar para el futuro de los consejos 
comunales de organizaciones de la sociedad civil 
COSOC, en Chile

Principales debilidades de la figura de los COSOC

De acuerdo con lo planteado precedentemente, en función de 
los informes señalados, cabe indicar que se ha generado información 
suficiente para dar cuenta de las debilidades que la Ley 20.500 ha 
presentado al momento de ponerse en marcha, a partir del año 2011. 
Existen observaciones e indicaciones de reforma a la ley, a partir 
de lo planteado por diversos actores sociales de todo el país, para 
mejorar el acercamiento entre sociedad civil y la gestión pública de 
los distintos servicios que componen el aparato público.

Específicamente en la gestión de los municipios del país afectos 
a la implementación de la Ley 20.500, existen claras deficiencias 
respecto del funcionamiento de los Consejos Comunales de Or-
ganizaciones de la Sociedad Civil, toda vez que este organismo, 
en la pretensión de involucrar la opinión ciudadana en la toma de 
decisiones de la gestión municipal, es de carácter consultivo y no 
vinculante, lo cual implica que solo tiene la opción de opinar sin 
derecho a exigir a la autoridad que sus sugerencias, observaciones 
o propuestas tengan carácter de obligatoriedad, pues de acuerdo a 
la ley es solo un órgano de consulta.

 Por otra parte, existe consenso en la mirada de dirigentes y 
funcionarios municipales, en el sentido de que este órgano de repre-
sentación de organizaciones sociales y de interés público, sea presi-
dido por la primera autoridad local (alcalde), lo cual deviene en un 
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contrasentido con el espíritu de la ley, que pretende fortalecer a las 
organizaciones de la sociedad civil, por tanto debiera ser presidido 
por miembros de las propias organizaciones que lo componen. En 
la actualidad solo se puede elegir un vicepresidente en ausencia del 
alcalde.

Finalmente, otro de los temas sensibles y que ha sido objeto de 
discusión en todas las instancias de levantamiento de información 
respecto al funcionamiento de la Ley, se refiere a la certificación de 
las elecciones de organizaciones funcionales y territoriales, por parte 
de los Tribunales Electorales Regionales TER, lo que genera una di-
ficultad evidente para los dirigentes de organizaciones sociales, sobre 
todo en comunas alejadas de las capitales regionales, para quienes 
este requisito constituye una limitante a la participación fluida que 
se espera; más bien, lejos de acercarlos a la gestión del municipio 
respectivo, es un agente desmotivador que no alienta a las organiza-
ciones y a quienes las representan a hacerse parte de estos procesos. 

Principales fortalezas

Dentro de las fortalezas posibles de observar, sin duda que se 
encuentra la posibilidad de que estos órganos de representación or-
ganizacional, a diferencia de los anteriores CESCOS, hayan podido 
ampliar su ámbito de representación a otro tipo de organizaciones 
aparte de las convencionales, funcionales y territoriales amparadas 
en la Ley 19.418 de juntas de vecinos, pues también se amplía y 
considera la inclusión de sindicatos, asociaciones gremiales, comu-
nidades indígenas y otras que según la ley sean consideradas como 
de interés público o de actividades relevantes para el desarrollo de 
cada comuna. 

Por otra parte y pese a ser un órgano de carácter consultivo, de 
todas formas, se han ampliado sus atribuciones, acercando la posi-
bilidad de las organizaciones de influir en aspectos relevantes de la 
acción del municipio, a través de la implementación de sus servicios, 
planes, programas y proyectos de desarrollo comunal, frente a los 
cuales se encuentran convocados a dar opinión sugerir y proponer, 
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además de pedir información de la gestión de las autoridades locales, 
y participar activamente de la cuenta pública anual. 

Cabe mencionar en este punto, que en la actualidad existe un 
convenio de colaboración entre la SUBDERE y el Consejo para la 
Transparencia, orientado a promover y difundir el desarrollo de 
Cuentas Públicas Participativas a nivel local, proceso en el cual los 
COSOC cumplirán un rol fundamental para el mejor desarrollo de 
esta iniciativa.

Recomendaciones

Una de las cuestiones fundamentales, observables al momento 
de analizar el desarrollo de la gestión local participativa en diversos 
municipios del país, dice relación con la figura de la primera auto-
ridad local, como un actor clave para el impulso y desarrollo de 
una gestión «implicativa» que considere a los ciudadanos, no solo 
desde la mirada de la democracia representativa para la elección de 
representantes y autoridades, sino también más allá: considerar la 
opinión e influencia de los ciudadanos, a través de diversos mecanis-
mos de democracia directa, lo cual permite una mayor legitimidad 
democrática para el desarrollo de su acción política.

De hecho, el aspecto a considerar se refiere precisamente a 
reforzar el compromiso de las autoridades locales con este tipo de 
gestión de cara a los ciudadanos, pues se ha demostrado que es un 
elemento sine qua non para la implementación de mecanismos de 
participación ciudadana en el espacio local, la «voluntad política» 
de alcaldes y concejales electos, para que estos procesos sean posibles 
y además se sostengan en el tiempo, como una manera innovadora 
de involucrar a los vecinos en la acción pública de los municipios.

Otro tema pertinente a considerar se refiere a los espacios de 
formación ciudadana y cívica para los dirigentes de organizaciones 
sociales. Este esfuerzo debe ser permanente y sistemático, para lo cual 
toda la institucionalidad pública pertinente debiera trabajar coordi-
nadamente para sostener estos procesos, necesarios y requeridos por 
la diversidad de representantes de organizaciones, que no siempre 
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cuentan con las voluntades, los recursos y las instancias adecuadas 
para mantenerse informados y actualizados en su rol dirigencial. 
Desde esta perspectiva, el trabajo coordinado de instituciones afines 
al tema, con los municipios, debiera abrir nuevos canales de comu-
nicación con las «bases sociales» y su dirigencia, toda vez que, en 
el actual escenario jurídico vigente, estos roles fundamentales para 
el fortalecimiento de un sólido «entramado social», no poseen los 
debidos y adecuados alicientes o reconocimientos que motiven su 
acción.

Finalmente, será un rol de los municipios, de sus autoridades y 
funcionarios respectivos, el utilizar de la mejor manera posible este 
espacio de participación que la ley permite, reconociendo que, en 
muchos municipios del país, este órgano ha propiciado efectivamente 
un diálogo virtuoso entre la autoridad y los ciudadanos, para un 
desarrollo comunitario más armónico y pertinente a las necesidades 
y requerimientos de la ciudadanía. 

Conclusiones

Con todo y tal como se señaló en un inicio, durante las últimas 
décadas, en Chile, la promoción de la participación ciudadana ha 
estado vinculada con los objetivos de promoción de la descentrali-
zación; en tanto ambos objetivos no son un fin en sí mismo, ambos 
instrumentalmente persiguen bienes públicos tales como: un desa-
rrollo territorial más armónico, una sociedad más participativa que 
facilite la cohesión social, procesos de desarrollo más sustentables, 
contribuir al fortalecimiento de la democracia, entre muchos otros; 
por tanto, dadas las características de los objetivos finales que persi-
guen, resultan ser procesos y herramientas de desarrollo que además 
de ser compatibles, son absolutamente complementarios.

La historia reciente parece mostrarnos una creciente preocu-
pación e incorporación de la participación ciudadana en la gestión 
pública. Aun cuando existen legítimas dudas por las motivaciones 
reales de esta incorporación, es necesario reconocer avances en este 
sentido. Los avances son aún limitados y en lo que refiere al tema 
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en cuestión, podemos señalar y fundamentar las siguientes consi-
deraciones:

El CESCO y el COSOC si bien no son el mismo instrumento 
de involucramiento ciudadano, las modificaciones y mejoras en la 
versión actual (COSOC) no dejan de ser eso, una versión mejorada 
de los anteriores CESCOS y mantiene las mismas deficiencias del 
origen: no es una entidad movilizadora de la participación local, no 
tiene una incidencia real en la gestión local y los énfasis están pues-
tos más en la forma que en el fondo, es decir, podemos decir que a 
nivel nacional hay un porcentaje de COSOC constituidos, pero no 
sabremos si aquellos COSOC están efectivamente generando parti-
cipación ciudadana en la gestión local o instalando temas propios 
de las organizaciones sociales en la agenda municipal. 

Tal como se mencionó precedentemente, existen antecedentes 
críticos fundados, tanto del diseño como de la implementación de 
la Ley 20.500, esto desarrollado por instancias como el Consejo 
Nacional de Participación Ciudadana y la División de Organi-
zaciones Sociales del Ministerio Secretaria General de Gobierno, 
principalmente. Aun cuando todo lo expuesto por estas instancias 
resulta atendible y razonable, cabe cuestionar si a la luz de los an-
tecedentes conocidos es necesario persistir en este tipo de figura de 
representación ciudadana, que no ha ofrecido resultados similares 
en las comunas donde se ha implementado. 

Esa última idea, se refuerza al observar la gestión de diversos 
municipios del país, ya que los resultados obtenidos en la imple-
mentación y funcionamiento de los COSOC comunales, muestran 
una estrecha relación con la capacidad de gestión y la voluntad 
política de sus autoridades locales (alcaldes, concejales) y la capaci-
dad técnica de sus equipos profesionales, pues existen experiencias 
demostrables de municipios donde los COSOC constituyen una 
instancia oportuna de vinculación de las organizaciones sociales y la 
sociedad civil, con la gestión de sus municipios, generando vínculos 
virtuosos de cooperación y comunicación (Victoria, San Antonio, 
Peñalolén, La Serena). 
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De tal forma, las entidades que han presentado sus propuestas 
de modificación de la ley 20.500, en lo referido a la gestión local, 
y del COSOC específicamente, se remiten a proponer mejoras que 
potencien los atributos que se encuentran en la base de su diseño 
original, no poniendo en tela de juicio la relevancia de mantener este 
tipo de institucionalidad.

Los antecedentes expuestos respecto a la evaluación de la puesta 
en marcha de la conformación COSOC nos muestra una figura que 
no ha sido eficaz en la consecución de su objetivo fundamental, cual 
es generar un acercamiento de colaboración y cooperación entre los 
requerimientos ciudadanos y la gestión de los municipios. Es más, 
se trata de una figura que se ha replegado con el tiempo. 

Reconociendo que existen casos en los cuales los COSOC han 
cumplido el mandato para el cual fueron creados, también se hace 
necesario reconocer que la figura es ineficaz en muchos casos, la 
mayoría, y que dado lo simple y contundente de la evidencia, es 
necesario abrir la posibilidad a otro tipo de fórmulas que canalicen 
la participación de la sociedad organizada en la gestión local.

¿Qué se puede hacer en aquellos casos en que la figura COSOC 
ha dado resultados positivos?, pues bien, en aquellos casos, se su-
geriría adoptar las propuestas de mejoras de la figura COSOC, que 
van de la mano de las sugerencias tanto del Consejo Nacional de 
Participación Ciudadana como de la DOS. 

¿Qué se puede hacer en aquellos casos en que la figura COSOC 
no ha dado resultados positivos?, pues bien, se sugiere eliminar 
la pretensión de aplicar reglas generales a la totalidad territorial, 
de este modo, se propondría otorgar autonomía a los territorios, 
a objeto de que sean los propios municipios, en conjunto con sus 
organizaciones sociales y tejido asociativo, quienes puedan diseñar 
y declarar el tipo de institucionalidad participativa que quieren 
poner en marcha, formalizar esa declaración y otorgar flexibilidad 
en cuanto a composición, atribuciones y otras para la implementa-
ción. De este modo se estaría atendiendo la diversidad territorial y 
cultural de cada territorio comunal, reconociendo la capacidad de 
las entidades locales para asumir los desafíos que la participación 
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ciudadana demanda de las estructuras institucionales, tanto nacio-
nales, como, sobre todo, subnacionales.
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Cartas de servicio. Una herramienta de 
participacion ciudadana para la mejora 
de los servicios municipales en Chile. 

Experiencia de la Subdere*

Marcelo Rojas Belmar** 
Subsecretaría de Desarrollo Regional

I.- Gestión local participativa: el municipio  
al servicio de los ciudadanos

La Gestión Local Participativa es el eje articulador de este 
artículo, y se enmarca en el contexto de impulsar y estimular la 
implementación de diversos mecanismos de participación ciudada-
na en la gestión de los municipios de Chile, a objeto de involucrar 
progresivamente a los ciudadanos, en los procesos de implemen-
tación de políticas públicas en el espacio local. Lo anterior, en el 
entendido de que los largos procesos de modernización del Estado 
en nuestro país arrastran aún variadas tareas pendientes con el rol 
de la ciudadanía en la gestión de los asuntos públicos. Lo anterior, 
demanda una renovada concepción de la participación ciudadana en 
la gestión pública en general, de la gestión municipal en particular, 
permitiendo nuevas formulaciones conceptuales y modos de opera-
ción en la práctica, que generarían círculos virtuosos entre la acción 

*  Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior 
y Seguridad Pública.

**  Licenciado en Trabajo Social de la U. de la Frontera, Magister en Investigación 
Gestión y Desarrollo Local de la U. Complutense de Madrid. Asesor del De-
partamento de Desarrollo Municipal de la SUBDERE. 
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del Estado y los requerimientos cada vez más exigentes, informados 
y expectantes por parte de los ciudadanos. 

Durante los últimos años es posible observar en esta línea, di-
versos mecanismos y herramientas que han permitido una mayor 
apertura de la acción de la política pública, de cara a los ciudada-
nos, por ejemplo en las formas de ejercicio de una modalidad en la 
asignación participativa de recursos de inversión, a través de una 
herramienta como los Presupuestos Participativos, que permite a 
los ciudadanos involucrarse en el proceso de toma de decisiones 
respecto a una pequeña parte del presupuesto municipal para la 
elección de proyectos de desarrollo comunitario; el desarrollo de 
cuentas públicas participativas en la gestión de distintos servicios y 
reparticiones públicas centralizadas o regionales como los GORE, 
de los cuales existen interesantes experiencias que revisar; en la 
instalación de nuevos organismos de Estado mediante procesos de 
diálogos ciudadanos que buscan no solo dar a conocer el sentido y 
trascendencia de una política pública, sino que además recogiendo 
la incidencia ciudadana en dichos procesos, como ha venido siendo 
la creación de nuevas comunas y de nuevas regiones que ponen de 
relieve el rol de la ciudadanía en los procesos de descentralización; 
la puesta en marcha de la ley de acceso a la información pública o 
la aplicación de instrumentos de participación ciudadana a escala 
local, como las Consultas Ciudadanas o las Cartas de Servicio o 
Cartas Ciudadanas. 

Es en ese marco, donde la Subsecretaría de Desarrollo Regional 
y Administrativo busca aportar a la gestión municipal con instru-
mentos de participación que permitan una acción proactiva de los 
ciudadanos hacia los municipios, tal como se ha podido observar 
en estas prácticas de implementación de Cartas de Servicios Muni-
cipales.



Cartas de servicio. Una herramienta de participación ciudadana...

115

II.- Cartas de servicios municipales  
en la gestion de la Subdere 

En los últimos años desde la SUBDERE se ha venido desplegando 
una importante cantidad de iniciativas orientadas a fortalecer los 
procesos de descentralización del país, en todas las áreas que estas 
materias implican. Ello ha permitido generar importantes avances, 
para poner a los ciudadanos de cada territorio subnacional, en el 
centro de la atención y del quehacer de las políticas públicas. 

Es por ello que la iniciativa de generar e implementar la he-
rramienta participativa de las Cartas de Servicios Municipales, se 
enmarca directamente en esta dirección, contribuyendo a fortalecer 
el proceso de descentralización y modernización del Estado, orien-
tado a promover y proporcionar instrumentos de gestión pública 
que permitan un mayor acercamiento y vinculación ciudadana con 
la gestión pública en general y la gestión municipal en particular, en 
correspondencia con las necesidades e intereses ciudadanos de cada 
espacio local, y los actuales lineamientos del Programa de Gobierno 
del presidente Sebastián Piñera, bajo cuya primera administración 
se promulgó la Ley 20.500 Sobre Asociaciones y Participación Ciu-
dadana en la Gestión Pública.

En este contexto, el mecanismo participativo de las Cartas de 
Servicios Municipales, permite al gobierno local generar una instan-
cia de mejora continua respecto de los programas y servicios que 
este ofrece a la ciudadanía, comprometiendo públicamente la mejora 
en procesos de trámites, información y estándares de calidad en la 
provisión de servicios municipales, haciendo de la gestión local un 
proceso de mejoramiento continuo, en el contexto de los procesos 
de gestión de calidad de los servicios municipales, incorporando la 
variable de participación ciudadana.

Por otra parte, las Cartas de Servicios Municipales, introducen 
un elemento de control social en el ámbito de la gestión municipal, 
en la medida que a partir de este instrumento, los ciudadanos asumen 
un rol más protagónico en ámbitos que atañen por una parte a la 
gestión pública local, y por otra, a la mejora de la calidad de vida 
de los propios vecinos que habitan el territorio comunal. 
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De tal forma, el presente artículo pretende dar a conocer los 
principales contenidos técnicos y metodológicos del mecanismo 
participativo de las Cartas de Servicios, con la idea de poder replicar 
buenas prácticas de esta herramienta de gestión local participativa, 
rescatando experiencias concretas de implementación de este me-
canismo, en diversas comunas del país. 

III.- Cartas de servicio y gestión de calidad de los 
servicios municipales: experiencia de la Subdere

Las Cartas de Servicios son instrumentos de mejora de la calidad 
de los servicios públicos mediante las cuales, los distintos órganos 
de la Administración Pública, ya sea en el nivel central o específica-
mente en el espacio de la gestión municipal, explicitan y difunden 
los servicios que se prestan, los derechos y deberes de los ciudadanos 
y usuarios en relación con los mismos, los compromisos de calidad 
asumidos por la institucionalidad pública en su prestación, hacién-
dose partícipes a los ciudadanos de cada espacio territorial, de los 
procesos de mejora y transparencia en la gestión de los municipios. 

En este contexto, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y 
Administrativo SUBDERE, en el marco de las políticas de descen-
tralización llevadas a cabo en nuestro país, aspira aportar al desa-
rrollo de un municipio al servicio de los ciudadanos, para que actúe 
como el principal motor del desarrollo económico, social y cultural 
de los habitantes de cada comuna del país. Lo anterior, puesto que 
para nosotros, el municipio es la puerta de entrada del ciudadano 
al aparato público, para el ejercicio de sus derechos, y uno de los 
principales gestores del desarrollo comunal.

En su afán por establecer estándares de calidad en la provisión 
de servicios municipales, esta Subsecretaría a través de su Depar-
tamento de Desarrollo Municipal, ha generado diversas estrategias 
orientadas a procurar mejoras en la entrega de servicios y progra-
mas municipales, de cara a las necesidades de la comunidad. En el 
entendido que el ciudadano, hoy, busca encontrar en el municipio 
una primera instancia para la satisfacción de sus demandas y para 



Cartas de servicio. Una herramienta de participación ciudadana...

117

la obtención de determinados bienes y servicios públicos de calidad 
de parte del mismo. 

De tal forma, a los municipios les corresponde un papel esencial 
en este desafío, por cuanto son las instituciones con mayor cercanía 
a los ciudadanos, como se mencionó anteriormente. El objetivo 
estratégico es que los municipios se constituyan en verdaderos Go-
biernos Locales, ampliando las actuales funciones que desarrollan y 
entregándoles un mayor grado de autonomía en la gestión. 

Es en este escenario, donde cabe la mención al impulso que se 
otorgó en su momento a la implementación de una primera gene-
ración de servicios municipales estandarizados, integrada por los 
servicios que reiteradamente se mencionan en diversos estudios y en 
la misma experiencia de la SUBDERE, como básicos para el desem-
peño de las funciones municipales y que son cuantitativamente los 
más demandados por la población. Dichos servicios son: 

A.- Servicios a la Comunidad 

• Servicio de construcción y áreas verdes y jardines 
• Servicio de recolección, transporte y disposición de residuos 

sólidos domiciliarios 
• Servicio de instalación y mantención de alumbrado público

B.- Servicios de Protección Social

• Servicio de actualización y nuevos ingresos al Registro Social 
de Hogares

C.- Servicio Trámites Municipales

• Servicio de otorgamiento y renovación de patentes comerciales
• Servicio de otorgamiento y renovación de permisos de circulación
• Servicio de otorgamiento y renovación de licencias de conducir
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En este sentido cobra relevancia la existencia de la metodología 
de Cartas de Servicios, en función de las cuales se despliega un me-
canismo de participación ciudadana que permite vincular la gestión 
municipal, con las demandas de los vecinos por servicios municipales 
de calidad1. Se trata del desarrollo de «diálogos ciudadanos», que 
permiten establecer compromisos por parte de los actores involu-
crados (autoridad local, funcionarios municipales, miembros de la 
comunidad) respecto de un determinado programa o servicio munici-
pal, con la finalidad de recibir opinión de la ciudadanía y contribuir 
con ello a la mejora del respectivo servicio, lo cual queda registrado 
en afiches de pública difusión en cada comuna. 

 Cabe indicar que, los servicios que se han considerado para el 
desarrollo de una nueva versión de esta metodología se desprenden 
del trabajo desplegado en el país por el Programa de Mejoramiento 
de la Gestión de los Servicios Municipales, de la SUBDERE. Por 
tanto, los servicios mencionados previamente, constituyen el marco 
específico a partir del cual los municipios, sometieron a opinión 
ciudadana algunos de ellos, con la idea de establecer compromisos 
compartidos de mejora de estos. 

El proceso desarrollado para esta metodología durante el año 
2017, implicó además de la implementación del mecanismo, la 
ejecución de módulos de capacitación y formación de funcionarios 
municipales de cada municipio focalizado, lo que permitió recoger 
aprendizajes sustantivos, considerando la realidad diversa de cada 
comuna, para actualizar conocimientos y ponerlos a disposición de 
todos los municipios de Chile. 

1 «Estudio de Identificación de los Estándares Básicos de Calidad de Servicios 
Municipales Garantizados». Centro de Políticas Públicas, Pontificia Universidad 
Católica de Chile. Link: http://calidadmunicipal.subdere.gov.cl
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IV.- Metodología para la implementación de cartas 
de servicios municipales

4.1. ¿Qué es y cómo se elabora una Carta de Servicio?

Si bien las Cartas de Servicios Municipales o Cartas Ciudadanas, 
surgen en el Reino Unido, con el objetivo inicial de contribuir a la 
eficiencia del gasto de los recursos municipales, las Cartas de Ser-
vicios han sido ampliamente definidas en bibliografía sobre gestión 
de calidad, con un importante desarrollo en España. En Cerdá y 
Rodríguez (1999) se plantea que estas constituyen un compromiso 
con los ciudadanos, creando servicios que respondan a sus demandas 
no solo en cantidad, sino también en calidad: 

(…) documento por el cual se informa al ciudadano de los 
objetivos y compromisos de una determinada área de actividad 
(...) incluye un sistema de medición de rendimiento, a través de 
indicadores que permiten comprobar el grado de cumplimiento 
de los objetivos, determinando la calidad del servicio que se 
presta a los ciudadanos (Cerdá y Rodríguez, 1999, p. 225).

La normativa española define la Carta de Servicio como «un 
documento escrito por medio del cual las organizaciones informan 
públicamente a los usuarios sobre los servicios que gestionan y acer-
ca de los compromisos de calidad en su prestación y los derechos 
y obligaciones que les asisten.» (Gobierno de España, 2010:9; en 
Manual Para la Implementación de Cartas de Servicios Municipales, 
SUBDERE, Departamento de Desarrollo Municipal, 2018). 

En la gestión pública nacional se le define como un instrumento a 
partir del cual, una institución, en este caso el municipio, se compro-
mete a difundir y prestar servicios y/o programas con determinados 
estándares de calidad, fijando mecanismos para la presentación de 
opiniones, aportes, reclamos y sugerencias de parte de los vecinos 
y estableciendo las formas de corrección cuando no puede cumplir 
con los compromisos asumidos (SUBDERE, 20102).

2  Manual para la implementación de Cartas Ciudadanas Municipales, División 
de Municipalidades, SUBDERE 2010.
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En este contexto, la Carta de Servicio se entiende como un instru-
mento de comunicación entre el municipio y los ciudadanos, es decir, 
implica generación de información en dos sentidos: desde el municipio 
hacia la ciudadanía y desde esta hacia el municipio. La retroalimenta-
ción que se produce entre ambos es la esencia de dicho instrumento. 

Es importante indicar que quien informa es el municipio, es quien 
decide abrir sus puertas a la comunidad en un gesto de transparencia 
para dar cuenta de diversas actividades institucionales que tienen 
o tendrán un impacto en la ciudadanía. De esta manera, parte de 
la información entregada se transmite como compromisos hacia la 
comunidad, sin embargo, el municipio puede, a través de la misma 
vía, considerar una serie de «responsabilidades» de los ciudadanos, 
las cuales pueden tener relación con el trato hacia los funcionarios 
municipales, la necesidad de informar al municipio sobre actos que 
afecten la calidad del servicio prestado, entre otros3. Al informar, el 
municipio asume implícitamente que lo comunicado debe cumplirse 
y que, de no poder llevarse a cabo, deberá adoptar los mecanismos 
correctivos que el mismo se imponga. 

De lo anterior, se deriva la importancia de definir los compo-
nentes de la información entregada y sus verificadores con el corres-
pondiente sistema de monitoreo y evaluación. 

4.2. Objetivos de la Carta de Servicio

En Cerdá y Rodríguez (1999) se plantea que las Cartas de Ser-
vicios se desarrollan con base en los siguientes objetivos:

• Garantizar el derecho de los ciudadanos a la información.
• Comunicar su compromiso de servicio y calidad.
• Estimular toda iniciativa de mejora del servicio. 
• Responder y anticiparse a las demandas ciudadanas.4

3  Manual Para la Implementación de Cartas de Servicios Municipales, SUBDERE, 
División de Municipalidades, Departamento de Desarrollo Municipal, 2018

4  Ibidem.
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A modo de síntesis, como instrumento en la gestión municipal 
pueden orientarse a dos objetivos generales: de información y control 
(SUBDERE, 2010). Estos dos objetivos obligan a los municipios a 
desarrollar dos tipos de flujos de trabajo, a nivel interno y externo:

La gestión interna obliga al servicio a revisar los procesos para 
asegurar los estándares que se reflejarán en la Carta de Servicios. 
Ello implica la definición de los estándares de una manera objetiva 
y medible, así como el monitoreo y seguimiento del grado de cum-
plimiento de los compromisos desplegando las acciones de mejora 
necesarias para conseguirlos. 

La gestión externa corresponde a las acciones para comunicar 
a los ciudadanos los compromisos asumidos por el municipio con 
respecto a sus servicios. 

4.3. ¿Cómo es una Carta de Servicio? 

Es importante tener en cuenta que la Carta de Servicio debe ser 
redactada con un lenguaje claro y sencillo, recordando que es un 
instrumento dirigido a usuarios de un servicio, no un reglamento 
de funcionamiento, por lo que no debiese incluir tecnicismos ni 
fórmulas legales que dificulten el objetivo principal de información.

El contenido de la Carta de Servicio puede ser estructurado 
considerando los siguientes apartados: 

Introducción

Constituye la presentación de la Carta, puede incluir algún sa-
ludo inicial, aunque lo fundamental es la presentación y descripción 
del servicio, a través de la definición que se ha establecido en los 
estándares de calidad de los servicios municipales. A su vez puede 
contener información asociada a la dependencia administrativa del 
servicio, su objetivo y/o prestaciones. 
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Compromisos municipales 

Una parte fundamental en el diseño de las Cartas de Servicio es 
el establecimiento de las obligaciones del municipio, las cuales dicen 
relación con la forma en que el municipio se compromete a entre-
gar el servicio a la comunidad, considerando por ejemplo aspectos 
como: trato a los usuarios, modo de acceso al servicio, frecuencias 
y tiempos en la entrega de determinadas prestaciones, entre otros.

A través de los compromisos municipales se expresan los 
estándares de calidad, como por ejemplo: establecer plazos para 
la realización de trámites administrativos, plazos de respuestas a 
consultas, frecuencia de la prestación, entre otros. 

Es importante que el equipo municipal a cargo del diseño de 
la Carta de Servicio realice la distinción entre las aspiraciones de 
la comunidad, en términos del trato y prestaciones que recibe de 
la municipalidad asociados al servicio (recogiendo información 
de la oficina de información y reclamos, o realizando reuniones 
participativas), y el tipo de trato y prestaciones hacia la comunidad 
que el municipio puede efectivamente entregar, considerando los 
más altos estándares de calidad que logre alcanzar. Del análisis de 
ambos, se podrán establecer los compromisos que puedan satisfacer 
efectivamente a la ciudadanía y que puedan ser cumplidos por el 
municipio eficientemente.

Compromisos ciudadanos

Es necesario establecer las responsabilidades que se propondrán 
a los ciudadanos respecto al servicio, que pueden incluir, entre otros, 
los aspectos relativos al trato esperado por parte de la comunidad 
hacia los funcionarios del municipio. En este apartado es donde se 
señalan también las responsabilidades respecto a las prestaciones 
recibidas; a modo de ejemplo, puede incluirse el compromiso ciu-
dadano de solicitar observaciones o correcciones al servicio, respe-
tando los canales de comunicación, plazos y horarios definidos en 
la Carta de Servicio. 



Cartas de servicio. Una herramienta de participación ciudadana...

123

Lo ideal es trabajar en conjunto con la comunidad para definir 
cuáles son las responsabilidades de esta; así se fortalece aún más lo 
establecido en la Carta. Por lo anterior, la definición de los com-
promisos ciudadanos, debe ser elaborado por representantes de la 
sociedad civil comunal. 

Mecanismos de reclamos y sugerencias

La esencia de un sistema de gestión de calidad es poder recibir la 
retroalimentación de los usuarios con respecto al servicio prestado, 
es por esto que la Carta de Servicio debiera indicar un texto que 
comunique a los ciudadanos sobre cómo entregar sus sugerencias, 
consultas o reclamos sobre el servicio, observaciones que a su vez 
deben ser atendidas en un plazo determinado.

Para poder realizar una adecuada evaluación continua de la 
puesta en marcha de la Carta de Servicio y monitorear su impacto, 
es necesario establecer mecanismos de reclamos y sugerencias para 
ser utilizados por los ciudadanos en caso de que lo informado res-
pecto del servicio no sea cumplido según lo explicitado en la Carta. 

Los mecanismos de reclamos que pueden ser elaborados, van desde 
diseñar una ficha de reclamo en donde se identifique fecha, reclamo o 
sugerencia, nombre de persona que lo efectúa y sus datos de contacto, 
hasta un sistema computacional interno que básicamente contenga la 
misma información, pero que además añada despachos electrónicos de 
los reclamos y sugerencias al departamento o persona que deba hacerse 
cargo y su correspondiente registro en un banco de datos. 

4.4. ¿Cómo se elabora una Carta de Servicio?

Definición de lo que se informará: elección del servicio 
Una posibilidad que presenta la Carta de Servicio es la de 

constituirse como mecanismo de difusión de la labor municipal. El 
municipio cumple innumerables tareas que pueden encontrar en la 
Carta de Servicio el mejor medio para ser difundidas, por ejemplo, la 
entrega de algún nuevo servicio, o el cambio en la forma de entregar 
determinadas prestaciones. 
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Otra posibilidad es la de observar la realidad comunal y evaluar 
a través de un diagnóstico de carácter participativo con actores 
locales, los ámbitos estratégicos en donde se expresan las mayores 
necesidades de acceso a información y demanda de control ciudadano 
por parte de la comunidad con respecto a un servicio determinado. 

En la decisión sobre lo que finalmente se informará o será 
sometido a control ciudadano, a través de la Carta de Servicio, se 
deben definir los objetivos y alcances de este instrumento. La Carta 
de Servicio se enfocó, para el caso de la experiencia realizada por 
SUBDERE, en diez comunas del país (Coquimbo, Combarbalá, Los 
Andes, Recoleta, Malloa, Codegua, Traiguén, Temuco, Osorno y 
Purranque). 

Los servicios que los municipios pusieron a disposición de la 
opinión ciudadana para su mejora y/o proceso de control ciudadano, 
estableciendo compromisos de las partes, deberes y derechos para 
tales fines, fueron los siguientes:

Comuna Servicio definido 

1.- Coquimbo Servicio de otorgamiento y renovación de licencias de conducir

2.- Combarbalá Patentes comerciales / Permisos de circulación

3.- Los Andes Servicio de construcción y áreas verdes y jardines

4.- Recoleta Programa Escuela Abierta / Permisos de circulación

5.- Malloa Servicio de construcción y áreas verdes y jardines

6.- Codegua Servicio recolección de residuos sólidos y domiciliarios

7.- Traiguén Servicio de alumbrado público

8.- Temuco Servicio de otorgamiento y renovación de patentes comerciales

9.- Osorno Servicio de alumbrado público

10.- Purranque
Servicio de otorgamiento y renovación de permisos de circu-
lación

Tal como se observa, lo ideal es que, en la selección del servicio, 
se consideren ámbitos de alto impacto comunal, aunque en comunas 
grandes se ofreció la posibilidad de considerar un servicio general 
pero definido en un territorio específico de la comuna. Se pueden 
estimar también criterios que evalúen la factibilidad de cumplir de 
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manera óptima los estándares definidos y considerar, a su vez, la 
demanda ciudadana en torno a las prestaciones ofrecidas.

V.- Descripción de una experiencia de buena práctica en 
la implementación de cartas de servicios municipales

5.1.- Implementando una Carta de Servicio: el caso de Codegua

Antes de referirse al caso puntual de una de las diez comunas 
que fueron parte de este proceso, cabe indicar que los municipios 
participantes, fueron focalizados considerando representación de la 
diversidad geográfica, indicadores de calidad de acuerdo con línea 
base municipal del programa de mejoramiento de la gestión muni-
cipal de la SUBDERE y disposición de las autoridades locales para 
trabajar los instrumentos. 

5.2. Antecedentes 

La comuna de Codegua fue considerada una buena práctica en 
este proceso de implementación de Cartas de Servicio, toda vez que 
representa diversos factores que permitieron realizar el proceso de 
generación de este instrumento de manera óptima. 

Codegua se ubica geográficamente en la Provincia de Cachapoal, 
Región del Libertador Bernardo O’Higgins. Limita al norte con la 
comuna de Mostazal, al sur con las comunas de Machalí y Ranca-
gua, al oeste con la comuna de Graneros y, al este, con la Región 
Metropolitana.

De acuerdo con datos del Censo de Población y Vivienda (INE, 
2017), la comuna de Codegua tiene una población de 12.988 ha-
bitantes y registra 4.402 viviendas. El 51% de la población habita 
en zonas rurales. 
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5.3. Facilitadores en la implementación de la Carta de Servicio 
en Codegua5

Los factores que se presentan a continuación constituyen ele-
mentos que facilitaron el éxito del proceso en el caso de la comuna 
de Codegua en el trabajo que implicó el desarrollo de la Carta de 
Servicio Municipal para el caso de las prestaciones asociadas a la 
recolección de residuos sólidos domiciliarios. Y se presentan con la 
idea de compartir y permitir modelar futuros procesos que algún 
municipio se proponga llevar adelante.

a) Adecuada elección del servicio

La primera reunión de trabajo en el contexto de la Asistencia 
Técnica en la comuna permitió definir el servicio a trabajar para la 
implementación de la Carta. En aquella reunión, denominada Mesa 
de Trabajo con funcionarios municipales, participaron un grupo de 
funcionarios municipales que conformaban el equipo definido por 
la autoridad comunal para estos fines. 

El equipo se constituyó con la idea predefinida de abordar el 
servicio de recolección de residuos sólidos domiciliarios. La decisión 
se justifica, por parte de los funcionarios, considerando el impacto 
comunal del servicio (afecta a toda la población comunal) y los 
resultados de la encuesta de satisfacción usuaria desarrollada en 
esta comuna por la SUBDERE, a través del Programa calidad de la 
Gestión Municipal. 

b) Alto compromiso del equipo municipal 

La conformación del equipo municipal a cargo del proceso con-
sideraba originalmente al Administrador Municipal, el Director de 
Desarrollo Comunitario (DIDECO), la encargada de organizaciones 
comunitarias, un administrativo de la Secretaría Municipal, la jefa del 
Departamento de Aseo y Ornato, la encargada de Medio Ambiente 
y el Director de Obras Municipales (DOM), de quien dependía el 

5  Manual para la Implementación de Cartas de Servicios Municipales, SUBDERE, 
Departamento de Desarrollo Municipal 2018
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Departamento de Aseo y Ornato, del cual, a su vez, dependía el 
servicio de recolección de residuos. 

Fue fundamental contar con un equipo que dominaba a caba-
lidad el servicio abordado, pues permitió definir objetivos posibles 
de cumplir por el municipio, con la posibilidad implícita de poder 
responder a los vecinos con información pertinente, en las instancias 
de participación. 

c) Amplia convocatoria ciudadana 

En el trabajo de identificación de actores, los participantes del 
municipio expresaron la importancia de convocar a las juntas de 
vecinos de la comuna, organizaciones de adultos mayores y orga-
nizaciones funcionales relacionadas, como el comité ambiental co-
munal. También consideraron importante que estuvieran presentes 
las asociaciones de «canalistas» de la comuna por la pertinencia del 
tema, así como empresas agrícolas que operan en la comuna, todas 
las cuales participaron en la jornada de diálogo ciudadano.

d) Comunidad local comprometida con mejorar la gestión del servicio

Debido a que el foco del trabajo se centró en motivar la participa-
ción ciudadana, los representantes de las organizaciones ciudadanas 
que participaron percibieron el espacio como una oportunidad para 
aportar en los procesos de mejora del servicio. Ello hizo posible 
superar una relación basada solo en demandas al municipio sin 
involucrarse en la solución de los problemas detectados.

De esta manera, para el caso de Codegua, las observaciones 
presentadas por parte de los grupos de trabajo se sistematizaron 
en dos temas, i) las observaciones que los dirigentes realizaron a 
los compromisos municipales presentados y, ii) los compromisos 
ciudadanos que se mencionaron por parte de los actores sociales 
convocados. 
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e) Valoración de instancias de participación por municipio y comunidad

En la actividad de evaluación del proceso los funcionarios mu-
nicipales de Codegua expresaron su valoración hacia la Asistencia 
Técnica y metodología de la Carta de Servicio, pues permitió dar 
formalidad a los compromisos que podrían haberse asumido de 
igual manera, y comunicado a partir de otras instancias, tal vez sin 
el mismo efecto. 

Destacaron, además, cómo la Carta de Servicio les permitió 
efectivamente mejorar la comunicación con la comunidad en el tema 
específico de la recolección de residuos sólidos domiciliarios, a tra-
vés de las instancias de participación y la generación del Comité de 
Seguimiento, lo que obliga a volver a reunirse periódicamente con 
los representes de las organizaciones comunales para dar cuenta de 
los compromisos asumidos. 

f) Preocupación por mejorar los canales de participación entre 
municipio y comunidad 

Atendiendo a las dificultades de diálogo efectivo entre munici-
pio y comunidad, en la Mesa de Diseño, Difusión y Evaluación de 
la Carta de Servicio, donde participaron funcionarios municipales 
y dirigentes de las organizaciones de mayor representación de la 
comuna (v.gr. uniones comunales, comité ambiental), se estableció 
como compromiso municipal adicional el disponer de buzones en 
áreas rurales, que serían administrados por las Juntas de Vecinos y 
que operarían como una forma de ampliación de la OIRS municipal, 
para uso de los vecinos. 

De este modo, los compromisos municipales inicialmente ex-
puestos en el Diálogo Participativo fueron modificados considerando 
esta inquietud manifestada por los dirigentes, quedando tanto los 
compromisos municipales como ciudadanos de la siguiente manera.
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g) Formalización de instancia de seguimiento de los compromisos 
de la Carta de Servicio

La propuesta de conformar un Comité de Seguimiento para el 
monitoreo de los compromisos de la Carta de Servicio fue bien reci-
bida en Codegua tanto por dirigentes sociales como por funcionarios 
municipales participantes del proceso. Por ambas partes, se valoró 
la responsabilidad que brinda a los compromisos establecidos, la 
creación del Comité de Seguimiento, pues permite evaluar el cum-
plimiento de los compromisos asumidos por las partes involucradas 
en este proceso. 
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VI.- Afiche carta de servicio de la comuna de Codegua 
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Avances y desafíos de los fondos  
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Introducción

El principal objetivo de este texto es entregar una revisión 
de lo que ha sido el Fondo de Desarrollo Vecinal (FONDEVE), 
comenzando por describir su origen y funcionamiento, para luego 
explicitar cuáles han sido reconocidas como sus fortalezas y qué 
elementos constituyen desafíos para este mecanismo de participación 
ciudadana. 

Este trabajo se ha realizado con base en revisión documental 
y con información obtenida a través de la ejecución, por parte del 
Instituto Chileno de Estudios Municipales (ICHEM) y SUBDERE, 
de capacitaciones y asistencias técnicas realizadas entre la Región 
Metropolitana y de Magallanes sobre gestión local participativa1. 

La mayor limitación encontrada ha sido la falta de información, 
producto tanto de la escasa producción académica sobre el FONDE-
VE, como de la falta de evaluación por parte de las Municipalidades. 

Dentro de los principales resultados, se encuentra que el foco de 
atención no ha estado centrado en la ejecución de los proyectos que 
obtienen financiamiento, sino en el proceso de selección que se da en 

1  En la etapa de formación (capacitaciones) participaron alrededor de 200 
funcionarios municipales de 130 comunas. En la etapa de asistencia técnica, 
participaron alrededor de 400 funcionarios municipales de 54 comunas. 
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cada comuna. Aunque es cierto que el funcionamiento del proceso 
depende de cada comuna, ha habido un sentir compartido en relación 
a las fortalezas y desafíos, que son trabajados a lo largo del texto. 

En cuanto a las fortalezas, se distingue principalmente: 1) la valo-
ración del FONDEVE como instrumento participativo, reconociendo 
su temprano origen y contexto; 2) que permite el fortalecimiento de 
la gestión de los dirigentes sociales y, 3) que promueve la vinculación 
de distintos actores de la municipalidad con dirigentes sociales. 

En la otra cara, en relación a los desafíos, se ha identificado: 1) 
que provoca una sobrecarga ocasional de trabajo para los funcio-
narios municipales, especialmente en la época de postulación; 2) el 
poco estudio y producción de conocimiento que existe en relación 
a este mecanismo; 3) la forma de financiamiento, en relación a la 
falta de un aporte fiscal que contribuya a disminuir las desigualdades 
territoriales; y 4) la principal crítica ha estado dirigida al proceso 
de selección y su falta de transparencia, lo que ha provocado la 
prevalencia de relaciones clientelares entre concejales y dirigentes 
de juntas de vecinos. 

Finalmente, se reflexiona si los puntos débiles encontrados lo-
gran mermar o no la contribución del FONDEVE a los principios 
que le dieron origen, relacionados con la participación ciudadana y 
fortalecimiento de la democracia. 

Origen

El Fondo de Desarrollo Vecinal (FONDEVE) se oficializa con 
la ley n°19.418 de 1995, que establece normas sobre juntas de veci-
nos y demás organizaciones comunitarias. En dicha ley, se explicita 
la creación de un fondo en cada Municipalidad que tendrá por 
propósito «apoyar proyectos específicos de desarrollo comunitario 
presentados por las juntas de vecinos» (Ley n°19.418, 1995). 

Dentro de los principios que guían la ley n°19.418 y, por lo 
tanto, el FONDEVE, se encuentra la «solidaridad organizada, la 
participación y la autoayuda» (Congreso Nacional de Chile, 1990, 
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pág. 5), que permita que los habitantes de un territorio se sientan 
identificados y contribuyan con el desarrollo local.

Así, el FONDEVE surge como un instrumento participativo, 
ya que permite la detección de necesidades y levantamiento de pro-
yectos, de equipamiento e infraestructura, basados en el punto de 
vista de los propios vecinos. Además, debido al contexto de reciente 
retorno a la democracia2, fue una herramienta altamente valorada. 

Según la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo 
(SUBDERE) y la División de Organizaciones Sociales (DOS), los 
objetivos de este fondo son:

Promover la participación de las organizaciones sociales, 
con la finalidad de que estas se organicen, prioricen sus nece-
sidades y formulen proyectos en base a sus intereses. 

Desarrollar proyectos que tengan impacto local y logren 
satisfacer necesidades sentidas de la comunidad, que mejoren 
la calidad de vida de los vecinos y constituyan un aporte al 
desarrollo y fortalecimiento de la vida comunitaria de las 
distintas localidades.

Contribuir e incentivar el desarrollo cultural, deportivo, 
social y educativo a nivel territorial (SUBDERE y DOS, 2016, 
pág. 43). 

En cada comuna, será el Concejo Municipal el encargado de 
elaborar el reglamento para el funcionamiento específico del fondo 
en dicho territorio. Cabe señalar que será el mismo Concejo el que 
reciba las postulaciones cada año y decida qué proyectos obtendrán 
financiamiento y cuáles no. 

De todas formas, a lo largo de los años, las comunas han ido 
construyendo sus propios procedimientos para la ejecución de estos 
fondos. Así, el nivel de estructura y transparencia del proceso de 
postulación y selección de los proyectos depende de cada comuna. 

2  Aunque la ley fue aprobada en 1995, el mensaje presidencial fue ingresado al 
Congreso en 1990. 
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Fortalezas

Valoración del FONDEVE como instrumento participativo

Dentro de sus fortalezas, se destaca que el FONDEVE fue uno 
de los primeros instrumentos participativos implementados en las 
municipalidades. Se valora su existencia, como se señaló anterior-
mente, considerando también el contexto post dictadura en el que fue 
creado, donde se observan esfuerzos por promover e institucionalizar 
la participación. Aunque los resultados de dicha institucionalización 
de la participación ciudadana son dignos de reflexión y crítica, como 
se puede observar en otros capítulos de este libro, se considera im-
portante la intención de otorgar mayor control a los habitantes de 
un territorio y de reconocer la importancia de la organización social 
como «raíz y expresión de una democracia verdadera» (Congreso 
Nacional de Chile, 1990, pág. 5). 

En ese sentido, se fomenta la organización de los vecinos, así 
como la reflexión y creación de propuestas sobre su propio entorno. 
Este fondo apunta a validar los conocimientos de los habitantes 
de un territorio y darles cierto control para solucionar problemas 
específicos, principalmente sobre equipamiento e infraestructura. 

Fortalecimiento de la gestión de los dirigentes sociales

Durante su desarrollo, se ha reconocido que este instrumento 
ha permitido a los dirigentes sociales mejorar su gestión, ya que 
permite concretar, a través del financiamiento otorgado por la mu-
nicipalidad, ciertos proyectos de interés para su junta de vecinos. 
Paralelamente, esto contribuye a la validación de dichos dirigentes 
frente a su comunidad. 
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Vinculación de distintos actores de la municipalidad con dirigentes 
sociales

También, el FONDEVE permite a los funcionarios municipales 
acercarse a los vecinos y dirigentes, por el apoyo que les otorgan 
durante el proceso de postulación. Así mismo, vecinos y dirigentes 
generan experiencia en formulación de proyectos, abriendo posibi-
lidades de obtención de financiamiento a través de participación en 
fondos concursables externos a la municipalidad. 

Por último, las autoridades comunales también se ven impli-
cadas en el proceso, ya que es el Concejo Municipal el encargado 
de decidir qué proyectos y qué juntas de vecinos obtendrán apoyo. 
Esto también provoca una relación entre las juntas de vecinos, a 
través de sus dirigentes, con los concejales, pero esta relación será 
profundizada más adelante. 

Así, el FONDEVE es un mecanismo que se encuentra altamente 
arraigado en la gestión municipal participativa, ya que, por un lado, 
involucra en su funcionamiento a los distintos actores de una comuna 
y, por otro lado, tales actores perciben recibir, de algún otro modo, 
beneficios a lo largo de este proceso. 

Desafíos

Sobrecarga ocasional de trabajo para funcionarios municipales

Por otro lado, aunque los funcionarios municipales valoran 
que el fondo promueva la participación ciudadana, hay varios que 
perciben también una sobrecarga de trabajo durante el periodo de 
postulación. Esto depende, en primer lugar, del tamaño de los equi-
pos y, por lo tanto, de su capacidad de respuesta frente al aumento 
de solicitudes por parte de dirigentes sociales y, en segundo lugar, 
de la preparación previa que tengan los vecinos en materia de for-
mulación de proyectos. 
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Poco estudio y producción de conocimiento

Como se señaló anteriormente, una gran debilidad del Fondo 
de Desarrollo Vecinal es el poco estudio que existe al respecto. Por 
ejemplo, la investigación sobre su impacto en cada comuna es más 
bien desigual. En la mayoría de las comunas es bastante poco el 
conocimiento que se ha generado al respecto, por lo que es muy 
difícil conocer los efectos específicos de los proyectos financiados. 

En esa misma línea, este instrumento no ha sido foco de atención 
de la academia, la cual se ha centrado en otro tipo de mecanismos 
como los Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad 
Civil (COSOC) o los presupuestos participativos. Por esto, lo que se 
encuentra escrito sobre el FONDEVE desde la academia es bastante 
escueto, ya que no hay estudios específicos sobre este instrumento, 
sino que son algunos apartados dentro de artículos sobre temas más 
amplios, y la mayoría, escritos hace algunos años. 

Como se señalará luego, existen críticas sobre el proceso de 
selección de este mecanismo lo que pondría en duda su coherencia 
con los principios de la ley que lo creó, y, por lo tanto, si está con-
tribuyendo de forma positiva al fortalecimiento de la democracia. 

En ese sentido, es necesario que las municipalidades realicen 
mayores esfuerzos en este aspecto y no solo en relación al avance 
mismo de los proyectos, sino la evaluación de si este mecanismo está 
promoviendo la participación o no.

Falta de aporte fiscal

Otro elemento que ha sido blanco de críticas desde el principio 
tiene relación con la forma de financiamiento del FONDEVE, ya que 
se compone de recursos propios del Municipio fijados anualmente 
y un aporte de las mismas organizaciones. Ya en la historia de la 
ley 19.418 (1995) se observa que la principal discusión en torno 
a este fondo tenía relación con si debería haber o no contribución 
estatal. Inicialmente, el nombre era Fondo Nacional de Desarrollo 
Vecinal, con cargo al presupuesto de la nación y distribuido de la 
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misma forma que el fondo común municipal (Congreso Nacional 
de Chile, 1995). 

Finalmente, la ley aprobada contempló que el financiamiento 
estaría a cargo de cada Municipalidad. Considerando la desigualdad 
territorial y el disímil funcionamiento de las 345 municipalidades, 
el FONDEVE (así como muchos otros mecanismos y programas) 
dependerá de la capacidad de cada municipio. 

Son varios actores los que consideran necesario el que exista un 
aporte fiscal para apoyar a las municipalidades. El Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana y Fortalecimiento de la Sociedad Civil, 
planteó en el apartado de propuestas para las Municipalidades, que 
se debe «hacer efectivo el aporte fiscal al FONDEVE de las Muni-
cipalidades y hacer obligatorio su uso por parte de estas» (Consejo 
Nacional de Participación Ciudadana, 2017, p. 48). En este marco 
se propone que el poder central efectúe esta ayuda económica para 
fortalecer los FONDEVE de forma paulatina en todos los Municipios 
del país, priorizando las localidades rurales y extremas. 

Proceso de selección y clientelismo

La mayor crítica a los Fondos de Desarrollo Vecinal está re-
lacionada con que durante los procesos de postulación, puede ser 
utilizado como instrumento de clientelismo entre dirigentes sociales 
y concejales. Esto, porque «los proyectos aprobados mediante el 
fondo de desarrollo vecinal, muchas veces se entendían como favo-
res o premios a la ’abnegada labor’ de muchos dirigentes sociales» 
(Montecinos, 2007, p. 345).

Así, los concejales dan respaldo a los proyectos y juntas de 
vecinos que les otorguen reconocimiento público o apoyo electoral 
(Luján, 2017), por lo que ambas partes perciben salir beneficiadas 
en este proceso. 

Como señala Egon Montecinos: «muchos concejos municipales 
en Chile utilizan este fondo con un criterio clientelar, ya que los 
concejales pueden influir en la decisión respecto a qué organización 
apoyan con recursos municipales» (2011, p. 68). Esto es algo sabi-
do por la comunidad en general, tanto vecinos como funcionarios 
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municipales, por lo que la percepción que muchas veces se tiene del 
FONDEVE es que es un proceso muy poco transparente y frustrante, 
ya que las juntas de vecinos que no tienen vínculos directos con al-
gún miembro del concejo municipal no tienen incentivos suficientes 
para participar. 

Así, se pone en duda la contribución del Fondo de Desarrollo 
Vecinal con los principios y objetivos de la ley con la que fue crea-
do. Dichos principios y objetivos están directamente relacionados 
con el fortalecimiento de la democracia, a través del fomento de 
la participación y la «organización solidaria». Los obstáculos que 
presenta el proceso de postulación y selección apuntarían a que el 
camino se ha ido desviando. 

En ese contexto, surge la duda de por qué, existiendo ese análisis 
ampliamente reconocido, no se han modificado las condiciones del 
FONDEVE. Según la literatura y la información obtenida mediante 
trabajo en terreno, las posibles soluciones para que este instrumento 
asegure un proceso transparente son: 

• Arreglos a nivel central: Exigir a las municipalidades, y fa-
cilitar instrumentos, para poder garantizar la transparencia 
del proceso de selección. 

• Arreglos a nivel municipal: Que cada municipalidad, de 
acuerdo con sus capacidades, trabaje en la elaboración de 
instrumentos de evaluación y garantía de transparencia. 

• Eliminación del FONDEVE: Considerando que los recursos 
municipales son escasos y por lo tanto, deben ser optimi-
zados, ha surgido la idea de que los recursos del Fondo de 
Desarrollo Vecinal se destinen a los presupuestos participa-
tivos, donde la selección también se lleva a cabo de forma 
participativa. Este también tendría que ser un cambio a nivel 
central, ya que el FONDEVE es exigido por ley. 

Como a nivel central no ha habido cambios al respecto, lo que 
ha ocurrido en la práctica es más cercano al segundo punto, donde 
cada municipalidad ha realizado cambios (o no) en la medida de 



Avances y desafíos de los fondos de desarrollo vecinal (FONDEVE)

141

sus posibilidades y especialmente de sus prioridades. Los municipios 
que han mostrado un mayor compromiso con la transparencia han 
tendido a dejar el FONDEVE como herramienta para proyectos 
muy específicos de equipamiento e infraestructura de las juntas de 
vecinos, pero el mecanismo que más se fomenta como herramienta 
de transformación social a nivel comunal, es el de los presupuestos 
participativos.

Por otro lado, independiente del marco legal nacional, es decir, si 
tener FONDEVE o no fuera una opción para las municipalidades, lo 
más probable es que seguiría existiendo, al menos en la mayoría de 
las municipalidades. Esto se debe a que es un mecanismo altamente 
arraigado, tanto entre vecinos, funcionarios y autoridades, donde 
todos los actores perciben que de una u otra forma existen beneficios 
para todas las partes. 

Frente a lo anterior, es necesaria la creación de protocolos e 
instrumentos para que la evaluación de los proyectos sea lo más 
transparente posible, de forma de asegurar la real posibilidad de 
obtener recursos a todas las juntas de vecinos presentes en la comuna. 

Conclusiones

Luego de considerar las fortalezas y debilidades que se identifica-
ron a través de la revisión documental y de la información obtenida 
a través de las capacitaciones y asistencias técnicas realizadas, se 
observa que el FONDEVE fue percibido como un mecanismo alta-
mente participativo durante la década de los noventa. Considerando 
que por la dictadura la participación ciudadana era nula, fue muy 
bien recibido por parte de los municipios y habitantes de la comuna, 
entregar cierto control a las juntas de vecinos para poder solucionar 
problemas de su entorno. 

Ahora bien, han pasado los años y el contexto en relación con 
la participación ciudadana ha cambiado. Actualmente, esta se asu-
me como eje transversal a la gestión pública y se ha complejizado 
enormemente su comprensión. 
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Aún no hay absoluto consenso en cómo se debe operacionalizar, 
pero en todos los niveles se asume como importante, y esto se refle-
ja en los esfuerzos que se han realizado, como la ley 20.500 sobre 
asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública. Se han 
creado nuevos mecanismos, como los presupuestos participativos y 
los COSOC, que han implicado elementos y formas más profundas 
de participación ciudadana. 

En este nuevo escenario, los Fondos de Desarrollo Vecinal evi-
dencian debilidades en torno a la participación ciudadana debido a 
los obstáculos que presentan en su desarrollo, especialmente en la 
etapa de selección. En ese sentido, se pone en duda su aporte, siendo 
considerado como mecanismo participativo, en el fortalecimiento de 
la participación ciudadana y de la democracia a nivel local. 

Ahora bien, sí existen medidas que se pueden adoptar para mejo-
rar esta situación. En primer lugar, urge generar más información en 
relación al impacto que tienen los FONDEVE como mecanismos de 
participación ciudadana. En segundo lugar, se debe ordenar y crear 
los instrumentos y procesos necesarios para garantizar la transparen-
cia de los procesos de postulación y selección. Por último, desde el 
nivel central se debería flexibilizar los instrumentos de participación 
ciudadana obligatorios, dejando a decisión de cada municipalidad, 
según sus capacidades, el seguir ejecutando el FONDEVE o traspasar 
los recursos a instrumentos que avancen a la democratización de 
forma más profunda, como los presupuestos participativos. 
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Municipalidad de Nacimiento.  
Experiencia presupuestos participativos 

2017-2018

Mariela Muñoz 
Municipalidad de Nacimiento

Antecedentes

La Ilustre Municipalidad de Nacimiento, desde el año 2011, ha 
desarrollado formalmente iniciativas de participación ciudadana 
en distintos ámbitos de su gestión local, primero y según los reque-
rimientos que establece la normativa legal chilena, y en segundo 
lugar, como iniciativa autónoma del municipio, para dar solución 
a demandas de la comunidad que han involucrado participación 
ciudadana activa de sus habitantes.

Desde el año 2016 a la fecha, la decisión del alcalde, Sr. Hugo 
Inostroza Ramírez y del Concejo Municipal, ha sido de fortalecer y 
apoyar las iniciativas de ejecución de los presupuestos participativos 
comunales, y los ha situado como un instrumento importante de 
planificación y de priorización de las necesidades de la comuna, a 
través de un diálogo permanente con las organizaciones territoriales, 
y que se inicia con la participación de estas, desde el diagnóstico 
de las necesidades en sus respectivos territorios, priorización de 
sus demandas, formulación de ideas de proyectos para abordar sus 
problemáticas, hasta el proceso de votación y ejecución, en donde 
también asumen una participación activa, según corresponda en 
cada caso.
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Situación inicial. Desarrollo de estrategias para 
llegar al mecanismo de presupuestos participativos 

FONDEVE

Desde el año 1999, y en virtud de lo que mandata la Ley 19.418; 
Sobre juntas de vecinos y demás organizaciones sociales, se atendió 
las necesidades y demandas de la comunidad a través del Fondo de 
Desarrollo Vecinal (FONDEVE), una de las primeras e incipientes 
herramientas de participación ciudadana, que consistía en la trans-
ferencia de recursos en dinero para las organizaciones territoriales 
de la comuna, que presentaran proyectos al municipio en dos líneas 
de concursabilidad: equipamiento e infraestructura. Actualmente, 
esta línea de proyectos se encuentra vigente para las organizaciones 
–Juntas de Vecinos urbanas y rurales–, con un presupuesto anual 
de 23 millones de pesos y con la publicación de bases y llamado a 
concurso, en el mes de marzo de cada año. 

Plan de equipamiento comunitario

Así mismo, desde el año 2015 comenzó también a gestarse una 
nueva iniciativa, que sería denominada Plan de Equipamiento Comu-
nitario, y que consistió en establecer una metodología que permitiera 
ordenar y priorizar la necesidad de proyectos de infraestructura de 
la comunidad, y cuyos montos estaban entre los 20 a 120 millones 
de pesos. La gestión y ejecución de dichos proyectos, se estableció 
en un horizonte de 4 años, y en su mayoría, serían ejecutados por 
la Municipalidad de Nacimiento con financiamiento de fondos ex-
ternos. Este ejercicio de participación ciudadana fue dirigido a las 
organizaciones territoriales y funcionales de la comuna, en donde 
agrupadas, según su distribución territorial, llevaron a cabo un pro-
ceso que permitió elaborar el diagnóstico de sus necesidades a través 
de reuniones con el municipio, entrevistas individuales y grupales 
de las organizaciones. El municipio, posteriormente, recogió estas 
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propuestas, realizó jornadas de socialización en donde se expuso el 
trabajo de cada uno de los grupos de organizaciones conformados 
para tal efecto, se priorizaron sus demandas, y se sometieron a un 
proceso de votación en donde los proyectos más votados fueron 
seleccionados para financiarse. Actualmente, y según lo indicado 
anteriormente, el Plan de Equipamiento Comunitario, se encuentra 
vigente y en proceso de ejecución; es una herramienta de participa-
ción ciudadana creada en la comuna, sin precedente de que dicha 
experiencia se ejecute en otras y con un horizonte de tiempo más am-
plio que el del mecanismo de presupuestos participativos, que como 
se verá a continuación, es de un año y medio aproximadamente.

Primera versión de presupuestos participativos 2016

Para el año 2016, ante la necesidad de generar mayor compro-
miso y participación de las organizaciones, y ante la experiencia 
comparada de otros municipios, se decidió incorporar progresiva-
mente el mecanismo de Presupuestos Participativos, en su primera 
versión, dirigida exclusivamente a organizaciones territoriales –jun-
tas de vecinos– de la comuna. Se crearon las bases que regularían 
el proceso, con características locales pertinentes, se estableció un 
presupuesto asignado, y se determinó que las Juntas de Vecinos del 
sector urbano y rural de la comuna, participarían agrupadas en dos 
sectores y cuyos montos presupuestarios asignados para cada sector, 
serían de 40 y 20 millones, respectivamente. Cada Junta de Vecinos, 
tendría derecho a postular una iniciativa simple de proyecto, según 
las necesidades que esta misma detectara en su comunidad, por un 
monto comprendido entre 3 y 10 millones. Posteriormente, y según 
el cumplimiento de las etapas de admisibilidad como factibilidad 
técnica establecidas en las Bases que regulan el proceso, las iniciativas 
de proyectos pasarían a una instancia de votación, en donde serían 
seleccionadas aquellas con mayor votación. 
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Segunda versión presupuestos participativos 2017-2018

En el año 2018, se realizó la segunda versión de Presupuestos 
Participativos 2017-2018, bajo el mismo espíritu de fortalecer el 
compromiso de las organizaciones en la resolución de sus problemá-
ticas y así también comprometer la participación de la comunidad a 
través de un acto democrático de votación. Se actualizaron las bases 
del proceso y se recogieron las sugerencias de mejoras advertidas 
en la primera versión. 

Se convocó nuevamente a las organizaciones territoriales de 
la comuna, sectores urbano y rural. Se dispuso de un presupuesto 
municipal, aprobado por el Concejo Municipal, de 60 millones de 
pesos, desglosado en 40 millones para financiar ideas de proyectos 
de las organizaciones urbanas y 20 millones para financiar las ideas 
de proyectos ganadores de las organizaciones del sector rural de la 
comuna. 

Cada Junta de Vecinos, ya fuera urbana o rural, tuvo derecho 
a postular una idea de proyecto por un monto de entre 3 y 10 mi-
llones de pesos, que atendiera a una necesidad manifestada por su 
comunidad. Dichas iniciativas se presentaron al municipio para, 
posteriormente, ser evaluadas en dos etapas, admisibilidad y facti-
bilidad técnica, a cargo de un grupo de profesionales expertos de la 
unidad de SECPLAN del municipio, en donde se establecieron los 
ajustes necesarios que no hubiesen sido considerados por las orga-
nizaciones participantes. Cabe agregar, que las etapas de evaluación 
también consideraron la participación activa de representantes de 
las organizaciones urbanas y rurales, quienes, en mesas de trabajo, 
desarrolladas conjuntamente con las unidades municipales que 
participan desde el municipio, SECPLAN y Departamento de Orga-
nizaciones Comunitarias, sancionaron el proceso, antes de llevar a 
efecto la votación. En dicha versión del proceso, de las 12 ideas de 
proyectos presentadas por las organizaciones urbanas (9) y rurales 
(3), todas pasaron a la etapa de votación. 

El proceso de votación permitía la participación mediante el 
voto, de todos los socios de las organizaciones territoriales de la 
comuna, hubiera o no presentado ideas de proyectos. El único 
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requisito exigido previamente, era estar inscrito en el denominado 
Padrón de Votación de cada organización. Este documento consistía 
en un listado de hasta 50 socios, realizado por cada Junta de Vecinos, 
que los habilitaba para votar y que fue solicitado por el municipio, 
con anterioridad a llevarse a efecto el proceso de votación. Se re-
quirió este documento para garantizar la transparencia y orden del 
proceso; al estar el socio de la organización inscrito previamente en 
un Padrón, se evitaba que votara dos veces, o que alguien que no 
correspondiera a la organización y/o incluso a la comuna, se presen-
tara a votar. Favoreció a su vez, que las organizaciones que habían 
presentado ideas de proyecto realizaran estrategias de asociatividad 
con aquellas organizaciones que, si bien no habían presentado ideas 
de proyectos, podían habilitar a sus socios, previa inscripción en 
el Padrón de Votación, para participar del proceso como votantes. 

La votación se desarrolló en un día único, tanto en el sector 
urbano como rural. En el caso del sector urbano, se estableció como 
sede de votación la Escuela El Saber de la comuna. Participaron de 
la votación 500 personas aproximadamente, quienes desde las 09.00 
h. hasta las 18.00 h. se presentaron con gran entusiasmo para ser 
parte del proceso. Los resultados de este se publicaron el mismo día, 
al momento del cierre y escrutinio de las mesas. Contó con un gran 
despliegue y colaboración de las unidades municipales. En el caso 
del sector rural, las votaciones se efectuaron de forma simultánea 
en los tres sectores de la comuna: La Esperanza, San Francisco de 
Monterrey y San Francisco de Millapoa, correspondientes a los 
sectores de las organizaciones que habían presentado las ideas de 
proyectos del sector rural. Participaron del proceso, en total, 130 
socios, durante una jornada que se desarrolló entre las 09.00 h. y las 
16.00 h. Los resultados del proceso de votación, también se dieron 
a conocer en el mismo día, una vez finalizado este y cerradas las 
mesas de votación. 

Todas las etapas del proceso se socializaron debidamente con 
la comunidad. Se dispuso de manera activa, a dos unidades del 
municipio, SECPLAN y Depto. de Organizaciones Comunitarias, 
para atender y resolver consultas y solicitudes de parte de las 



Mariela Muñoz

152

organizaciones, durante todas las etapas del proceso. El aspecto lo-
gístico se financió con recursos del municipio y prescindió del apoyo 
externo para llevarlo a cabo, a diferencia de la primera versión, en 
donde se contrató los servicios de una consultora externa. 

Aprendizajes

El mecanismo de Presupuestos Participativos en la comuna se ha 
implementado desde el año 2016 y se han ejecutado dos versiones, 
bajo la gestión del alcalde, Sr. Hugo Inostroza Ramírez. Ha sido una 
experiencia desafiante pero muy satisfactoria, que por una parte, 
supone entender y aplicar una metodología que debe adaptarse a 
las condiciones propias de la comuna, y supone también un apren-
dizaje y preparación institucional constante de parte las unidades 
municipales involucradas en la ejecución de las etapas del proceso. 

Por otra parte, la comunidad organizada formalmente a través 
de las Juntas de Vecinos también ha experimentado un desafío im-
portante al que ha debido ir adaptándose, puesto que la metodología, 
supone un ejercicio de traspaso de responsabilidad sobre la decisión 
de la asignación de recursos para la comunidad, por lo que esta debe 
ser adecuadamente informada del proceso, incentivada y altamente 
involucrada en cuanto a su participación. 

Para el municipio ha sido una experiencia positiva, llena de apren-
dizajes, reconfortante, aun cuando implica un alto despliegue logístico 
y de recurso humano, que afronta diversas etapas de coordinación y 
altas horas de trabajo, pero tiene a su vez, un fuerte valor agregado, 
que recoge y legitima el esfuerzo tanto del municipio como de la 
comunidad que participa hasta el acto democrático de la votación. 

Finalmente, al existir estas formas innovadoras de participación 
ciudadana, baja la presión sobre la demanda espontánea del muni-
cipio, ya que se convierte en una herramienta validada, reconocida 
y legitimada para atender los problemas comunitarios; se transpa-
rentan, además, los procesos de gestión local y se favorece el control 
ciudadano sobre el gobierno local. 

(Ilustre Municipalidad de Nacimiento, 2017)
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Directorio urbano de Coyhaique:  
hacia una participación eficiente

Juan Carmona 
Municipalidad de Coyhaique

Resumen

El Directorio Urbano de Coyhaique, es una iniciativa de parti-
cipación, que surge desde la Municipalidad del lugar, procurando 
constituir con un grupo de actores de la sociedad civil, autoridades y 
representantes de organismos privados, una instancia de gobernanza 
de la ciudad en lo relativo a su práctica y proyección urbana. Se 
ha tenido como meta preparar una visión de ciudad y actuar para 
concretar programas de intervención y proyectos con un enfoque 
de gobernanza. La ciudad enfrenta actualmente diversos desafíos 
que no se han logrado solucionar, entre ellos el cierre de las herra-
mientas de planificación urbana, instrumentos en los que intervienen 
fundamentalmente actores públicos en su fase formal, pero que han 
sido materia de consultas ciudadanas en su preparación. El ejercicio 
de diálogo ha sido una tarea compleja en la que se han enfrentado 
interrogantes sobre la normativa mínima interna que debe regir al 
Directorio, hasta la definición de los grandes temas. Se ha puesto 
especial atención en algunos elementos que pueden ayudar a su 
comprensión, para efectos de derivar posteriormente en un análisis 
crítico sobre los logros y retos que quedan por alcanzar.
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Elementos de contexto

La comuna de Coyhaique tiene una población de 57.818 ha-
bitantes y en la ciudad vive el 86.4% de ellos. Los actores sociales 
se encuentran organizados en diversos cuerpos intermedios y se 
agrupan en entidades de segundo grado, tales como uniones co-
munales o federaciones. Si bien separadas en la distancia del resto 
de Chile, las organizaciones siguen causas de cohesión semejantes 
a las de otras ciudades a nivel nacional. Por tanto, representan los 
intereses de las más diversas expectativas y buscan con su quehacer 
y gestión influir en distintos grados en la toma de decisiones. Sin 
embargo, hay especificidades que guardan relación con corporacio-
nes que se orientan, por ejemplo, a la defensa del medio ambiente 
y de los pueblos originarios, representando realidades propias de 
Aysén. Por una parte, se enfatiza la belleza paisajística y el volumen 
de agua dulce en los cuerpos de agua, proporcionalmente mucho 
mayor que aquel disponible en otras regiones del país, y por otra, 
la presencia de habitantes que reconocen formar parte del pueblo 
Mapuche Tehuelche. 

Hay trabajos sistemáticos que se han llevado adelante con 
Programas de intervención comunitaria, que obedecen a políticas 
públicas destinadas a mejorar la calidad de vida de los habitantes, 
por ejemplo el denominado Programa Barrios, el cual sigue una 
metodología participativa, creando diversos cuerpos intermedios 
informales, o dicho de otro modo sin personalidad jurídica, pero 
que han demostrado ser eficientes como medio de cohesión social 
en contextos territoriales específicos y con fines muy concretos.

Coyhaique, es la capital de la región de Aysén y su población 
constituye cerca del 60% de ella. Por tanto, la construcción de ciudad 
es un desafío para que esta resulte habitable en un entorno complejo, 
teniendo presente la multitud de factores que influyen en el hecho 
de que una ciudad funcione bien. Siendo la región un territorio con 
paisajes valorados internacionalmente por agencias especializadas 
en destinos y por estudiosos de los ecosistemas, la ciudad capital, 
la más poblada de Aysén, pero de tamaño pequeño, sin discutir ni 
profundizar sobre la clasificación, en el corazón de la Patagonia, ha 



Directorio urbano de Coyhaique: hacia una participación eficiente

157

sido por largo tiempo, hasta la actualidad y durante las épocas in-
vernales, la ciudad más contaminada de América, fundamentalmente 
por el uso de leña en las temporadas frías, para calefacción. Distinta 
de otras realidades, el contaminante principal no es la emisión que 
proviene del transporte.

El Directorio Urbano de Coyhaique,  
instancia de reflexión y diálogo

El Directorio Urbano nace como una iniciativa que busca mirar 
el futuro desde un espacio de encuentro que reúna a actores, que bajo 
otras modalidades actúan en paralelo, para tratar temas similares 
o complementarios, pero que han desarrollado agencias que son 
suficientes para sí mismas, mas no para el conjunto del territorio. Lo 
señalado, ocurre con mayor frecuencia a nivel público, en particular 
con el trabajo de los ministerios, y que se agrava por el centralismo 
que aún caracteriza el sistema público en Chile. 

El Directorio Urbano de Coyhaique declaró constituirse como: 
«una instancia que facilitará la Participación Ciudadana y de los 
sectores involucrados en la Gestión Urbana, con el objeto de contri-
buir e impulsar el desarrollo armónico de la ciudad en sus aspectos 
económicos, sociales, ambientales, estructurales, funcionales y espa-
ciales» (Convenio Marco Trabajo Colaborativo para la Constitución 
del Directorio Urbano de Coyhaique). El trabajo se planteó en orden 
a crear un Plan Centenario, dado que en el año 2029 se celebrará 
el primer siglo de vida de la ciudad, por tanto, el hito se propuso 
como una meta para consolidar la visión de ciudad construida en 
conjunto y la ejecución de proyectos estratégicos asociados.

Las circunstancias que en su momento se plantearon, para efec-
tos de proponer el Directorio Urbano como una forma participativa 
de atender el desarrollo de la ciudad fueron, por una parte, la cons-
tatación de que la ciudad necesitaba una instancia de cooperación 
eficiente entre los actores que intervienen en las decisiones que la 
afectan e implican al conjunto de los habitantes del territorio, y 
por otro lado, se consideró la oportunidad de futuro que la ciudad 
tiene, en la medida que se alcancen acuerdos entre los actores, tanto 
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para los diagnósticos como para la planificación y ejecución de las 
acciones propias de ellos.

La iniciativa, no tiene el carácter de entidad pública, sino más 
bien es una conjunción de actores y sujetos que se proponen la bús-
queda de un sistema de gobernanza cuyo efecto sea verificable en 
los factores de construcción de ciudad.

Sobre los actores

La estrategia se diseñó en su base institucional considerando 
experiencias en otra comuna a nivel nacional, específicamente 
Concepción, la cual inició su propio proceso hace varios años. La 
selección de actores considerados en el directorio se planteó orien-
tada a la búsqueda de líderes representativos de sus organismos. Se 
invitó a dirigentes de la sociedad civil, del sector privado, del sector 
público y a las Universidades con presencia en la Región de Aysén, 
para conformar el directorio, el cual comenzó a reunirse bajo las 
premisas antes señaladas. 

Los miembros del directorio son dirigentes representativos y 
autoridades, pero además la composición ha considerado institu-
ciones cuyo aporte esperado guarda relación con la profundidad de 
su especialidad en la definición urbana, dada la pertinencia de las 
actividades que desarrollan.

Un elemento adicional en el proceso de conformación del direc-
torio es que, a la motivación para darle vida, se sumó una propuesta 
técnica de la unidad de asesoría urbana de la propia municipalidad 
de Coyhaique, por tanto, la formación del directorio conllevó el 
aporte profesional para la interpretación del territorio y acciones 
que pudieran desarrollarse. Se constata que, si bien el cargo de ase-
sor urbanista se contempla en la principal norma municipal, dicha 
función queda supeditada a los recursos que se le designen, para 
su funcionamiento. Por ello, el liderazgo que se ejerce desde dicha 
unidad municipal debe reconocerse como un aporte que supera lo 
administrativo.
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Sobre los alcances de la reflexión  
y la toma de decisiones

Uno de los aspectos complejos en los sistemas de participación, 
y el Directorio Urbano no escapa a ello, son las reglas de funciona-
miento, las normas que lo rigen, que en este caso, si bien se aprueban 
por el Concejo Municipal, estas son dinámicas en tanto los temas 
atendidos incumben de forma diversa a los componentes y solo se 
plantean interrogantes en la medida que surgen asuntos relativos a 
conflictos de intereses, propuestas opuestas o situaciones jurídicas 
que limiten la generación de consenso.

La dinámica local demuestra que es complejo para quienes 
ejercen autoridad en sus diversos ámbitos, tener la disposición a 
ceder parte de su poder o al menos generar un ambiente propicio 
para la búsqueda de acuerdos que impliquen adoptar decisiones en 
conjunto, lo que demostraría, más que una debilidad, una necesi-
dad de profundizar precisamente en las formas cómo se hace más 
eficiente la toma de decisiones, situación que implicaría profundizar 
en transparencia, para compartir información.

La práctica del directorio demuestra que se requiere una defini-
ción de la cronología o al menos de una planificación de la partici-
pación en su proceso, ya sea para definir sugerencias de lineamientos 
futuros, o bien, adoptar acuerdos para llevar adelante iniciativas 
que requieren el concurso de los actores. La incorporación de las 
prácticas de participación ha ido lentamente interpelando a los ac-
tores involucrados respecto de: a) qué esperar de la participación, 
b) explicar por qué se propicia y c) para qué se inician los procesos. 
El conjunto de preguntas y otras no definidas son esperadas por 
quienes son convocados a formar parte de las instancias; su falta de 
respuesta o respuestas parciales derivan en expectativas no cumpli-
das, o bien, generan nuevas situaciones, como por ejemplo, exigir 
acciones vinculantes a contrapartes no preparadas para dialogar 
sobre soluciones consensuadas. El Directorio ha iniciado su propio 
recorrido en la solución de dichas preguntas, sobre las que en general 
se demuestra falta de un sistema de actuaciones que involucran los 
liderazgos y habilidades para el diálogo de los participantes.
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El Directorio Urbano es una modalidad de encuentro de actores 
que han sido invitados a reflexionar, pensar en conjunto el desarrollo 
de Coyhaique. Es una construcción institucional voluntaria y solo 
obliga la meta de alcanzar productos que modelen y propongan 
elementos del desarrollo urbano en un horizonte de tiempo, cuyo 
límite está definido por el hito del centenario de la ciudad, de corto 
y mediano plazo.

Las actas del directorio demuestran el interés por los grandes 
temas de la ciudad capital regional y su devenir; por otra parte, el 
proceso da cuenta de las debilidades de los actores actuando en 
forma separada. A modo de ejemplo el Plan Regulador de Coyhai-
que inició su proceso de aprobación hace más de dos años, sin que 
durante ese periodo de tiempo haya alcanzado el cierre de su ciclo o 
aprobación, sino más bien, se haya puesto en duda su sometimiento 
y se esté considerando actualmente optar por enfatizar la aprobación 
del Plan Intercomunal Coyhaique-Aysén, hecho que lleva a concluir 
que cuando los actores, es decir los servicios públicos involucrados, 
no logran avanzar en sus especificidades de las cuales están dotados 
por ley, un sistema de gobernanza puede ser una herramienta que 
mejore la eficiencia de los procesos.

La situación señalada a modo de ejemplo da lugar a una nueva 
reflexión, la cual guarda relación con la suma de nuevos actores, entre 
los que se cuenta al menos uno, el que la ley define como organismo 
fiscalizador: se trata de la Contraloría General de la República, en-
tidad a la que corresponde la revisión de los procedimientos, pero 
que no ha participado de estos. Dada la relevancia que importa su 
rol en el cierre de procesos definidos por el sistema normativo, even-
tualmente su actuación podría ser revisada, incorporándola no para 
ser parte interesada o decisora, sino para hacer seguimiento desde 
el inicio a las actuaciones públicas, especialmente aquellas que por 
su alcance y magnitud resultan ser altamente complejas.

El directorio ha conocido, además, la situación de discrepan-
cia sobre un tema específico de ciudad, relativo a una acción de 
consulta y participación. La presentación de la situación ha sido 
motivada a iniciativa del Colegio de Arquitectos y está referida al 
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emplazamiento de una estructura arquitectónica significativa para 
la ciudad. Su anteproyecto o idea original, dio lugar a un ejercicio 
participativo, el que posteriormente habría sido abortado, en tanto 
ejercicio participativo, por el organismo propulsor de tal infraestruc-
tura. En opinión del colegio, el proceso de participación debió haber 
culminado con decisiones que dieran cuenta de cómo se respetaría 
la imagen de ciudad, que se gesta en conjunto, por parte de quienes 
conocen sobre urbanismo, además de otras afirmaciones que surgie-
ron de falta de elementos técnicos para definir la estructura, la cual 
se orienta a convertirse en edifico institucional. Dicha situación está 
en progreso y no se ha cerrado, sin embargo, es una oportunidad de 
ejercicio sobre la gobernanza urbana en Coyhaique.

Adicionalmente, otro elemento de aporte, que preliminarmente 
se puede anticipar como beneficio del Directorio Urbano de Coyhai-
que, es que las prácticas y propuestas son materia de reflexiones 
institucionales e individuales específicas, sin embargo, las soluciones 
que se vislumbren y se califiquen de exitosas pueden llegar a ser de 
aplicación general, a modo de metodologías, para otras experiencias 
que en términos comparativos sean susceptibles de ser replicables.

Conclusiones

El Directorio Urbano de Coyhaique es una iniciativa orientada 
a la gobernanza de la ciudad, aún en fase de consolidación, y se 
plantea como una instancia innovadora para reflexionar sobre los 
procesos que pudieran conducir a Coyhaique, para llegar a ser una 
ciudad exitosa.

En la actualidad resulta un imperativo contar con la discusión 
crítica de los actores involucrados, para avanzar en la conformación 
de un territorio, que por una parte sea capaz de responder a las 
aspiraciones de sus habitantes y por otra que supere por sí mismo 
sus limitaciones.

Los pasos dados por el Directorio Urbano de Coyhaique enfren-
tan los interrogantes propios del crecimiento; hay en su dinámica 
elementos que apuntan al sentido de la gobernanza como opción 
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metodológica, orientada a construir procesos eficientes. Se tiene 
por una parte el impulso de la acción colectiva y por otra, la reali-
dad de la institucionalidad versus la búsqueda de la participación 
vinculante. El contexto de la participación se da en un marco de 
institucionalidad, que por sí misma presenta carencias y elementos 
que son perfectibles, es decir, la práctica del Directorio Urbano de 
Coyhaique es también una posibilidad para preguntarse por la ca-
lidad de la democracia local.
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Escuela abierta:  
una herramienta transformadora

Gianinna Repetti Lara 
Administradora Municipal de Recoleta

Alejandra Placencia Cabello 
Profesora de Estado en Filosofía

«Escuela Abierta» es un programa creado para que los cen-
tros educativos municipales de Recoleta se conviertan en un polo 
de desarrollo social para toda la comunidad, es decir, estudiantes, 
organizaciones sociales, culturales y territoriales. El concepto que 
direcciona el programa se sustenta en la premisa de que abrir la 
escuela a la comunidad es, al mismo tiempo, contribuir a demo-
cratizar la escuela. El diagnóstico inicial, realizado a partir de la 
administración municipal encabezada por el alcalde Daniel Jadue, 
arrojó que la comuna carecía de espacios gratuitos para el encuen-
tro vecinal y que la infraestructura disponible en sedes sociales era 
insuficiente. Asimismo, los espacios para la juventud y la realización 
de actividades culturales y deportivas eran muy escasos o práctica-
mente inexistentes.

Hoy día, Escuela Abierta no solo es un programa emblemático, 
sino que además es exitoso, porque logró cubrir una necesidad real 
de la comunidad, que fue, en primer término, facilitar espacios para 
las organizaciones sociales, sin tener que invertir en infraestructura. 
El programa comenzó su desarrollo en seis establecimientos educati-
vos hasta llegar a las 19 escuelas de administración municipal. En su 
concepción, Escuela Abierta tiene el sello de una gestión municipal 
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innovadora, participativa y enfocada en mejorar la calidad de vida 
de la población recoletana, lo que progresivamente se ha demostrado 
con el crecimiento de iniciativas y participación, pero también con 
el compromiso que los beneficiarios del programa han adquirido 
con las escuelas, colaborando en la mantención, el adecuado fun-
cionamiento, respetando los espacios y las dinámicas propias de las 
actividades que se realizan en Escuela Abierta.

Gestión de espacios para la comunidad1

2013 2014 2015 2016 2017

Cantidad total de solicitu-
des de espacio atendidas

208 401 432 419 469

Núm. de participantes 
aproximados

18.530 28.266 34.141 26.778 28.562

Antes de la implementación del programa, las escuelas municipa-
les eran entidades cerradas al barrio, como ocurre en la mayoría de 
los lugares de Chile, sin embargo, abrirlas a la comunidad, para que la 
infraestructura estuviera disponible a las más diversas organizaciones 
territoriales, contribuyó a suplir una carencia concreta y posibilitó el 
desarrollo, regularidad y fortalecimiento de las organizaciones. A eso 
se sumó la oferta de talleres del municipio, a partir de la generación 
de vínculos con otros organismos como fundaciones, y el trabajo 
intersectorial con otras direcciones del municipio como Medio Am-
biente, Salud, Cultura, Deportes y DIDECO, aportando al proyecto 
con actividades y talleres de las más diversas áreas. La comunidad 
escolar debió abrir las escuelas, eliminando progresivamente la re-
sistencia cultural de ser o existir solo para sí y comprender que se 
debe educar para la inclusión social y la formación ciudadana, que 
es una de las consecuencias más inmediatas de esta apertura al am-
pliar el contexto educativo incorporando al entorno natural, social 
y cultural. La comunidad escolar debió hacer una transformación 

1  Fuente: DAEM Municipalidad de Recoleta, Programa “Escuela Abierta”, año 2018.
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de sí misma e incorporar en sus proyectos educativos institucionales 
esta nueva relación con la comunidad.

Para que la escuela sea genuinamente un lugar abierto a la co-
munidad, se han generado instancias de trabajo permanente que se 
han ido perfeccionando en virtud de la experiencia. Lo fundamental 
es que la escuela dejó de funcionar solo en base a una estructura 
organizacional tradicional y de un modo unidireccional en la toma 
de decisiones; es decir, adquirió una dinámica de comunidad como 
‘cuerpo colegiado’, que discute lo que ocurre en su escuela, define 
y se compromete, actuando en base al diálogo, la responsabilidad y 
el respeto de todos los miembros que la componen.

El vínculo escuela-comunidad se da en un marco que impulsa 
el cambio cultural y dinámicas de la escuela, lo que debe darse en 
diversos planos como son: las relaciones de convivencia entre las 
personas, con los espacios físicos, actitudinales y pedagógicos, entre 
otros. Para ello se definieron las siguientes reuniones como instancias 
de participación, las que se suman a las que han sido tradicionales 
en las escuelas: Coordinación de Escuela Abierta con los encarga-
dos de escuela y miembros del equipo para monitorear avances y 
funcionamiento; reuniones de Directorio Colegiado, constituido 
como ‘Consejo Escolar’, con los representantes de la comunidad, 
pero de carácter resolutivo; actividades de intercambio permanente 
entre las organizaciones sociales usuarias/beneficiarias de Escuela 
Abierta, como Juntas de Vecinos y organizaciones sociales; trabajo 
intersectorial, entre distintas direcciones municipales y corporacio-
nes para el trabajo coordinado y definición de iniciativas conjuntas.

Al cabo de cinco años de implementación, se ha avanzado en 
dinámicas participativas en que la comunidad se ha apropiado del 
programa, ha colaborado en su mejor funcionamiento y se han 
establecido compromisos recíprocos entre la Municipalidad y las 
organizaciones que son parte de Escuela Abierta. 

Una de las últimas iniciativas implementadas fueron las «Cartas 
de Servicio Municipal», propuesta piloto de la SUBDERE a una can-
tidad acotada de municipios en Chile. Recoleta se incorporó a par-
ticipar con el programa, permitiéndole trabajar una metodología de 
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participación que constituye un avance en la línea de afianzar buenas 
prácticas municipales en los servicios y/o programas que benefician 
a la comunidad recoletana. Se realizaron reuniones preparatorias 
con apoyo de la consultora PCP, designada por la SUBDERE, y el 
equipo compuesto por la Administración Municipal y encargados 
del Programa Escuela Abierta y DAEM. Se realizaron jornadas 
de participación ciudadana con representantes de la comunidad 
escolar y organizaciones sociales que son usuarios/beneficiarios de 
Escuela Abierta. En tres jornadas se determinaron los compromisos 
de la comunidad con el programa y se recibieron opiniones para 
mejorar los compromisos que la municipalidad podría establecer 
con la comunidad. En la última reunión se determinó un Comité 
de Seguimiento de los compromisos y se firmó un acta en que los 
miembros del comité se hicieron responsables de evaluar el cumpli-
miento de la Carta de Servicio al cabo de un año. Una vez definidos 
los compromisos, se trabajó un diseño de afiche con la Consultora 
y equipo de comunicaciones de la Municipalidad para exponerlo en 
todas las reparticiones municipales y escuelas.

De esta experiencia se pueden identificar aprendizajes importan-
tes para la mejora constante del programa. Algunas fortalezas son:

• La Carta de Servicio permitió identificar que el programa 
Escuela Abierta es altamente valorado por la comunidad.

• La comunidad está dispuesta a colaborar para mejorar 
las dinámicas de funcionamiento que se dan entre los be-
neficiarios/usuarios con el municipio y entre las mismas 
organizaciones.

• El equipo del programa Escuela Abierta respondió rápida 
y favorablemente a los requerimientos solicitados para la 
elaboración de la Carta de Servicio.

Algunas dificultades del mecanismo de participación, resueltos 
a tiempo para que la iniciativa pudiera concretarse, fueron:
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• Lograr reunir a la misma gente para las jornadas de par-
ticipación en las que se requirió ir ratificando los puntos 
señalados como acuerdo. Se realizaron esfuerzos adicionales 
para lograr el objetivo.

• Los tiempos administrativos retrasaron un poco el cum-
plimiento del calendario inicial, ya que se comenzó con el 
trabajo con plazos muy limitados y se tuvieron que hacer 
adecuaciones de acuerdo con la realidad.

El mecanismo de participación utilizado para la realización de la 
«Carta de Servicio Municipal del Programa Escuela Abierta» posee 
varias ventajas:      

• Permite escuchar a la comunidad y dialogar para mejorar 
el trabajo que se realiza en el Programa, lo que se vuelve 
relevante al considerar que es un servicio de alta valoración 
social.

• Permitió comprometer a la comunidad y al municipio en 
una relación de reciprocidad con Escuela Abierta.

• Establecer un comité de seguimiento posibilita evaluar la 
implementación de los compromisos que, al ser elaborados 
participativamente y ser conocidos por todos, fortalecen el 
trabajo del municipio y su vínculo con la comunidad.

Una vez terminado el proceso de elaboración, se evaluó que 
la iniciativa realizada es una buena práctica municipal porque se 
cumple con un objetivo fundamental: incorporar a la comunidad 
recoletana en la mejora de los servicios que se ofrecen y que tienen 
el foco puesto en la participación ciudadana para que estos puedan 
crecer, ser más convocantes y robustecerse como política permanente 
y actualizada en beneficio de los vecinos de la comuna.
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El equipo encargado de Escuela Abierta realiza una permanente 
reflexión a partir de la experiencia del programa. Se pueden destacar 
el respeto y valor que se le da a la educación pública, ya que la escuela 
es de toda la comunidad. Se ha logrado integrar positivamente la 
política de Escuela Abierta a las actividades permanentes y cotidianas 
de la escuela, en una relación democrática entre los participantes y 
la comunidad. Se ha puesto en valor la identidad, cultura y talentos 
locales, entre otros. 

Desde el año 2013 a la fecha el desarrollo del programa ha 
crecido permitiendo una serie de iniciativas que se han instalado 
como política pública a nivel local, pero con proyección nacional. 
Actualmente, las actividades de la comunidad se han complemen-
tado con algunas innovaciones impulsadas por la Municipalidad, 
por ejemplo: becas, cursos de conducción, curso lengua de señas, 
escuela popular de teatro, muralismo, desarrollo de proyectos so-
cioeducativos, entre otros.

Como política nacional, aplicable a la diversidad de municipios 
que existen en Chile, en abril de 2017 el MINEDUC publica a través 
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de la División de Educación General, el documento «Orientaciones 
para la implementación de Escuela Abierta a la Comunidad», en el 
marco del lanzamiento de la nueva política de Familia y Comunidad. 
Por otra parte, en mayo del mismo año, se entrega el reconocimiento 
«Buenas prácticas en materia de seguridad pública y la prevención del 
delito», de la Subsecretaría de Prevención del Delito y el Centro de 
Estudios en Seguridad Ciudadana del Instituto de Asuntos Públicos 
de la Universidad de Chile. Estos ejemplos, son una muestra de que 
el concepto de Escuela Abierta, desarrollado en Recoleta, posee un 
valor que trasciende la realidad local y tiene perspectivas amplias, 
con implicancias positivas para la comunidad escolar y el entorno 
social en los más diversos temas.
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Programa Congreso Infantil.  
Municipalidad de Temuco

Departamento Comunitario y Vecinal*   
Dirección de Desarrollo Comunitario 

Municipalidad de Temuco

1.- Introducción

Para la Municipalidad de Temuco, el programa Congreso de 
Niños es una instancia de participación ciudadana propuesta a to-
dos los establecimientos educacionales de la comuna, municipales, 
subvencionados y particulares. En la práctica el Congreso de Niños 
es una instancia donde las niñas y niños asumen un papel activo 
en sus comunidades escolares, donde tienen la libertad de expresar 
opiniones, hablar sobre los asuntos que les afectan e intercambiar 
experiencias con sus pares en busca de una solución en común.

Por consiguiente, la Municipalidad de Temuco a través del 
programa Congreso de Niños, busca fomentar en los niños y niñas 
una cultura de participación ciudadana, donde dialoguen, analicen 
y reflexionen sobre las problemáticas existentes en su entorno y con 
estos antecedentes crear iniciativas y proyecto construidos en alianza, 
considerando la opinión de sus pares.

La participación infantil es reconocida como un derecho según se 
indica en la «Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de la Infancia» (1989), de acuerdo con Susan Fountain, citada en 
Confancia: con voz, del Consejo de la juventud de España (2004, 

* Equipo Técnico: Valeria Constanzo S., Rodrigo Pinto M., Tomás Contreras, 
Miguel Gamonal Paredes.
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p. 12), que en su libro «¡Nada más Justo!», divide los artículos de 
la convención en cuatro amplias categorías:

• Derechos a la Supervivencia.
• Derechos al Desarrollo.
• Derechos a la Protección.
• Derechos a la Participación.

2.- Contextualización

La comuna de Temuco posee una población de 36.712 jóvenes 
que se encuentran en el rango de los cinco a los 14 años (CENSO 
2017), esto corresponde a cerca del 13% de la población total de la 
comuna. Dado el rango etario en el que se encuentran, no pueden 
representar legalmente a ninguna organización funcional o territorial, 
como tampoco participar en los distintos procesos eleccionarios de 
autoridades locales, regionales y presidenciales.

La Municipalidad de Temuco, en su tarea de formar una ciuda-
danía responsable, comprometida e informada, durante el año 2016 
crea el «Congreso de Niños», instancia que permitió realizar un 
diagnóstico respecto a las problemáticas y necesidades de la comuna 
desde el punto de vista de los niños y niñas; en dicho momento se 
invitó a todos los establecimientos educacionales, convocándose a 
12 establecimientos, con un total de 60 niños, quienes pudieron ente-
rarse de cuáles eran las funciones y responsabilidades del municipio, 
para posteriormente trabajar en el análisis de esta información y así 
proponer ideas de mejoramiento de la comuna.

En la segunda Versión del Congreso de Niños, se utilizó una 
nueva metodología de trabajo, donde los participantes tenían la po-
sibilidad de desarrollar una temática y convertirla en una iniciativa 
que fuera en beneficio de su macrosector y comunidad en general, 
propiciando buscar temáticas que fueran orientadas a las mismas 
trabajadas en el año anterior. 
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3.- Desarrollo del programa congreso infantil

3.1.-Metodología de trabajo

a) Objetivos del programa

Objetivo general

Generar y co-construir instancias de participación ciudadana, 
discusión y toma de decisiones, de los habitantes de la comuna en 
temas de interés barrial y comunal, entendiendo la participación 
ciudadana como un indicador del mejoramiento de sus condiciones 
sociales.

Objetivos específicos

1. Contribuir en la construcción responsable y consciente de 
ciudadanía en los niños y niñas de Temuco, a través de la 
incorporación de la opinión ciudadana en las iniciativas 
propuestas en su territorio, fortaleciendo las nociones de 
democracia y participación, lo que permite que los resultados 
proyectados sean más efectivos y cercanos a las necesidades 
de las comunidades.

2. Propiciar instancias de diálogo, reflexión y debate para niñas 
y niños de Temuco, donde puedan expresar opiniones, respe-
tando puntos de vista y formulando preguntas relacionadas 
con el tema propuesto al macrosector.

3. Potenciar el levantamiento de líderes naturales presentes 
en las reuniones, de manera que estos puedan expresar de 
forma oral y visual el tema abordado, en una exposición or-
ganizada y estructurada de manera adecuada, incorporando 
el material de apoyo pertinente, dirigida a las autoridades 
comunales representando a los establecimientos de cada 
macrosector.
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b) Fase convocatoria

Se realizó la invitación a 100 directores y sostenedores de esta-
blecimientos educacionales municipales, subvencionados y Privados 
de la comuna de Temuco. Cada establecimiento registró cinco alum-
nos, preferentemente un niño y/o niña por curso, con la intención 
de promover la equidad de género. La convocatoria fue contestada 
por 22 establecimientos educacionales urbanos y rurales de la co-
muna, traducido a 110 niños y niñas de cuarto a sexto básico y 22 
profesores tutores, es decir 132 participantes activos. 

3.2.-Desarrollo de las asambleas por macrosector

a) Asamblea

Durante la primero asamblea se dio a conocer a los participantes los 
resultados obtenidos en la jornada diagnóstica del año 2016, permitien-
do un espacio de consultas, reflexión y análisis. Con estos antecedentes 
expuestos se inició la jornada donde se formaron mesas de trabajo, 
que contaban de cinco a siete estudiantes de distintos establecimientos. 

Cada grupo debía elegir una temática en específico para elaborar 
un anteproyecto, donde los integrantes estuviesen de acuerdo. Para esto, 
se dispuso de moderadores, quienes debieron apoyar y aclarar dudas 
de la realización del anteproyecto, además de entregar los materiales 
necesarios para la creación de un papelógrafo o collage que reflejara y 
explicara su iniciativa. En el desarrollo de la actividad, la temática más 
abordada fue la de medio ambiente en los establecimientos urbanos y 
la conectividad digital en los establecimientos rurales.

Al finalizar la jornada, cada grupo eligió a dos representantes, 
quienes expusieron su idea, contemplando objetivos, cobertura, 
población objetivo y alcances, con el fin de que todos, niñas y niños, 
pudieran pasar al primer proceso de deliberación del programa, el 
cual consistía en informarse, decidir y votar por el proyecto que mejor 
representara sus ideas y al macrosector, siendo la idea seleccionada 
expuesta en la jornada final del Congreso de Niños.
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b) Congreso

En la jornada final del Congreso Comunal, ocho proyectos, 
uno de cada macrosector, fueron expuestos a todas las niñas y ni-
ños participantes de las jornadas y a las autoridades, esto con el fin 
de que los niños participaran de la segunda etapa deliberativa que 
contempla este programa, la cual comprende que los participantes se 
informen, decidan y voten por el proyecto que les parece más viable 
de realizar a nivel comunal. 

En dicho proceso se vivenciaron las distintas fases antes descritas 
y en cuatro horas de trabajo se procedió a realizar la votación, donde 
las niñas y niños eligieron el proyecto representante del macrosector 
Santa Rosa, denominado «Eco-parque camino hacia el futuro» el 
que cuenta con un presupuesto de diez millones de pesos para ser 
ejecutado en el periodo 2017-2018.

c) Ejecución proyecto ganador

El proyecto «Eco-parque camino hacia el futuro», tiene por 
objetivo fomentar e incentivar en los niños y niñas una cultura 
medioambiental, basándose en la realización de talleres educativos 
teórico-prácticos en torno a las temáticas de compostaje, la regla de 
las tres R (reciclar, reutilizar y reducir) y jardines urbanos, el cual 
será ejecutado en el Parque Langdon del macrosector Santa Rosa.

Esto con el fin de que las niñas y niños involucrados clase a clase 
conozcan el resultado de su trabajo y que las intervenciones que se 
hagan sean parte del hermoseamiento del mismo parque. 

La ejecución de la iniciativa considera la participación de 100 
niños pertenecientes a establecimientos educacionales y juntas de 
vecinos del macrosector Santa Rosa y tendrá una duración de tres 
meses desde septiembre a noviembre de 2018.
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Promoción de la participación 
ciudadana a nivel local desde 

las bibliotecas públicas en Chile: 
aprendizajes del programa  

biblioacción ciuDaDana*

Juan Fernández Labbé**  
RIMISP

Introducción

Este artículo se basa en el proceso de sistematización y evalua-
ción del programa Biblioacción Ciudadana, que se propuso explorar 
durante tres años nuevas prácticas en el fortalecimiento del vínculo 
entre las bibliotecas públicas (en adelante BP), los gobiernos locales 
y la ciudadanía en Chile, a través del desarrollo de proyectos de 
interés de la comunidad. Fue ejecutado por la Fundación Democra-
cia y Desarrollo (FDD), en conjunto con 14 municipios y sus BP, y 
contó con el financiamiento de la Fundación Bill & Melinda Gates. 

* Este artículo es una síntesis de dos documentos preparados en el marco del 
programa Biblioacción Ciudadana, los cuales fueron en su momento comenta-
dos por Clara Budnik, Francisca Navarro, Paz Zavala, Fernando Pardo y Luis 
Santana. El autor agradece sinceramente sus comentarios. También agradece 
al conjunto de profesionales que colaboraron en el trabajo de campo durante 
tres años y a los equipos locales de las bibliotecas y municipios integrantes de 
esta experiencia. 

** Investigador en Rimisp-Centro Latinoamericano para el Desarrollo Rural. Doc-
tor en Sociología. Coordinador de la evaluación y sistematización del proyecto 
Biblioacción Ciudadana. <jfernandez@rimisp.org> 
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El programa se focalizó en el diseño e implementación de formas 
innovadoras para promover la participación ciudadana (presencial y 
virtual) a través de las BP e involucrar a las personas y organizaciones 
sociales en la toma de decisiones de los gobiernos locales. Se orientó 
a que las BP estimularan el aumento del compromiso ciudadano 
con los temas locales, los municipios mejoraran los procesos de 
toma de decisiones en torno a los desafíos presentes y futuros de la 
comunidad, y la ciudadanía contribuyera al dinamismo económico, 
la inclusión social y el desarrollo local. 

Su modelo de acción consideraba tres características relevantes: 
(i) la firma de un convenio conjunto entre biblioteca-municipio y 
la FDD, y el consiguiente compromiso de formar un equipo con un 
funcionario de la biblioteca y uno del municipio para la ejecución del 
proyecto; (ii) la promoción de la articulación biblioteca-municipio-
comunidad; y (iii) las TICs al servicio de la incidencia y dinamización 
social (uso de redes sociales y plataformas digitales para el fomento 
de la participación ciudadana y el desarrollo local). 

Participaron 14 municipios y 17 bibliotecas de ocho regiones 
del país, abarcando una gran diversidad de realidades geográficas, 
culturales y socioeconómicas. Las comunas involucradas fueron: 
San Pedro de Atacama (Región de Antofagasta), Río Hurtado (Re-
gión de Coquimbo), Santiago, Recoleta, Providencia, Huechuraba, 
Melipilla (Región Metropolitana), Doñihue (Región de O’Higgins), 
Perquenco, Renaico (Región de la Araucanía), Futrono, Los Lagos 
(Región de Los Ríos), Quemchi (Región de Los Lagos) y Coyhaique 
(Región de Aysén).

El rol de Rimisp fue acompañar la ejecución sistematizando 
los procesos y reflexionando sobre sus resultados a partir de tres 
preguntas guía: a) ¿Qué cambió en las comunas del programa en 
torno a las bibliotecas y la participación ciudadana?; b) ¿Qué ex-
plica los cambios ocurridos?; y c) ¿Qué lecciones y aprendizajes se 
extraen de lo realizado? Para ello, entre los años 2014 y 2016, se 
realizaron sucesivas visitas en terreno a las 14 comunas, llevando a 
cabo aproximadamente 300 entrevistas y 42 reuniones con actores 
involucrados a nivel comunal, así como media docena de reuniones 
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con el equipo de coordinación nacional del programa, entrevistas con 
un representante de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos 
(DIBAM), y la aplicación de un cuestionario online a bibliotecas 
no-participantes. 

El presente documento se organiza en cinco secciones: la primera 
sitúa al programa en cuanto a su propuesta y premisas principales; 
la segunda presenta a los proyectos comunales, su situación inicial y 
evolución en el tiempo; la tercera analiza la existencia de cambios en 
torno a las BP municipales; la cuarta identifica factores facilitadores 
y nudos críticos; y finalmente la quinta presenta una reflexión acerca 
de las condiciones que desafían la promoción de la participación 
ciudadana desde las bibliotecas y enuncia un conjunto de orienta-
ciones para llevarla a cabo.

El programa biblioacción ciuDaDana  
y su propuesta de cambio

El programa se sitúa en la discusión teórico-práctica relativa al 
rol y función social de las BP, ante contextos sociales dinámicos. Re-
coge el espíritu de los manifiestos de la UNESCO y de la Federación 
Internacional de Asociaciones de Bibliotecarios y Bibliotecas (IFLA) 
en el sentido de considerar a la BP como fuerza viva de educación, 
cultura e información, aspectos fundamentales para la participación 
ciudadana y la consolidación democrática, así como de la tradición 
fundacional de la BP chilena ilustrada y republicana, que relevaba la 
formación de ciudadanos para el progreso y desarrollo de la sociedad. 
Además, considera la historia reciente del país, tanto en materia de 
institucionalidad bibliotecaria (esfuerzos de la década de los noventa 
por abrir la biblioteca a la comunidad), como de dinámicas sociales 
más recientes (movilizaciones sociales, ciudadanía demandante e 
insuficientes o ineficaces canales de participación ciudadana, y la 
necesidad de políticas públicas participativas).

En Chile, desde 1997, con el manual Gestión participativa en 
bibliotecas públicas, se ponía en la agenda de las bibliotecas la nece-
sidad de vincularse activamente con sus comunidades, estableciendo 
«una relación dinámica, permanente y fluida (…) que transforme a 
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la jefa o jefe de la biblioteca en un gestor cultural, reconocido por 
su comunidad» (DIBAM, 1997: 13). Era un paso importante, donde 
se hablaba de autodiagnósticos comunitarios y de planes anuales 
de acción cultural. 

Casi veinte años después, el programa promovía la idea de 
que las bibliotecas podían –y debían– ir más allá, constituyéndose 
en un articulador de la comunidad y el municipio en ámbitos de 
desarrollo local.

El programa Biblioacción tenía como punto de partida tres 
premisas: (1) la participación ciudadana debe incorporarse a las 
bibliotecas, porque es un derecho y contribuye a superar las inequi-
dades y formas de discriminación que afectan a la población; hace 
más eficiente y pertinente el trabajo de la biblioteca al considerar la 
mirada y los recursos de la población local; y es un compromiso del 
Estado, a incluir en sus políticas y acciones; (2) la convicción de que 
las BP pueden jugar un papel importante en el fortalecimiento de la 
participación ciudadana, ya que son centros comunitarios que suelen 
mantener distancia con las dinámicas políticas de los gobiernos de 
turno y tienen activos relevantes: un espacio físico gratuito y abierto 
al público, recursos tecnológicos, personal capacitado y vínculos con 
los gobiernos locales y grupos organizados de la comunidad, que les 
permitirían canalizar la voluntad de participación y creatividad de 
la ciudadanía y ser un puente con las autoridades locales; (3) por 
último, que un acompañamiento a equipos comunales conformados 
por la biblioteca y el municipio, contribuiría a desplegar y potenciar 
iniciativas locales que redundarían en cambios en los roles de los 
actores involucrados y en las relaciones entre ellos. 

La teoría de cambio del programa (para transitar de la situación 
actual a la deseada) puede resumirse así: 

• El propósito es fomentar la participación ciudadana y el 
compromiso cívico a través de las BP, facilitando el invo-
lucramiento de los ciudadanos en el proceso de toma de 
decisiones de los municipios.
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• Se espera que las bibliotecas sean articuladores locales que 
hagan de puente entre la ciudadanía y el gobierno local; que 
los municipios sean facilitadores, que escuchen, canalicen 
y den respuestas responsables a las demandas/propuestas 
ciudadanas; y que las organizaciones sociales sean movili-
zadoras de la ciudadanía, representándola e involucrándola 
en la identificación de problemas, generación de soluciones y 
desarrollo de acciones en torno a las decisiones municipales. 

• Para lograr el propósito, el programa se planteó una estrate-
gia de acción con cuatro ejes: (i) seleccionar a las bibliotecas 
participantes, constituir una comunidad de aprendizaje con 
ellas y que se formularan planes de acción en cada una (para 
ello realizó encuentros nacionales de intercambio, y facilitó 
plataformas tecnológicas como www.biblioaccionciudada-
na.cl y www.elquintopoder.cl); (ii) capacitar a los equipos 
locales para la elaboración de estrategias de participación 
ciudadana (cursos e-learning y talleres presenciales); (iii) 
estimular el compromiso cívico de las comunidades mediante 
las bibliotecas (visitas de apoyo y seguimiento, financiamien-
tos puntuales y contratación de movilizadores locales); y 
(iv) generar un conjunto de orientaciones para estimular la 
participación ciudadana y el compromiso cívico desde las 
bibliotecas (proceso de sistematización y evaluación, que 
incluyó talleres, visitas de campo y la elaboración de infor-
mes sucesivos y una Guía para promover la participación 
ciudadana desde las bibliotecas públicas (Fernández e Ivusic, 
2017). Por último, para la sostenibilidad y consolidación de 
los resultados del programa, se incluyó la externalización 
de una línea de desarrollo de capacidades y formación de 
formadores y un plan de divulgación y promoción desde 
herramientas digitales, que incluye un sitio web con la infor-
mación, los recursos y herramientas generadas y recopiladas 
durante el programa1.  

1  La Guía se encuentra disponible en español e inglés en www.biblioaccionciu-
dadana.cl
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En términos conceptuales, el programa se basó en un modelo 
de participación ciudadana de cinco niveles, el que asocia grados de 
comunicación entre la institucionalidad pública y la ciudadanía, con 
grados de participación. En el eje de la comunicación, desde la más 
básica o pasiva hasta la más avanzada o activa define: información, 
consulta, deliberación, concertación y corresponsabilidad; y en el eje 
de la participación define: acceso a los datos, solicitud de opinión, 
intercambio de argumentos, acuerdos entre intereses y compromisos 
para la acción (Ochoa y Valdés, 2014). 

Gráfico N°1: Modelo de participación  

ciudadana propuesto por el programa

Acceso a 
los datos

Se podrán utilizar distintos instrumentos y herramientas, de acuerdo a 
los objetivos que nos tracemos y a los resultados que queremos alcanzar.

Información Consulta Deliberación Concertación

- COMUNICACIÓN +

+
P
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Responsabilidad

Solicitud 
de opinión

Intercambio 
de argumentos

Acuerdos 
entre intereses

Compromisos 
para la acción

Fuente: presentación de Ochoa y Valdés (2014).

Los proyectos comunales, su punto inicial y evolución 

En Chile, de acuerdo con datos de DIBAM (2017), en el año 
2016 existe un total de 457 BP registradas. De ellas, la gran mayoría 
se encuentra bajo la administración de sus municipios y la asesoría 
técnica de la DIBAM, mientras que un grupo reducido depende 
directamente de esta última en ambos aspectos. 
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Una característica de las bibliotecas es su gran heterogeneidad 
en términos de tamaño y capacidad de gestión: desde bibliotecas 
unipersonales hasta otras con más de diez profesionales en su staff; 
algunas con instalaciones tecnológicas y acceso pleno a internet, y 
otras con conectividad limitada. Esa diversidad se refleja en las 17 
bibliotecas que formaron parte del programa2.

De hecho, la experiencia recoge una gran diversidad no solo en 
cuanto al tipo de bibliotecas, sino que también al tipo de territorios-
comunas (tamaño, ruralidad, etc.), al tipo de municipios (grado de 
autonomía financiera) y al tipo de sociedad local (proporción de 
población indígena, migrante, etc.), sumado a la ubicación geográfica 
(desde San Pedro de Atacama en el norte hasta Coyhaique en el sur).

Una primera pista respecto al estado inicial de las BP chilenas 
se observó al momento del concurso para la selección de las partici-
pantes en el programa. La convocatoria fue intensiva y multicanal, 
sin embargo, del universo potencial de participantes, solo el 6,4% 
postuló. La baja participación tuvo relación con dos aspectos fun-
damentales (Rimisp, 2016): i) la exigencia de conformación de una 
dupla entre la biblioteca y el municipio (se postulaba en conjunto y 
se comprometía trabajar la iniciativa de la misma manera) y ii) su 
foco en participación ciudadana y desarrollo local con una oferta de 
apoyo y acompañamiento, donde lo central no era un financiamiento 
directo o recursos de inversión. Ambos elementos hicieron que una 
parte importante de las bibliotecas desistiera de postular y, como 
se evidenciaría más adelante, que las postulantes seleccionadas se 
enfrentaran a diversos desafíos3.

Las bibliotecas participantes y su contexto comunal. Las co-
munas participantes presentan distintos tamaños poblacionales, 

2  Son 14 comunas, pero una de ellas (Coyhaique) involucra a cuatro bibliotecas, 
por lo que el total de bibliotecas asciende a 17. 

3  De las 15 comunas seleccionadas inicialmente, dos se retiraron en la primera 
etapa (Molina y Paillaco, reemplazadas por Melipilla y Huechuraba) y una en 
la segunda etapa (San Vicente de Tagua-Tagua, que no fue sustituida). Adicio-
nalmente, Río Hurtado, si bien se mantuvo hasta la fecha formal del convenio 
firmado, en la práctica no completó el proceso. 
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niveles de pobreza, escolaridad de su población, así como también 
sus municipios cuentan con condiciones de gestión diferenciadas.

Cuadro N°1: Caracterización de las comunas participantes

Dimensión
Ubicación de las comunas  

(n° de comunas según característica)

Población

(INE, 2016)

< 10.000 
hab.

10.000-
50.000 

hab.

50.001-
100.000 

hab.

>100.000 
hab.

4 4 2 4

Pobreza monetaria

(CASEN, 2011)

> 14,4%
10%-
14%

1%-9% <1%

4 5 4 1

Índice de Desarrollo 
Humano-IDH

(PNUD, 2003)

Top 10 11-99 100-200 201-341

2 3 3 6

Años de escolaridad prome-
dio (CASEN, 2011)

>10,5 años
8-10,5 
años

<8 años

2 11 1

Condiciones de gestión mu-
nicipal (SINIM, 2011)

Dependencia FCM 
>50%

Dependencia FCM 
<50%

9 5

Tipo de territorio funcional 
(Rimisp, 2011)

Rural-urb 
peq.

Rural-
urb 

med.

Rural-
urb  

grande

Metropo-
litano

2 4 3 5

Las bibliotecas también son muy diversas en capacidades físicas y 
humanas. Sus instalaciones, presupuesto, equipamiento tecnológico, 
personal y capacidades las sitúan en distintas posiciones frente al 
desafío de ser articuladoras locales para la participación ciudadana.
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Cuadro N°2: Caracterización de las bibliotecas participantes

Dimensión Ubicación de las bibliotecas

Antigüedad 

Menos de 17 
años (después del 

2000)

Más de 17 años  
(antes del año 2000)

6

Presupuesto anual*

(*4 sin información)

> 20 millones
Entre 8 y 20  

millones
<7 millones

4 2 8

Instalaciones
>200 mt2 100 y 200 mt2 <100 mt2

5 5 7

Tecnología
>10 pc con  

internet
5-10 pc con  

internet
<5 pc con  
internet

7 4 6

Personal
3 o más personas 1 o 2 personas

9 8

Los proyectos locales: sus diversas temáticas. La diversidad 
temática caracteriza a los proyectos desarrollados por las bibliote-
cas participantes. Desde la revalorización de la cultura local, hasta 
el desarrollo económico local, pasando por lo medioambiental, la 
seguridad ciudadana, el turismo y la sexualidad responsable, entre 
otras, las bibliotecas abordaron ámbitos de preocupación de sus 
comunidades locales que traspasaban la esfera de «lo cultural» en 
su sentido tradicional.

Cuadro Nº3: Tema y objetivo de los proyectos comunales

Biblioteca-comuna Tema Título proyecto

San Pedro de Atacama Rescate cultural Voces de mi pueblo

Río Hurtado Liderazgo social Escuela de líderes locales

Santiago Memoria barrial Encuentro de diálogo creativo

Huechuraba
Seguridad comuni-

taria
Diálogos participativos en 

seguridad comunitaria

Recoleta Migrantes Vecino migrante

Providencia Huertos urbanos Bibliohuerto Bellavista

Melipilla
Desarrollo econó-

mico (tejido)
Tejiendo El Bollenar
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Biblioteca-comuna Tema Título proyecto

Doñihue Medioambiente Eco Doñihue

Renaico Sexualidad Sexualidad responsable

Perquenco Juventud Consejo juvenil (COJ)

Los Lagos
Desarrollo econó-
mico (artesanía)

Taller de emprendedores-
Antilhue

Futrono Capacitación Te escucho, te enseño

Quemchi
Desarrollo econó-

mico (turismo)
Turismo rural comunitario

Coyhaique
Integración sectores 

aislados
Infoteca Coyhaique  

(4 bibliotecas)

Si bien una hipótesis inicial podía ser que las bibliotecas con 
más recursos y en contextos urbanos tuvieran más facilidad para 
impulsar procesos participativos, uno de los hallazgos es que estos 
pueden desplegarse en cualquier territorio. Un límite cierto está en 
el caso de las bibliotecas unipersonales, donde hay una barrera de 
personal y de recursos para la realización de acciones que tengan 
mayor alcance.

Resultados: los cambios ocurridos

Cuando hablamos de bibliotecas, de municipios o de organi-
zaciones, hablamos de sus equipos humanos, de las personas que 
lideran o colaboran en sus procesos. Los equipos de las bibliotecas 
que han avanzado en el camino de ser promotoras/articuladoras de 
la participación ciudadana se caracterizan por haber desarrollado 
algunas prácticas respecto de las cuales, en términos globales, po-
demos extraer los siguientes cinco cambios: 

3.1. Un nuevo enfoque para ser las bibliotecas del futuro

Las encargadas de las bibliotecas han internalizado un enfoque 
que ha ampliado su horizonte de acción, es decir, han potenciado su 
conexión con el territorio, han incorporado la necesidad y relevancia 
de la participación y el rol que pueden ejercer. Se ha ampliado el 
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abanico de posibilidades de este espacio, que siempre ha sido con-
siderado un lugar de encuentro, pero que de serlo para la gestión 
cultural, el fomento lector y la capacitación, lo es ahora también 
para una diversidad de temas de desarrollo e inclusión desde el 
enfoque participativo. 

Las bibliotecas le han agregado un componente participativo a 
sus viejos y nuevos temas. En la mayoría de los casos, es primera vez 
que abordan aspectos como la migración, la sexualidad, la seguridad 
ciudadana o la participación de los jóvenes en el desarrollo local. 
Aunque otros como el desarrollo económico local o el medioam-
biente eran usuales, ahora se potencia su aspecto participativo. 

Por otro lado, en algunos casos han llegado a nuevos sectores de 
la población e incorporado a nuevos usuarios que no solían acudir 
a la biblioteca (por ejemplo, mujeres adultas que comenzaron a 
hacerlo a propósito de la asistencia a talleres).

Recuadro N°1 

¿Cómo se ven a sí mismas las bibliotecas?: lugar de 
encuentro y con potencial articulador

A un año y medio de iniciado el programa, se llevaron a cabo dos 
talleres con los equipos de los proyectos comunales. Una de las activida-
des consistió en pedir a cada equipo que dibujaran su biblioteca y luego 
presentaran su dibujo. Predominaron las visiones de la biblioteca como 
espacio de encuentro, que gestiona y facilita procesos locales. La mayoría 
de los dibujos se sitúan en un territorio con personas, con música, con 
patrimonio, rodeados de entorno natural, de instituciones y de actividades 
realizadas por ellos mismos, situación que refleja la superación de la imagen 
estereotipada de una biblioteca pública quieta y silenciosa, y grafica una 
biblioteca dinámica y conectada con su territorio.
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3.2. Prácticas participativas en las que  
la biblioteca cumple un rol destacado

Un cambio claro es que las bibliotecas han realizado actividades 
nuevas, que no formaban parte de su práctica tradicional, innovando 
en torno a la participación. 

Lo más común fue la realización de diagnósticos participativos, 
reuniones informativas o de identificación de demandas. Se aplicaron 
encuestas, se hicieron talleres y asambleas. En algunos casos los me-
canismos de consulta tuvieron efecto en decisiones de pequeña escala 
(por ejemplo, elección de talleres a realizar) o se enmarcaron en pro-
cesos potenciales (insumo para un plan ambiental y para el Consejo 
ambiental comunal, o para un Consejo comunitario de seguridad). 
En un grupo reducido de casos se avanzó más hacia la constitución 
de instancias de concertación y/o toma de decisión, como una Mesa 
público-privada de turismo (elaboración de la ordenanza de turismo); 
una Mesa Migrante (derechos de los colectivos migrantes); y un 
Consejo Comunal de Jóvenes (decisión de presupuesto sobre becas 
de enseñanza superior, de deporte y cultura). 

Hacia el término del programa, un resultado claro es que la 
participación ciudadana se ha incorporado «al radar» de las biblio-
tecas como algo que es relevante y que no es ajeno a su acción, los 
equipos lo asimilan como un proceso en el cual la biblioteca puede 
jugar un rol destacado. 

Recuadro N° 2

«Primero se hicieron reuniones con diferentes organizaciones, con el 
presidente de los adultos mayores, de la junta de vecinos, y después ya se 
hizo una asamblea con toda la localidad de Antilhue, ellos ahí vieron sus 
debilidades, sus recursos naturales disponibles, todo lo que tenían en su 
localidad y con ello decidieron que lo que faltaba era trabajar la artesanía 
con identidad local y de eso se hizo el proyecto» (Biblioteca, Los Lagos).
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Uso de TICs para la participación ciudadana. Si bien las TICs 
son parte de la realidad de las bibliotecas hace años, su uso orientado 
hacia la incidencia y dinamización social era algo menos común. En 
el marco del programa, algunas bibliotecas innovaron con el uso 
de Facebook, una realizó una transmisión vía streaming y en otros 
casos se observó la utilización de Whatsapp para coordinarse. Aquí 
el aprendizaje fue, más allá de la expansión de su uso concreto, 
por un lado la comprensión de las potencialidades que tiene el uso 
de plataformas digitales, y por otro, los espacios de pertinencia o 
adaptación a las realidades locales, pues en algunos contextos rurales 
destacó la utilización de medios comunales con mayor capacidad 
de difusión y convocatoria, como las radios y los diarios locales. 
De este modo, se abrió el abanico de opciones considerando las 
características de los territorios. 

Recuadro N°3 

Experiencias destacadas de uso de  
plataformas tecnológicas y otros medios

Facebook y streaming 
El equipo de Futrono, en conjunto con el diario local y con el apoyo 

de la Fundación Democracia y Desarrollo, organizó un debate ciudadano 
entre los dos candidatos a alcalde, aprovechando el contexto electoral 
local. El debate se realizó en la biblioteca, con alta asistencia de dirigentes 
sociales y comunidad en general. Fue grabado en video, transmitido en 
directo por streaming y subido luego a YouTube y Facebook. 

Grupo de Whatsapp de la Mesa de Turismo
El equipo de Quemchi, involucrado en el proceso de elaboración de 

una ordenanza municipal de turismo, promovió la puesta en funcionamien-
to de una Mesa público-privada de turismo, cuyos participantes decidieron 
crear un grupo de Whatsapp para estar conectados y poder organizarse. El 
grupo ha funcionado de manera efectiva para la coordinación de reuniones 
y además ha favorecido la autonomía y horizontalidad, pues cualquiera 
puede plantear una inquietud o propuesta. 

Programa radial 
El equipo de Renaico participa en la programación de la Radio 

Vacilona, con un programa semanal dedicado a vida saludable, en el que 
incorporaron el tema de sexualidad responsable. De este modo, difunden 
la iniciativa, amplían su ámbito de acción y públicos, e interactúan con la 
comunidad en un medio ampliamente usado por la población. 
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3.3. Articulación de redes a nivel local

Articulación y colaboración entre biblioteca y municipio 

En parte importante de los casos, se produjo un trabajo colabo-
rativo entre la biblioteca y algún departamento o unidad municipal 
en torno del proyecto (Programa migrantes, Unidad de medioam-
biente, Departamento de cultura, Departamento de turismo, Casa de 
la mujer, Dirección de Desarrollo Comunitario, OPD). En algunos 
casos los municipios comprometieron un presupuesto adicional 
para las actividades de las bibliotecas y, en otros, incluso se pro-
puso cambiar el estatuto de las encargadas de biblioteca, ubicadas 
en localidades aisladas, para que fueran delegadas municipales, e 
hicieran de puente de información entre la comunidad de dichas 
localidades y el municipio. 

Por otro lado, en cuatro comunas el trabajo de la biblioteca con 
el municipio se reflejó en el establecimiento de alianzas con profe-
sionales del programa Servicio País de la Fundación Superación de 
la Pobreza, radicados en el municipio, y que colaboraron con los 
proyectos.

El cambio que se aprecia, en términos generales, tiene que ver 
con un avance desde una situación en la que la biblioteca respondía a 
solicitudes del municipio (comúnmente para utilizar sus instalaciones 
en actividades comunales), hacia una situación en la que se trabaja 
en conjunto en torno a un objetivo común. 

Vinculación entre biblioteca y organizaciones sociales-comunidad 

Fue extendida la exploración de formas diversas para convocar, 
informar y consultar a la comunidad local. En un caso hubo vin-
culación a una instancia que reúne a más de 25 organizaciones de 
colectivos migrantes, siendo un espacio permanente de interlocución 
entre las organizaciones y el municipio. En otro caso, la biblioteca 
participa de la Red de Infancia y familia, y además tiene un pro-
grama radial semanal en el que invitaron a diversos actores locales. 
Otra experiencia formó una mesa pública-privada que integra a 12 
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emprendedores turísticos. Por último, otra biblioteca destaca por su 
rol en la creación de una JJVV y de una bandera local, como símbolo 
de identidad colectiva. 

Un proceso importante fue la realización de «talleres de oportu-
nidades de participación ciudadana» impulsados por FDD, realiza-
dos en 12 bibliotecas, con una asistencia promedio de 16 personas. 
En esta actividad se convocó de modo más amplio a los actores 
comunitarios, se les dio a conocer la iniciativa y se invitó a generar 
propuestas para su localidad. 

3.4. Expansión de capacidades y empoderamiento

Las bibliotecas que avanzan hacia un rol articulador expanden 
sus capacidades en distintos ámbitos. En primer lugar, crecen en 
liderazgo y empoderamiento. La práctica de encontrarse con otros 
que están en procesos similares y de mirar a sus comunas con otro 
enfoque, constituye un espacio de aprendizaje y desarrollo que en 
algunos casos impulsa el despliegue de habilidades personales para 
hablar en público y liderar iniciativas que implican vincularse con 
otros. Estos equipos humanos son portadores de procesos de largo 
plazo que han ido sumando y acumulando durante el programa.

Si bien algunos de los encargados de bibliotecas contaban con 
experiencia en trabajo comunitario, al inicio del programa las capa-
cidades en materia de participación ciudadana eran en su mayoría 
limitadas, tanto en términos conceptuales como de herramientas 
metodológicas para su puesta en práctica. También se evidenció, 
como un aspecto deficitario al comienzo del programa, las bajas 
capacidades de formulación de proyectos de los equipos, observán-
dose dificultades para estructurar objetivos-actividades-plazos y 
elaborar planes de acción. Durante el proceso se hacen conscientes 
de sus fortalezas y debilidades, y ante temas que no manejan, deciden 
perfeccionarse o buscar aliados que puedan complementar los vacíos. 
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3.5. Visibilidad y aporte a la gestión local: la biblioteca  
y cambios en municipio y comunidad

Las bibliotecas que promueven la participación son bibliotecas 
que se hacen más visibles para el municipio, y son valoradas en otros 
términos, como aporte a la gestión local, como un actor con el que 
hacer cosas en conjunto y no solo como un espacio físico donde 
realizar actividades.

Esto implica un cambio en los municipios (alcaldía o depar-
tamentos municipales específicos) en el que han visualizado a las 
bibliotecas como actores que pueden colaborar en el ámbito local, 
más allá de la gestión cultural. En ese escenario, en algunos casos 
han apoyado a la biblioteca con recursos adicionales e incluso le han 
otorgado un nuevo rol y estatuto (como el caso en que las encargadas 
de las bibliotecas de localidades rurales han sido propuestas como 
delegadas municipales para la intermediación entre comunidad y 
municipio). 

Recuadro N° 4

«Las bibliotecas comenzaron a visibilizarse, las que somos antiguas 
vemos que la Municipalidad valora y visibiliza el trabajo hoy y ese punto 
es clave, hay más respaldo (…) estamos empoderadas igual, porque ahora 
no estamos solas, nos sentimos acompañadas» (Biblioteca Ñirehuao, 
Coyhaique).

«… Lo más relevante considero ha sido el espíritu de sentir que 
estamos en un puesto acá que es relevante porque es transversal a la co-
munidad y nos permite colaborar en acciones que son necesidades, somos 
como agentes de cambio…» (Biblioteca, Renaico).

Por su parte, en algunos casos la comunidad ha pasado a ob-
servar a la biblioteca como un aliado para abordar agendas locales 
concretas (Mesa de turismo, Red de infancia y familia, Mesa mi-
grante, Consejos comunales). Es decir, más allá de la valoración del 
«lugar de encuentro» que siempre ha sido, es también un facilitador 
en relación a preocupaciones locales que deben ser trabajadas en el 
entorno municipal. 
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4. Aprendizajes sobre factores  
facilitadores y nudos críticos 

Las bibliotecas que han empujado un avance hacia el rol de 
articuladores locales, lo han hecho en un marco en el que se puede 
identificar algunos elementos facilitadores, algunos externos y otros 
internos. Entre los primeros, se reconoce la existencia de un apoyo 
externo, generador de espacios de encuentro, de seguimiento y de 
soportes puntuales, correspondiente al programa Biblioacción Ciu-
dadana; también un contexto político que cuando está marcado por 
una impronta de lo participativo, facilita los procesos, tanto por el 
apoyo que pueda existir desde el municipio como por la cultura 
participativa que puede estar más desarrollada en la población.

En cuanto a los internos, destacan la capacidad para la cons-
trucción de confianzas y el trabajo en torno a una iniciativa común; 
también la sintonía del tema abordado con la agenda de interés 
local; el liderazgo y la trayectoria de las personas que impulsan la 
iniciativa; la motivación y el trabajo articulado del equipo y, por 
último, las características de las instalaciones de las bibliotecas y la 
disposición de sus funcionarios. 

La experiencia del programa arroja también aprendizajes sobre 
nudos críticos que hacen difícil el logro de los cambios deseados y 
que aquí se plantean como desafíos a abordar:

Contexto institucional y falta de directrices en materia de 
participación ciudadana. La institucionalidad pública chilena, si 
bien cuenta con una normativa en materia de participación ciuda-
dana (Ley 20.500), presenta deficiencias y limitaciones en cuanto 
a incorporarla efectiva y sustantivamente en la gestión pública. 
Actualmente ni DIBAM ni los municipios les dan directrices a las 
bibliotecas para que incorporen la participación ciudadana en su 
gestión cotidiana, ni tampoco son evaluadas en este ámbito. Que lo 
hagan es un esfuerzo extra, que no tiene incentivos institucionales, 
ni tampoco orientaciones técnicas sobre cómo hacerlo. 

 Desconfianza de la ciudadanía. El marco general de desprestigio 
de los políticos y la desconfianza creciente en las instituciones, junto 
con la existencia de experiencias frustradas de participación (por 
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instrumentales o poco sustantivas), establecen barreras al impulso 
de procesos participativos, al menos a través de canales formales. 
Esto es una dificultad que requiere un esfuerzo para re-encantar a 
la ciudadanía y para modificar prácticas institucionales fuertemente 
arraigadas. 

Cultura clientelar municipal. La instalación de prácticas cliente-
lares y asistencialistas en algunos gobiernos locales (donde la admi-
nistración ofrece bienes y servicios en el corto plazo a usuarios que 
solo se involucran con la institución en tanto obtengan un beneficio 
material concreto), ha permeado culturalmente los mecanismos por 
los que se hacen operativas las políticas y por las que median las 
relaciones entre institución y ciudadanía. Esa dinámica entiende la 
participación desde una óptica limitada y obstaculiza la generación 
de procesos en los que se busca un rol activo, de mayor involucra-
miento y con compromisos mutuos. 

 Propuesta innovadora de difícil apropiación por los equipos 
locales. El compromiso cívico, la participación ciudadana y la articu-
lación de actores para el desarrollo local aparecían como deseables, 
pero difíciles de asimilar como labor concreta de la biblioteca. Ello se 
observó tanto al momento del concurso como durante el inicio de la 
implementación, donde en varios casos las actividades del proyecto 
«competían» con las otras acciones de la biblioteca, es decir, eran 
vistas como algo adicional y no como algo que sumara a un objetivo 
común perseguido por la biblioteca.

Comprensión teórica y práctica sobre la participación de dis-
tintos actores. En general, existió confusión en los actores respecto 
del significado y alcance de la participación ciudadana en el marco 
del programa. FDD, biblioteca, municipio y organizaciones podían 
tener nociones diversas, además de expectativas y compromisos 
distintos a la hora de llevarla a cabo. En el caso de los equipos 
biblioteca-municipio, su experiencia y conocimiento previo en temas 
comunitarios o participativos eran muy variables, lo que requería 
esfuerzos significativos a nivel de conceptos y metodologías.
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Rotación de equipos. Los cambios en los equipos (tanto de bi-
blioteca como de municipio) tienen una doble lectura, pues cuando 
los hubo como parte de una decisión consciente para favorecer los 
proyectos, fueron positivos, sin embargo, cuando se produjeron por 
otras razones, y cuando incluso significaron un reemplazo por ambas 
partes (biblioteca y municipio), representaron un serio obstáculo 
que derivó en reformulación de los proyectos y desconexión con 
los procesos acumulativos desarrollados en los encuentros y talleres 
nacionales. La sostenibilidad de los equipos y de los procesos depen-
de también de las decisiones del alcalde, por lo que adicionalmente 
cambios de autoridad suelen poner en riesgo la continuidad de los 
procesos.

 Pertinencia de las herramientas digitales. En general, las plata-
formas web y los cursos e-learning puestos a disposición de los pro-
yectos fueron poco utilizados. En algunos casos había limitaciones 
objetivas (falta de conectividad, centralización institucional de las 
comunicaciones), mientras que en otros eran vistos como algo sin 
utilidad práctica. En las comunas más rurales la baja penetración 
tecnológica en la población explicaba la situación, realzándose 
otros medios como las radios comunitarias o comunales. Si bien el 
potencial de las TICs para la participación es amplio, no en todos 
los territorios es igual de pertinente. 

Limitación de personal y recursos. En algunos casos, el carácter 
unipersonal de las bibliotecas representa una restricción significativa 
para su vinculación con la comunidad, así como en otros lo es la 
falta de recursos para trasladarse a zonas aisladas de la comuna. 
En la mayoría de los casos, el tiempo de dedicación al proyecto se 
evidenció como un nudo crítico, pues se consideraba una carga 
laboral extra a las labores propias ya asumidas. 
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5. Condiciones y orientaciones para la promoción de 
la participación desde las bibliotecas

Los aprendizajes de este proyecto podemos ubicarlos en dos 
niveles. En un primer nivel, hemos aprendido que los procesos par-
ticipativos promovidos desde las BP son, no solo posibles, sino que 
deseables por cuanto generan una dinámica de trabajo colaborativo 
y la articulación de redes comunales desde un lugar propicio para el 
diálogo. En un segundo nivel, que hay distintos factores que juegan a 
favor y en contra de que dichos procesos se desplieguen y potencien 
(a nivel macro y local). 

En primer lugar, respecto de la gestión participativa de las bi-
bliotecas y sus vínculos con la comunidad bajo el supuesto de que 
las políticas impulsadas en la década de los noventa habían dejado 
huella, se observó que si bien las bibliotecas tenían experiencia de 
trabajo comunitario y en algunos casos mantenían relación con or-
ganizaciones sociales, esto era acotado y se daba casi exclusivamente 
en torno a actividades culturales en las que la comunidad era más 
bien un asistente que un partícipe activo. En cuanto a los vínculos 
con los gobiernos locales, en muchos casos las bibliotecas estaban 
invisibilizadas para los alcaldes y principales departamentos muni-
cipales y, cuando eran consideradas, lo eran más para la facilitación 
de sus instalaciones físicas que para la realización de iniciativas 
conjuntas. De hecho, el requisito del programa de conformación 
de un equipo con contrapartes de la biblioteca y el municipio para 
participar, es señalado como un elemento disuasivo por parte de 
las bibliotecas que no postularon, y como un gran desafío para los 
que sí lo hicieron. 

En cuanto a los recursos tecnológicos y la capacitación del 
personal, se constató en el grupo de bibliotecas participantes que 
ni la conectividad era plena (en las bibliotecas de comunas rurales 
o en las auxiliares en zonas aisladas ello no estaba garantizado), ni 
todo el personal contaba con experiencia y formación cercana a los 
temas de participación ciudadana y en formulación de proyectos. 

Por otro lado, respecto a la voluntad de participación y creativi-
dad de la ciudadanía, lo cierto es que a nivel macro existe una gran 
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desconfianza y desilusión ciudadana respecto de las autoridades, 
además de un contexto de efervescencia social que no busca preci-
samente ser canalizada bajo marcos institucionales formales, sino 
que se despliega en diversas esferas y prácticas no institucionales. 
Ello representa un desafío de mayor calado para cualquier iniciativa 
que se centre en el fomento de la participación ciudadana, donde 
se debe reencantar a la comunidad y resguardar que los procesos 
participativos se cristalicen en acciones concretas. 

Finalmente, ante el reconocimiento de que la participación ciuda-
dana es un compromiso del Estado y por ello este debe promoverla 
y facilitarla, la realidad indica que, en Chile, todos los mecanismos 
de participación ciudadana, exceptuando los plebiscitos, son de 
carácter informativo o consultivo, representando para algunos solo 
una «participación simbólica» y que el marco normativo que rige la 
materia (Ley 20.500) presenta deficiencias y no se constituye preci-
samente en un promotor cabal del compromiso cívico, requiriendo 
ser perfeccionado (Consejo de Participación, 2017). 

Recuadro N° 5

«La sociedad chilena reclama cambios en el ejercicio democrático y 
una parte importante de esos cambios se relaciona con la demanda por 
mayor y mejor participación, por un involucramiento más directo en los 
asuntos públicos, aquellos que nos competen a todos y en los que, normal-
mente sin embargo, no podemos influir» (presidente del Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana y Fortalecimiento de la Sociedad Civil, 17 de 
enero de 2017, en ceremonia de entrega a la Presidenta de la República del 
informe final del estado de la participación ciudadana en Chile).

Por otro lado, para DIBAM, la apuesta del programa y el fomen-
to de la participación ciudadana desde las bibliotecas es un aspecto 
de interés y se valora positivamente el potencial que tendría, por 
ejemplo, desarrollar desde las bibliotecas planes comunales participa-
tivos de cultura. Ello, reconociendo que algunas condiciones de base 
en las bibliotecas (rotación de equipos), en la institucionalidad local 
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(participación instrumental) y en la comunidad (baja alfabetización 
digital) pueden limitar su alcance. 

A nivel institucional no existen los incentivos adecuados para 
que entidades como las BP lleven a cabo un rol en materia de par-
ticipación ciudadana, pero que en ese contexto, la experiencia del 
programa da cuenta de que algunas han iniciado ya un camino, que 
podría ser más profundo y de mayor alcance en un marco institu-
cional que le entregue orientaciones o incentivos. 

Como telón de fondo de los procesos de fomento de la parti-
cipación ciudadana hay un modelo institucional y un modelo de 
gobernanza que la participación ciudadana desafía, que exige ajustes, 
flexibilidad, confianza, y eso pasa por abrir la puerta a la ciudadanía, 
pero también por fortalecer sus capacidades para trabajar en con-
junto, o sea, ceder poder, pero fortalecer a los actores que pueden 
compartir y hacerse cargo de ese poder. 

Orientaciones para el fomento de la participación ciudadana desde 
las bibliotecas 

El llamado a la participación requiere de temas que interesen a 
las personas, que sean significativos para su vida, y de procesos que 
se traduzcan en decisiones concretas y efectivamente compartidas, 
pero por sobre todo, requiere de procesos de re-significación de la 
política, de la preocupación por los temas comunes, los desafíos co-
lectivos y el encuentro con el otro para construir un futuro. Para eso, 
las bibliotecas son espacios propicios, por sus instalaciones, cercanía 
a la comunidad y capacidad de formación. Los siguientes diez pasos 
resumen los aprendizajes obtenidos para promover dicho proceso:
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Recuadro N° 6

Diez pasos para promover la participación ciudadana desde 
las bibliotecas públicas:

Paso 1. Conociéndonos y reconociéndonos: autodiagnóstico del 
equipo 

Lo primero es que el equipo encargado de impulsar la iniciativa co-
nozca sus capacidades y necesidades para llevar a cabo un proyecto que 
busca situar a la biblioteca como un articulador local y promotor de la 
participación ciudadana. Para ello un autodiagnóstico que identifique las 
fortalezas y debilidades, y explore las posibilidades de suplir estas últimas, 
es un importante punto de partida.

Paso 2. Los temas que importan en el territorio: identificando la 
agenda local

Que la iniciativa entronque temáticamente con la agenda local se evi-
dencia como un facilitador de los procesos, por lo que es deseable identificar 
los temas que son de interés en el territorio, delinear los marcos de la agenda 
local y explorar ámbitos en los cuales la biblioteca podría involucrarse. 

Paso 3. Conociendo a los actores del territorio: mapeo de actores y 
situación de la biblioteca en su entorno

Un punto esencial para impulsar procesos de articulación y participa-
ción es identificar a los actores de la comuna. Por ello, se sugiere llevar a 
cabo un trabajo para conocer a los actores relevantes en el territorio para 
la construcción de redes, generación de alianzas y elaboración de estrategias 
para promover la articulación local y la participación ciudadana.

Paso 4. Dinámicas municipales y oportunidades de colaboración: 
identificando a los posibles aliados

La recomendación fundamental para procesos de articulación local es 
¡busque aliados! Por ello, es indispensable identificar a los actores concretos 
en los espacios de gestión municipal con los cuales la biblioteca puede tejer 
redes de aliados y establecer ámbitos de colaboración.

Paso 5. Planificando un sueño: elaboración participativa del proyecto
El desarrollo de la iniciativa requiere de una planificación y que 

además esta sea participativa, dado el énfasis que caracteriza al proyecto. 
Para esto, se deben plasmar las ideas del equipo local y de los actores in-
volucrados participativamente en la iniciativa, en un conjunto ordenado y 
racional de actividades a desarrollar en un tiempo determinado, mediante 
la formulación de un proyecto.

Paso 6. Cambiando las dinámicas al interior del municipio: visibilidad 
y trabajo colaborativo

Una vez formulado un proyecto que tiene como base haber identi-
ficado las capacidades del equipo ejecutor, las temáticas relevantes en la 
agenda local, el mapa de actores de la comuna y los potenciales aliados en 
el municipio, hay que llevar a cabo acciones concretas para estrechar vín-
culos entre la biblioteca y el gobierno local, sus autoridades y estructura de 
gestión, y generar una relación de trabajo colaborativo en torno al proyecto.
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Paso 7. Cambiando los vínculos con la comunidad: nuevos públicos, 
nuevas redes y nuevos temas

Lo propio hay que hacer con la población comunal, a objeto de es-
trechar los vínculos entre la biblioteca y la comunidad, interactuando con 
organizaciones sociales y ejerciendo un rol de articulador y puente entre 
la ciudadanía y el gobierno local. Ello, involucrándose en nuevos temas, 
con nuevos actores y llegando a audiencias nuevas. 

Paso 8. Innovando: información y dinamización social a través de 
plataformas tecnológicas y otros medios

La articulación en el nivel local requiere de herramientas que faciliten 
la circulación de información y los procesos de consulta y deliberación. En 
ese marco, se debe aprovechar el potencial de las TICs para ejercer un rol 
de articulador y de promotor de la participación ciudadana, y fomentar su 
uso por parte de la comunidad. En contextos específicos, usar otros medios 
ad-hoc (por ejemplo, diarios y radios locales).

Paso 9. Aprendiendo de lo realizado: la sistematización y la evaluación 
de la experiencia

El desarrollo de la iniciativa enfrenta al equipo a diversas contingen-
cias que pueden facilitar u obstaculizar las actividades y el avance hacia el 
logro de los objetivos, de las cuales hay que aprender y generar ajustes y 
reorientaciones si es necesario. Para ello se debe conocer e internalizar la 
práctica de la sistematización y la evaluación como algo útil para lograr 
un mejoramiento permanente de las iniciativas y generar aprendizajes que 
contribuyan a mejores procesos ciudadanos y de desarrollo local. 

Paso 10. Consolidando lo logrado: facilitando la instalación de ca-
pacidades

Es importante que los logros se proyecten en el tiempo, por lo que 
es bueno tener en cuenta algunas claves para lograr la sostenibilidad de 
las iniciativas. La instalación de capacidades y prácticas es clave para que 
los procesos perduren, ampliándose el horizonte de posibilidades para la 
consolidación de dinámicas más participativas y democráticas en las que 
aporte la biblioteca.
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ABRE: la colaboración en el centro  
de la gestión municipal

Manuel Barros Riveros*  
Fundación Ciudadano Inteligente

En este artículo se describe el proceso de diseño e implemen-
tación del proyecto Abre, una iniciativa de Fundación Ciudadano 
Inteligente que busca incorporar a vecinas y vecinos en la creación, 
diseño, implementación y seguimiento de políticas municipales a tra-
vés de metodologías participativas presenciales y digitales. Se ofrece 
un breve repaso del contexto nacional e internacional que gatilló 
la creación de este proyecto y luego se profundiza en el proceso de 
diseño, su implementación y principales resultados.

América Latina atraviesa hoy uno de sus momentos políticos 
más complejos de las últimas décadas. El destape de una serie de 
casos de corrupción y escándalos relacionados con el financiamiento 
irregular de la política, así como la inercia de décadas de gestión 
gubernamental a espaldas de la ciudadanía –a nivel nacional y 
subnacional– han propiciado un clima de desafección política y 
desconfianza no solo interpersonal, sino también entre y hacia las 
autoridades e instituciones públicas en toda la región. No por nada 
asistimos en los últimos años a un escenario político confuso, en el 
cual se presentan, por un lado, bajísimos índices de participación 
electoral y asociatividad y, por el otro, altos niveles de efervescencia 
política, en donde los movimientos sociales han tomado un prota-
gonismo especial y el debate público apunta recurrentemente a la 

* Coordinador de proyectos en Fundación Ciudadano Inteligente, organización 
chilena sin fines de lucro que tiene como misión el fortalecimiento de las de-
mocracias en América Latina.
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urgencia de refrescar las formas de representación, la composición 
de la clase política y, sobre todo, los mecanismos y procesos de toma 
de decisiones.

En Latinoamérica existen más de 16 mil gobiernos locales 
(ciudades, municipios, distritos, cantones, etc.) en donde habitan 
aproximadamente 612 millones de personas. Lamentablemente, 
estos gobiernos han estado fallando sistemáticamente en el cumpli-
miento del mandato popular de administrar los recursos públicos 
y tomar decisiones para preservar o mejorar la calidad de vida de 
sus habitantes. Según estudios, el 61% de los latinoamericanos dice 
confiar «poco» o «nada» en sus municipios, contra solo un 6% que 
reconoce confiar «mucho» (Latinobarómetro, 2013). Además, los 
gobiernos locales de la región promedian un 40,5 en la escala de 
percepción de la corrupción, donde 0 es muy corrupto y 100 nada 
corrupto (Transparency International CPI, 2015).

La Fundación Ciudadano Inteligente (FCI), una organización 
chilena sin fines de lucro dedicada al fortalecimiento de las demo-
cracias en toda América Latina es consciente de este contexto de 
desafección y desconfianza hace ya tiempo. Es por esto que hace 
algunos años esta organización inició un proceso de reflexión para 
abordarlo, con el objetivo de desarrollar soluciones innovadoras para 
disminuir estas brechas entre gobiernos y ciudadanía, potenciar el 
trabajo de los gobiernos locales y fomentar la implementación de 
iniciativas de Gobierno Abierto a nivel subnacional.

En un comienzo la idea fue crear una suerte de Toolkit Muni-
cipal, un paquete de soluciones que combinara las herramientas y 
metodologías que FCI ya había desarrollado y probado en distintos 
contextos (plataformas de información para procesos electorales, 
metodologías de fiscalización al poder, sitios de transparencia, herra-
mientas de crowdsourcing, etc.) y ofrecerlo a municipios a modo de 
servicio. Sin embargo, el acercamiento de la fundación a la realidad 
municipal de Chile y otros países del continente arrojó una verdad 
incómoda pero desafiante: las herramientas utilizadas a la fecha no 
eran suficientes a la hora de abordar los problemas que enfrenta la 
administración subnacional; hoy se requieren procesos reflexivos 
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y dinámicos de diseño que permitan crear soluciones innovadoras, 
flexibles y realmente eficaces para combatir la corrupción, la descon-
fianza y la lejanía con la que han estado operando los municipios en 
la región, que es, dicho sea de paso, un ámbito de administración muy 
diferente al del nivel nacional. Si de verdad se busca abrir gobiernos 
locales, hay que sumergirse en estos y desarrollar colaborativamente 
soluciones orgánicas e integrales que hagan sentido tanto a la ad-
ministración como a la comunidad y que, según ha demostrado la 
experiencia, trasciendan al mero desarrollo de tecnología.

Finalmente, el proyecto –que adoptó el nombre ‘Abre’– derivó 
en un modelo de participación ciudadana vinculante que involucra 
a la ciudadanía en cuatro etapas del ciclo de políticas públicas mu-
nicipales. Un proyecto que combina lo tecnológico con lo presencial 
y que asegura su sostenibilidad en el tiempo mediante capacitaciones 
e instalación de capacidades en equipos municipales.

¿Por qué enfocarse en el nivel subnacional? La razón se ha 
esgrimido hasta el cansancio en la ciencia política y los estudios 
municipales: los gobiernos locales son para la ciudadanía la puerta 
de entrada al Estado y la gestión pública y, si se quiere, el territorio 
en el que se diseñan (en cierta medida) e implementan las políticas 
que moldean directamente sus condiciones y calidad de vida. Además 
de coincidir con esta idea, el equipo de FCI llegó a la convicción 
de complementar sus esfuerzos de alcance nacional con iniciativas 
dirigidas a espacios acotados, suponiendo que a nivel local resultaría 
más accesible instalar capacidades y comenzar a pavimentar de a 
poco un camino de largo aliento. Aunque la práctica demostró que 
esta premisa no siempre se cumple, el proyecto ya ha arrojado re-
sultados que nos hacen creer que sería importante realizar esfuerzos 
de replicación.

El proceso de diseño de Abre

Como se mencionó anteriormente, FCI llevaba años pensando en 
posibles formas de llevar sus herramientas al plano local. En 2016, 
cuando la fundación decidió realizar este esfuerzo, hubo que sentarse 
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a reflexionar profundamente al respecto, ya que desde un comienzo 
se constató que trasladar la experiencia y aprendizajes acumulados 
en ocho años de existencia no sería suficiente ni aseguraría, en nin-
gún contexto, su utilidad y pertinencia si es que se reimplementaran 
softwares y/o metodologías con solo algunos ajustes coyunturales. 
En otras palabras, el equipo entendió que el esfuerzo sería más que 
una mera adaptación al espacio local.

Fue así como FCI se planteó el desafío de «diseñar el Spotify 
de la participación», es decir, una herramienta lo suficientemente 
«sexy» como para asegurar su uso, masividad y sostenibilidad en el 
tiempo. Había que construir un proyecto capaz de convencer sobre 
su utilidad e importancia no solo a los municipios, sino también a la 
ciudadanía. Por complicado que sonara, el equipo de la fundación 
decidió contribuir a romper las barreras que existen entre las comu-
nidades y sus gobiernos, combatir la desconfianza y la apatía con 
una iniciativa que, a diferencia de las miles que han quedado en el 
tacho del olvido, sirviese para transformar culturas organizacionales 
al interior de los gobiernos subnacionales y, además, reconquistar el 
interés de la ciudadanía transfiriéndole poder efectivo, que es, desde 
la perspectiva organizacional de FCI, el verdadero significado de 
«abrir un gobierno».

Para enfrentar este complejo desafío fue necesario aproximarse 
a la realidad municipal, sumergirse en el estado del arte en materia 
de participación ciudadana y mapear soluciones similares que hayan 
arrojado éxitos y aprendizajes. Hasta ese momento, FCI nunca había 
trabajado desarrollando servicios de ningún tipo para gobiernos y 
pretender diseñar algo funcional sin una cuota de realidad y prag-
matismo, sin duda, hubiese resultado en un esfuerzo fallido. Para 
esto, luego de algunas entrevistas a expertos y visitas a diversos 
municipios de la Región Metropolitana de Chile, FCI estableció 
una alianza y convenio de colaboración con uno de los municipios 
vanguardistas en temas de apertura e innovación gubernamental en 
el país: la Ilustre Municipalidad de Peñalolén, comuna del sector 
oriente de la capital con más de 240 mil habitantes.
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Afortunadamente FCI ya había establecido contacto con Peñalo-
lén en el marco del desarrollo del Modelo de Gobierno Abierto Mu-
nicipal1 en Chile. Pero las principales razones por la que se escogió a 
Peñalolén como institución aliada para el diseño e implementación 
de este proyecto fueron varias, todas condiciones excluyentes para 
el desarrollo de una iniciativa de estas características:

• Voluntad política: Durante la última década ha existido 
en la alcaldía de Peñalolén el interés por innovar e invertir 
tiempo y recursos en la búsqueda de soluciones creativas a 
los desafíos que enfrenta la municipalidad. Además, se han 
implementado iniciativas de gobierno digital y rendición de 
cuentas que han allanado el camino para nuevos y venideros 
proyectos de innovación.

• Sensibilidad en funcionarios: Lo anterior también ha deri-
vado en un conocimiento, aunque todavía no distribuido 
extensivamente en el equipo municipal, bastante amplio 
sobre el estado del arte en materia de gobierno abierto y la 
importancia de la temática.

• Presupuesto: La municipalidad se atrevió a diseñar un pro-
yecto que desde un comienzo se planteó como una metodolo-
gía para abrir espacios de incidencia vinculante a la ciudada-
nía. Para esto se acordó que el proyecto sería implementado 
en algún área que contase con el presupuesto necesario para 
tomarse el tiempo que requiere hacer participación, lo que 
permitió trabajar con la certeza de que el resultado al menos 
no provocaría frustraciones en la comunidad.

Luego de establecido el convenio de colaboración se aplicó un 
proceso de diseño bajo los principios y recursos ofrecidos por el enfo-
que Human Centered Design (HCD) o diseño centrado en el usuario. 
Este enfoque se basa en principios de campos del conocimiento como 

1  Compromiso Nº15 del 3er Plan de Acción de Chile en la Alianza para el Gobier-
no Abierto, a cargo del Consejo para la Transparencia, desarrollado en conjunto 
con siete municipalidades de Chile y la colaboración de Chile Transparente y 
Fundación Ciudadano Inteligente.
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la ergonomía, la ciencia computacional y el desarrollo de inteligen-
cia artificial con el objeto de aplicar, ya sea en políticas públicas o 
estrategias de marketing, procesos inteligentes y flexibles capaces 
de solucionar desafíos de diseño de forma efectiva, facilitando la 
construcción de «productos mínimamente viables» y las iteraciones 
ágiles para el aprendizaje por error (Giacomin, 2012).

En el marco de la aplicación del HCD, los equipos de Ciudadano 
Inteligente y Peñalolén implementaron y utilizaron las siguientes 
etapas y herramientas:

Fase de inspiración

1. Encuadre del desafío de diseño:
a) Sesiones creativas de identificación de problemas: Reuniones 

periódicas entre los dos equipos institucionales y primeras 
lluvias de ideas en torno al problema;

b) Entrevistas a usuarios extremos y promedios: Se definieron 
perfiles variados de vecinos y usuarios de servicios públicos 
para conocer apreciaciones y disposiciones en torno al muni-
cipio, la vida en vecindarios y experiencias de colaboración 
o participación;

c) Definición de desafío y audiencias.

2. Inmersión en contexto: Visitas intensivas a terreno para 
observación de dinámicas, lenguajes y prácticas en espacios 
como:

a) Centro de Atención al Vecino (CAV);
b) Barrio Lo Hermida (de alta articulación comunitaria);
c) Iniciativa «Recuperación de Espacios Públicos»;
d) Mesa barrial (espacio de coordinación municipio-vecinos).

3. Entrevistas a expertos: Conversaciones con responsables de 
experiencias exitosas de participación y apertura guberna-
mental en Chile y el mundo.
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4. Instancias de inspiración análoga: Inmersiones y entrevistas 
en contextos ajenos a la administración municipal, pero con 
capacidad de arrojar luces sobre dinámicas de colaboración 
y cesión de poder en distintos niveles y realidades.

Fase de ideación

5. Descarga de aprendizajes: En matrices se volcó todo lo 
extraído en la fase anterior con el objetivo de simplificar y 
visualizar los avances. Así comenzó a fraguarse el concepto 
de una iniciativa simple, amigable, atractiva y eficaz que se 
hiciera cargo de cuestiones como la apatía, la frustración y 
la aversión a la cesión de poder.

6. «Cómo podríamos»: Se identificaron las grandes categorías 
de necesidades y fueron traducidas a desafíos de diseño en 
preguntas en formato «¿Cómo podríamos…?». Así surgieron 
interrogantes como: ¿Cómo podríamos llegar a los vecinos 
de formas cómodas y versátiles? o ¿Cómo generamos más 
instancias de encuentro cara-a-cara entre vecinos y funcio-
narios?

7. Brainstorming: Luego de definidos los desafíos se llevaron 
a cabo sesiones de ideación en las que la regla fue soñar sin 
límites, sin temor a equivocarse. No hay malas ideas. Pensar 
en soluciones ideales y luego aterrizar, ese fue el objetivo.

8. Combinación de ideas: Muchas de las «posibles ideas» sur-
gidas en la fase de ideación fueron agrupadas en clusters y 
luego aterrizadas a conceptos específicos, lo que simplificó 
el abanico de opciones y facilitó la última etapa de esta fase.

9. Creación de concepto: Con las ideas agrupadas en la activi-
dad anterior se redactó un primer concepto para el proyecto, 
muy alineado con lo que se diseñó a la postre.

Concepto original: «Una metodología para la participación 
ciudadana vinculante en la elaboración de políticas, programas o 
acciones municipales, acompañada de herramientas y actividades de 
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soporte que faciliten la labor y exijan responsabilidades en ambos 
sentidos (gobierno y vecinos)».

Cuadro 1. Breve resumen de aprendizajes, fase de inspiración2

Problema general: El gobierno local de Peñalolén no responde a las necesi-
dades reales de los peñalolinos

Desafíos / Obstáculos Oportunidades Posibles soluciones

Comunidad: Descono-
cimiento sobre mecanis-
mos y espacios de par-
ticipación ofrecidos por 
municipio

Aumento en niveles de em-
poderamiento ciudadano

Crear Decide Peña / 
Facilitar y simplificar 
acceso a incidencia e 
involucramiento

Comunidad: Deterioro 
de vínculos en vecinda-
rios, necesidad de en-
cuentro y colaboración

Algunas experiencias pre-
vias positivas y existencia 
de canales de comunica-
ción y coordinación

Programa de talleres 
y actividades barria-
les basadas en con-
cepto de co-responsa-
bilidad (participatory 
city)

Municipio: Temor a la 
cesión de poder / a la 
participación vinculante

Existencia de voluntad po-
lítica a nivel de la máxima 
autoridad

Creación de la uni-
dad de gobierno 
abierto + perfeccio-
namiento división de 
innovación

Municipio: Escasa inte-
roperabilidad e inexis-
tencia de experiencias 
exitosas de innovación 
y colaboración inter-de-
partamentos

Presencia de funcionarios 
con «perfil innovador» y 
mayor sensibilización so-
bre Gobierno Abierto a 
nivel institucional

Implementación de 
plataforma de pro-
puestas apadrinadas 
por unidades muni-
cipales (open innova-
tion)

Comunidad: Creciente 
despolitización y descon-
fianza / desgaste de la de-
mocracia representativa

Exigencias ciudadanas por 
mayor participación e inci-
dencia en toma de decisio-
nes (por desconfianza)

Creación de un Parla-
mento Comunal para 
deliberación y toma 
de decisiones

Desafío de diseño: ¿Cómo podríamos construir una relación colaborativa y 
corresponsable en la comuna para que el trabajo del gobierno local responda al 
contexto y las necesidades de los peñalolinos?

2  Se realizó una selección arbitraria de los elementos a exponer en este artículo. 
El listado de elementos identificados, tanto problemáticas como posibles solu-
ciones, es muy extenso.

Todo el proceso descrito permitió ingresar a la fase de prototipa-
do con evidencia suficiente para diseñar eficientemente. El objetivo de 
FCI fue desde un comienzo desarrollar un proyecto que facilitase la 
aplicación de un enfoque bottom-up en el diseño de políticas públi-
cas a nivel municipal, poniendo la colaboración y la confianza en el 
centro de la toma de decisiones. De esta forma –centrándose en los 
usuarios– se facilita la acomodación permanente de la administración 
a las necesidades locales complejas y cambiantes, lo que produce 
mayor equidad y distribuye de mejor manera las posibilidades de 
incidencia en la elaboración de políticas (Peters, 1995).

El resultado: ¿en qué consiste Abre?

Luego de todo el proceso descrito, Abre tomó forma y se con-
solidó como un programa/servicio para municipios que facilita la 
incorporación de la comunidad del territorio en la creación, diseño, 
implementación y seguimiento de políticas municipales a través de 
metodologías participativas presenciales y digitales. Es decir, una 
plataforma digital –que facilita la comunicación y seguimiento– 
acompañada de instancias offline para el encuentro cara-a-cara y 
la co-creación de soluciones, orientada a la cesión de poder en las 
distintas fases del ciclo de políticas públicas a través de la partici-
pación ciudadana vinculante. ¿El objetivo? transformar la manera 
en que se toman las decisiones y avanzar hacia formas de gobierno 
subnacional abierto y participativo.

Para esto se pensó en aplicaciones móviles, en chats y ventanillas 
de recepción automatizadas; en algo que estuviera en el bolsillo de 
los vecinos y vecinas. Algo simple, rápido, tecnológico, moderno. 
Pero no. El contacto con la realidad municipal nos mostró que, a 
diferencia de lo que sucede en gobiernos europeos, donde iniciativas 
como estas se han estado implementando hace ya algunos años, en 
Chile y América Latina no existen ni los recursos apropiados en 
municipios para el desarrollo tecnológico, ni la penetración necesa-
ria de internet y la telefonía móvil, lo que forzó la búsqueda de una 



Abre: la colaboración en el centro de la gestión municipal

213

Todo el proceso descrito permitió ingresar a la fase de prototipa-
do con evidencia suficiente para diseñar eficientemente. El objetivo de 
FCI fue desde un comienzo desarrollar un proyecto que facilitase la 
aplicación de un enfoque bottom-up en el diseño de políticas públi-
cas a nivel municipal, poniendo la colaboración y la confianza en el 
centro de la toma de decisiones. De esta forma –centrándose en los 
usuarios– se facilita la acomodación permanente de la administración 
a las necesidades locales complejas y cambiantes, lo que produce 
mayor equidad y distribuye de mejor manera las posibilidades de 
incidencia en la elaboración de políticas (Peters, 1995).

El resultado: ¿en qué consiste Abre?

Luego de todo el proceso descrito, Abre tomó forma y se con-
solidó como un programa/servicio para municipios que facilita la 
incorporación de la comunidad del territorio en la creación, diseño, 
implementación y seguimiento de políticas municipales a través de 
metodologías participativas presenciales y digitales. Es decir, una 
plataforma digital –que facilita la comunicación y seguimiento– 
acompañada de instancias offline para el encuentro cara-a-cara y 
la co-creación de soluciones, orientada a la cesión de poder en las 
distintas fases del ciclo de políticas públicas a través de la partici-
pación ciudadana vinculante. ¿El objetivo? transformar la manera 
en que se toman las decisiones y avanzar hacia formas de gobierno 
subnacional abierto y participativo.

Para esto se pensó en aplicaciones móviles, en chats y ventanillas 
de recepción automatizadas; en algo que estuviera en el bolsillo de 
los vecinos y vecinas. Algo simple, rápido, tecnológico, moderno. 
Pero no. El contacto con la realidad municipal nos mostró que, a 
diferencia de lo que sucede en gobiernos europeos, donde iniciativas 
como estas se han estado implementando hace ya algunos años, en 
Chile y América Latina no existen ni los recursos apropiados en 
municipios para el desarrollo tecnológico, ni la penetración necesa-
ria de internet y la telefonía móvil, lo que forzó la búsqueda de una 



Manuel Barros Riveros

214

manera creativa y eficaz de combinar tecnología con metodologías 
presenciales.

Entre las etapa de inspiración, ideación y diseño se mantuvieron 
los siguientes conceptos pilares que dieron forma al proyecto: a) el 
crowdsourcing como un mecanismo para abrir discusiones públicas 
y procesos de toma de decisiones; b) el uso de la tecnología como 
elemento complementario al trabajo en terreno para simplificar la 
comunicación, el levantamiento de información y la rendición de 
cuentas; c) la exigencia a autoridades de implementar el programa 
en proyectos con presupuesto y que los resultados de la participación 
sean vinculantes; d) la asignación de tareas a las vecinas y vecinos, 
fomentar la co-responsabilidad; e) el uso de un lenguaje simple y 
cercano en todo momento; f) la presencia en terreno, fomentar la 
interacción cara-a-cara; g) la aplicación de metodologías de trabajo 
ágiles en instancias de co-diseño; y h) la transferencia e instalación 
de capacidades en el equipo municipal, asegurar la sostenibilidad 
del proyecto en el tiempo.

La reimplementación de Consul

Comprenderá el lector que Abre es mucho más que una herra-
mienta tecnológica. No obstante, esta juega un rol clave, ya que, 
además de facilitar comunicación y el accountability entre vecinos y 
funcionarios, funciona como espacio para la centralización y sistema-
tización de todo el proceso. En este sentido el equipo de Fundación 
Ciudadano Inteligente comprendió que no era necesario «reinventar 
la rueda» y que, fiel al espíritu open source, se podía reimplementar 
una iniciativa que ya estaba mostrando resultados interesantes en 
España y otras partes del globo: Consul.

Consul es un software abierto y gratuito para la participación 
ciudadana, que puede ser utilizado por cualquier persona y permite 
la customización para su ajuste a cualquier requerimiento. Consul 
puede integrarse con registros existentes que posea el municipio y 
permite el resguardo de la seguridad de los datos de sus usuarios. 
Además, tanto los equipos técnicos y de desarrollo del proyecto, 
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como otras instituciones que están utilizándolo, ofrecen apoyo y 
retroalimentación para facilitar su uso.

A la fecha Consul permite a los municipios y sus comunidades: 
1) abrir debates sobre temas de interés público para la deliberación 
colectiva; 2) levantar y priorizar de manera vinculante propuestas 
ciudadanas para proyectos y políticas públicas municipales; 3) 
disponibilización de procesos de participación en asignación de 
presupuestos (presupuestos participativos); 4) votaciones de pro-
yectos municipales; y 5) instancias de legislación colaborativa. Sin 
duda, una herramienta muy potente que está cambiando la forma 
de gobernar las ciudades del mundo.

Con la existencia, vigencia y disponibilidad de una herramienta 
como Consul no fue necesario desarrollar todo desde cero, bastó 
con que el equipo de desarrollo in-house de FCI reimplementara 
el código. Sin embargo, dado que Abre combina los aspectos antes 
mencionados del software con instancias presenciales –y dado que 
se había constatado la necesidad de buscar soluciones distintas a las 
implementadas en gobiernos ricos y desarrollados (como Madrid)– 
se hizo necesario realizar una serie de modificaciones al software:

• Se quitó la recepción abierta y permanente de propuestas. 
En Abre las propuestas ciudadanas deben realizarse en el 
marco de un desafío abierto por la municipalidad;

• Se eliminó la posibilidad de abrir presupuestos participati-
vos. Si un municipio desea utilizar Abre para esos propósitos, 
puede abrir un desafío y funciona de igual manera;

• Se agregó un feature de seguimiento al ciclo de vida de los 
desafíos, desde que se abren hasta que son evaluados tras 
el co-diseño y la implementación;

• En Abre, dado que existen instancias en terreno donde los 
vecinos pueden crear propuestas asesorados por funciona-
rios, los usuarios «admin» (funcionarios) pueden apoyar y 
crear propuestas en nombre de otra persona (cuando esta no 
cuenta con correo electrónico de contacto o las capacidades 
para gestionar un computador).
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Las cuatro etapas de Abre

Antes de iniciar el trabajo conjunto entre FCI y los municipios, 
se le exige a estos una serie de requisitos excluyentes para la imple-
mentación. Estos son:

• Las decisiones tomadas en conjunto con la ciudadanía deben 
ser vinculantes;

• Se debe asignar presupuesto para la implementación de la 
metodología y los proyectos resultantes o contemplar de 
antemano las posibilidades de postulación a fondos externos 
para su implementación;

• Debe existir comunicación permanente con la comunidad;
• El municipio debe dar respuesta siempre a las inquietudes 

de la ciudadanía, de manera de no romper las expectativas 
generadas en el proceso;

• La autoridad alcaldicia deberá manifestar la voluntad de 
realizar el proyecto al resto de la estructura municipal, or-
denando la conformación de los dos equipos necesarios (de 
Soporte y Territorial). De esta forma se asegura la disposición 
de los funcionarios para su correcto funcionamiento.

Etapa 0: Construcción del desafío

Los desafíos son un llamado a vecinos y vecinas a proponer 
soluciones para un problema puntual que el municipio quiere re-
solver, por ejemplo: mejorar un parque, implementar un sistema 
de reciclaje barrial, facilitar el acceso a los servicios municipales a 
personas con capacidades diferentes, diseñar políticas para áreas 
específicas, etc. Una vez publicado el desafío en el sitio de Abre, la 
comunidad es convocada para proponer sus soluciones a través de 
la misma plataforma.
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Etapa 1: Recepción y priorización de propuestas

En la primera etapa de Abre se le ofrece a la comunidad la po-
sibilidad de crear, a través de la plataforma web, ideas y propuestas 
concretas para resolver el desafío que ha planteado el municipio. 
Para posibilitar la creación de propuestas, el municipio debe publi-
car en el sitio de Abre las restricciones del desafío. Dentro de los 
límites que implican tales restricciones, la comunidad debe ser libre 
de proponer las soluciones que consideren que responden mejor a 
su realidad local y necesidades.

La inteligencia y la creatividad están distribuidas equitativamen-
te en la población. El espíritu detrás del crowdsourcing plantea que 
«todos podemos pensar en soluciones creativas, cualquier ciudadano 
podría crear la mejor solución a un problema público». ¡Ese es el 
objetivo de la etapa de levantamiento y priorización de propuestas en 
Abre! Aprovechar el conocimiento de las y los vecinos del territorio 
y hacerlos parte del proceso.

Además, junto con crear propuestas, los usuarios del sitio pueden 
entregar su apoyo a las propuestas de sus vecinos y vecinas que les 
interese potenciar. Así, en paralelo a la ideación se va desarrollando 
el proceso de priorización mediante la lógica de ‘likes’.

Etapa 2: Talleres de co-diseño

Una vez finalizada la primera etapa del proceso, la o las 
propuesta(s) más apoyadas por la comunidad son publicadas y 
llevadas a dos instancias de co-diseño, dos espacios presenciales en 
el que tanto el equipo municipal como los vecinos y vecinas intere-
sados trabajan codo a codo en la definición específica y técnica del 
proyecto a implementar, así como su cronograma de implementación 
y distribución de responsabilidades.

En el Taller de Co-Diseño Nº1 el objetivo es construir de manera 
corresponsable e informada el proyecto a desarrollar. Es decir, se 
toma la o las ideas ganadoras y se presentan al público para afinar 
sus detalles y crear un prototipo consensuado. En el Taller Nº2 el 
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municipio presenta una adaptación viable y financiable del prototipo 
creado en la primera sesión, con lo cual se discuten algunos nudos 
críticos y se valida con toda la comunidad. Finalmente se deben 
acordar pasos y plazos para su implementación, como también los 
mecanismos de rendición de cuenta y monitoreo, además de las tareas 
que serán responsabilidad de los vecinos y vecinas. Este último punto 
es clave, ya que Abre propone no solo abrir los espacios de toma de 
decisiones, sino también recuperar las confianzas a través de la idea 
de co-responsabilidad: que la comunidad sea parte de los proyectos.

Cuadro 2. Esquema de etapas y flujo de actividades, proyecto Abre

1

4

2 2
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Evaluación 
del proceso
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Taller 2 Cronología de 
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*
*
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final

Implemen-
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Etapa 3: Implementación

Esta etapa consiste en la ejecución del proyecto acordado. Por 
la amplia diversidad de proyectos posibles, esta etapa no cuenta 
con una estructura rígida y su extensión en el tiempo va a depender 
de la naturaleza del desafío (no es lo mismo la construcción de una 
carretera que la definición de prioridades en materia de seguridad 
ciudadana).

En esta etapa Abre establece un canal de comunicación amigable 
para que tanto autoridades, funcionarios y vecinos puedan entregar 
reportes y rendir cuenta de las labores realizadas. En una sección de 
la plataforma digital, el gobierno deberá colgar reportes y fotografías 
de los avances, los cuales podrán ser comentados u objetados por 
la comunidad. La periodicidad de estos reportes es definida en el 
segundo taller de diseño, en la etapa anterior.

Etapa 4: Evaluación del proceso

Esta última etapa permite a los vecinos involucrados en el pro-
ceso evaluar la experiencia, entregando valoraciones cualitativas y 
cuantitativas sobre cada una de las etapas y elementos del proceso. 
Este ejercicio final permite al municipio recabar datos valiosos para 
mejorar la implementación de Abre en proyectos futuros.

¿Cuál es el producto?

Una vez finalizado el ciclo completo de Abre, el municipio 
cuenta con una política o proyecto local creado 100% de manera 
colaborativa con los vecinos de la comuna. Esto, cree Fundación 
Ciudadano Inteligente, aumenta la confianza de la ciudadanía en la 
gestión local y también brinda al municipio un mejor conocimiento 
de las necesidades de sus vecinos. Además, al elaborarse desde la 
propia comunidad, la política asegura sostenibilidad en el tiempo y, 
así, optimización en el uso de los recursos públicos.
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Cabe destacar que las capacidades y el sitio web específico para 
la comuna quedan instalados en el Municipio, por lo que se puede 
volver a repetir el proceso cuantas veces la municipalidad estime 
conveniente, contando con toda la preparación y apoyo logístico 
para ello.

Implementación y primeros resultados

Abre fue implementado por primera vez en la comuna de Peñalo-
lén, en el primer piloteo del proyecto. En la ocasión, la municipalidad 
aprovechó el programa «40 nuevas áreas verdes» –ya anunciado en 
el programa de la alcaldesa Carolina Leitao– para desarrollar uno 
de estos cuarenta proyectos de manera colaborativa probando la 
metodología y la plataforma Abre.

En Abre Peñalolén vecinos y vecinas fueron convocados a co-
laborar con propuestas para mejorar el parque de su barrio en el 
barrio San Luis de Macul. Tal como lo establece la metodología y 
secuencia del proceso, luego del levantamiento y priorización de 
propuestas (fase que contó con una considerable participación, 
registrando 44 propuestas y más de 230 apoyos) se realizaron dos 
talleres de diseño en el mismo parque, a los que asistieron más de 
50 personas para, en primera instancia, construir maquetas con una 
aplicación concreta de las ideas propuestas en la primera etapa y, 
en segunda instancia, acordar las tareas tanto del municipio como 
de la comunidad.

Al término del proceso, tanto la comunidad como funcionarios 
y autoridades del municipio valoraron positivamente la iniciativa, 
destacando la facilidad en su aplicación y la efectividad de sus re-
sultados.

Durante 2018 Abre se estará implementando en la Municipali-
dad de Renca en dos proyectos puntuales: 1) la priorización de un 
conjunto de proyecto municipales en cartera; y 2) la reactivación 
comunitaria de siete espacios públicos en cada una de las macrozo-
nas de la comuna.
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El programa Abre hoy se encuentra abierto a quien quiera 
implementarlo en su municipalidad. Si bien Ciudadano Inteligente 
ofrece una primera implementación acompañada como una con-
traprestación remunerada (con capacitaciones y asesoría técnica), 
también es posible que municipios que cuenten con las capacidades 
implementen esta plataforma que es de código abierto y soliciten 
ayuda de manera informal a la organización.
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Anexos
Anexo 1. Vista de plataforma Abre  

(reimplementación Consul), sección desafío

Anexo 2. Vista de plataforma Abre (reimplementación Consul),  

sección listado de propuestas
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Anexo 3. Vista de plataforma Abre  

(reimplementación Consul), sección propuesta

Anexo 4. Vista de plataforma Abre  

(reimplementación Consul), sección comentarios en propuesta
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Gestión municipal y empresas: hacia  
un nuevo modelo de gobernanza

Rodrigo Soto Cuevas  
Jefe de Desarrollo Huella Local

Gonzalo Vial Luarte 
Director Ejecutivo Huella Local

Introducción

Fundación Huella Local (FHL) es una organización sin fines 
de lucro constituida por un equipo multidisciplinario que cree en 
el desarrollo socioeconómico local, basado en el apoyo a la gestión 
pública municipal, principalmente en la elaboración de proyectos de 
inversión, articulando a la comunidad, el sector público y privado.

De forma específica, el apoyo de FHL a la gestión municipal se 
realiza de manera estratégica en los gobiernos locales de las comunas 
más vulnerables del país, focalizando su trabajo en el desarrollo de 
proyectos de equipamiento e infraestructura, de modo de aumentar 
la inversión pública y su impacto en el territorio, junto con generar 
cohesión social a través de la integración de los actores presentes 
en él.

Lo anterior se basa en la necesidad de FHL, de responder al 
diagnóstico y problemática existente en los territorios que resultan 
prioritarios para sus actores.
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Diagnóstico

El diagnóstico del cual da cuenta la misión de FHL, se compone 
de tres dimensiones principales: gobierno local, empresa privada y 
ciudadanía. Estas dimensiones hacen referencia a los actores clave 
en el territorio, cuya interrelación virtuosa puede traer beneficios a 
este si se articulan de forma estratégica.

Gobierno local

Desde los gobiernos locales de comunas vulnerables, se observan 
grandes necesidades de infraestructura y equipamiento; a su vez una 
baja capacidad profesional en los municipios para hacerse cargo de 
esta realidad. 

Según los datos de la AMUCH (2016) hay un 29,36% de profe-
sionalización en el sector municipal, levemente mayor que el 29,1% 
del año 2014, confirmando una tendencia al alza en los últimos seis 
años, aunque de muy lento avance. Además, el 80% de los municipios 
chilenos tiene menos de 250 trabajadores promedio. Sin embargo, 
hay municipalidades que tienen más de tres mil funcionarios, lo que 
revela la alta heterogeneidad del sistema municipal en cuanto a sus 
trabajadores. De esta forma, se da la contradicción de que quienes 
más necesitan recursos para hacer frente a las carencias territoriales, 
menos capacidades tienen para captarlos.

Según Contreras et al. (2011), la disponibilidad de profesionales 
en las unidades encargadas de la formulación de proyectos se destaca 
en todos los trabajos revisados como el principal problema que en-
frentan los municipios para elaborar sus iniciativas de inversión. Esto 
se debe a varias razones, pero sobresalen las bajas remuneraciones 
que reciben estos profesionales, lo que llevaría a una alta rotación 
de los equipos y, en consecuencia, a una escasa acumulación de ex-
periencia en la formulación de iniciativas de inversión, afectando la 
calidad técnica de dichas iniciativas (Pontificia Universidad Católica 
de Chile, 2016).
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Además, se observa que existe un grupo selecto de comunas que 
concentran las mayores riquezas del universo municipal. El caso más 
extremo es el de Las Condes con un presupuesto 214 veces el de 
Timaukel. Pero esto no solo ocurre en Las Condes. Las 10 comunas 
con mayores ingresos tienen en conjunto el mismo presupuesto que 
las 256 comunas con menores presupuestos. Estas grandes asimetrías 
ejemplifican las diferencias en la capacidad de gestión municipal; los 
municipios dependen de los recursos que puedan recaudar para poder 
materializar sus objetivos como institución pública (Alarcón, 2015).

En Chile, la inversión pública local se ha desarrollado princi-
palmente a través de la transferencia de recursos desde el gobierno 
central hacia los gobiernos regionales, o directamente hacia los 
gobiernos locales. En el caso de los municipios, dadas las limitacio-
nes presupuestarias ya citadas, que presentan en muchos casos, son 
pocos los que pueden financiar iniciativas de inversión con recursos 
propios, representando solo el 6% de la inversión pública (Pontificia 
Universidad Católica de Chile, 2016).

Gráfico 1. Composición de la inversión pública 2012 (MM USD)
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Fuente: Pontificia Universidad Católica de Chile, 2016.

Respecto a la gestión deficiente que muestran los municipios 
al momento de postular a los fondos públicos existentes (FNDR, 
FRIL, PMU, PMB, FSPR, entre otros) y adjudicárselos, existen dos 
dimensiones del problema, documentadas por distintos estudios 
(Avendaño, 2009; Acuña, 2009; Contreras et al., 2011; Pontificia 
Universidad Católica de Chile, 2016). Estas son: capacidad para 
obtener la rentabilidad social (RS) del proyecto y adecuación de las 
iniciativas formuladas.

Los problemas que presentan los municipios en cuanto a su 
capacidad de formular proyectos que obtengan una recomendación 
favorable repercuten directamente en el número de proyectos que 
pueden optar a financiamiento externo, lo que finalmente deteriora 
las opciones de un municipio para ejecutar sus proyectos de in-
versión. Según Avendaño, si bien la medida RS no es un indicador 
que abarque toda la complejidad del proceso de formulación de 
proyectos, sí permite tener una idea general sobre la calidad técnica 
de las iniciativas formuladas (Pontificia Universidad Católica de 
Chile, 2016). 

Por otro lado, dentro del proceso de inversión pública existen 
criterios políticos que influyen en que un determinado proyecto 
obtenga finalmente el financiamiento necesario para su ejecución. Si 
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bien el criterio técnico corresponde a un primer filtro en el proceso, 
los criterios políticos aplicados con posterioridad son los que de-
terminan el número de proyectos que finalmente obtienen recursos 
para su ejecución. A pesar de esto, la relación entre la cantidad de 
proyectos con recomendación favorable y la cantidad de proyectos 
efectivamente realizados sigue siendo alta. Al calcular la correlación 
entre ambas variables a nivel municipal para todos los proyectos in-
gresados al Sistema Nacional de Inversiones en el período 2009-2012 
encontramos una correlación superior a 0,78 entre los proyectos con 
recomendación favorable y los proyectos que obtuvieron finalmente 
financiamiento (Pontificia Universidad Católica de Chile, 2016).

Ambas dimensiones del problema descrito, afectan de sobrema-
nera a los municipios pequeños y sus consecuencias dan cuenta de la 
grave asimetría que existe en la distribución de los recursos públicos 
y la capacidad de los municipios para captarlos, todas estas caracte-
rísticas propias de un modelo político-administrativo centralizado.

Empresa privada

Como parte del diagnóstico, es muy relevante lo que ocurre con 
el sector privado y las inversiones a la hora de mirar el territorio don-
de aún en algunos casos persiste una visión que podría catalogarse 
como más tradicional, donde no se percibe una mirada de territorio 
ni la necesidad de adoptar un enfoque de este tipo, sino únicamente 
la de mantener relaciones con ciertos actores presentes en el entorno 
inmediato de la empresa (Centro de Políticas Públicas UC, 2016). 
Esto deriva en acciones efectistas y muchas veces clientelares, puesto 
que los objetivos dicen relación con la viabilidad social para iniciar 
actividades en un territorio, no el desarrollo de este.

Por otra parte, si bien las empresas ven en la acción municipal 
un actor relevante en el buen desarrollo de sus iniciativas, estas 
afirman que 

la predominancia de una lógica transaccional instalada 
en la relación que se entabla muchas veces entre empresas y 
municipios, donde se privilegia la obtención de beneficios de 
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corto plazo en detrimento de acciones que pueden apalancar 
el desarrollo sustentable de los territorios (Centro de Políticas 
Públicas UC, 2016. p. 12). 

Este tipo de relaciones requiere de un actor experto confiable que 
permita entregar garantías e imparcialidades en el desarrollo de estrate-
gias de desarrollo territorial, saliendo así de la transacción permanente.

Otro aspecto que se identifica en las empresas es el escaso in-
volucramiento de los niveles corporativos de la empresa. En este 
sentido las propias empresas visualizan como desafío de que a nivel 
corporativo se cuente con una estrategia que incorpore objetivos 
concretos de sustentabilidad y colaboración, así como con una pri-
mera línea gerencial comprometida con alinear los intereses entre 
las distintas áreas (Centro de Políticas Públicas UC, 2016. p. 116).

Con todo, se aprecia que las empresas no generan vínculos de media-
no y largo plazo con las comunidades y gobiernos locales, estableciéndose 
acciones de carácter transaccional que no aportan al desarrollo integral y 
sostenible de los territorios donde se emplazan. El impacto económico que 
en general bordea el 1% de la inversión no está diseñado para apalancar 
otros fondos disponibles en el Estado para los territorios más rezagados, 
perdiéndose así la posibilidad de ampliar el universo de beneficiarios y 
aumentar la inversión pública y transferencia de recursos por parte del 
gobierno central, los gobiernos locales y sus comunidades.

Comunidad

Desde la comunidad se observa desconfianza, respecto a la labor 
realizada por el municipio y su capacidad técnica. Ejemplo de ello 
son los resultados de la encuesta nacional de percepciones ciudada-
nas sobre municipios (Centro de Políticas Públicas UC, 2016), cuyos 
resultados muestran un bajo nivel de conocimiento de la labor del 
municipio, pobre evaluación de los servicios municipales y el cum-
plimiento de promesas solo es calificado con nota 4,0.
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Gráfico 2. Evaluación atributos municipio

En una escala de 1 a 7, ¿cómo evaluaría a su municipio en 
los siguientes atributos?
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Fuente: elaboración propia. Centro Políticas Públicas UC, 2016.

Por otra parte, todos los segmentos creen que los dos principales 
problemas del municipio son: demasiada burocracia y poca prepa-
ración de los funcionarios, como se aprecia en el gráfico 3.

Gráfico 3. Principal problema trabajo municipal

¿Cuál cree usted que es el principal problema que afecta al 
trabajo de su minicipalidad?

35
30
25
20
15
10
5
0

Demasiada 
burocracia y 

papeleo

Poca prepa-
ración de los 
funcionarios

Corrupción 
y faltas a la 

ética

Falta de 
contacto con 
la comunidad

Otro NS/NR Trato poco 
amable

32
21

17 16
8 5 2

Fuente: elaboración propia. Centro Políticas Públicas UC, 2016.
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Respecto a los procesos de participación ciudadana existentes, 
estos también generan desconfianza, al establecerse mecanismos que 
despiertan expectativas, pero como tales instrumentos no son vincu-
lantes, la fiesta democrática termina en una constante desilusión. Un 
ejemplo reciente de participación no vinculante lo encontramos en el 
proceso para discutir las bases de la nueva Constitución, el Sistema 
de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) y la consulta de pueblos 
indígenas (Fuentes, 2018), donde la relación de confianza entre los 
actores: comunidad, estado y empresa privada, se ve ampliamente 
mermada por los resultados de estos procesos.

Objetivos

Para guiar nuestra labor nos hemos trazado los siguientes ob-
jetivos:

1. Objetivo general
• Realizar un apoyo estratégico en la gestión de los gobiernos 

locales de las comunas más vulnerables, a través del desa-
rrollo de la cartera de proyectos municipal de equipamiento 
e infraestructura.

2. Objetivos específicos
• Mejorar la gestión municipal a través del desarrollo de la car-

tera de proyectos de infraestructura de comunas vulnerables.
• Desarrollo de proyectos de equipamiento e infraestructura 

de comunas vulnerables.
• Aumentar la inversión pública y privada en las comunas 

vulnerables.

Metodología

Para la consecución de los objetivos trazados, se ha implemen-
tado un modelo de apoyo estratégico y participativo a la gestión 
municipal, el cual se describe a continuación.
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Modelo Fundación Huella Local

FHL busca ser un articulador confiable en el ámbito social y 
técnico. Generando un proceso de articulación en el territorio, que 
vincula al sector privado, municipio y comunidad en el desarrollo 
de proyectos, con el fin de multiplicar el impacto de los esfuerzos 
privados y con ello aumentar la inversión pública en las comunas 
vulnerables del país.

Figura 1. Modelo FHL

Fuente: Fundación Huella Local.

Focalizamos nuestra acción en territorios prioritarios

Esto a través de un ranking de priorización comunal, desarro-
llado para cada región del país, el cual se basa en el Índice Huella 
Local y cuya medición va de cero a uno, siendo los territorios con 
valores cercanos a cero, los más prioritarios. 

Este índice se compone de tres variables que sustentan nuestra 
acción: Ingreso Municipal Total, la Capacidad Profesional del mu-
nicipio (basada en el porcentaje de profesionales existentes como 
planta y contrata), y finalmente, el Índice de Pobreza Económica 
de la encuesta CASEN. Estas variables fueron ponderadas según su 
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importancia mediante un panel de expertos y finalmente agregadas 
para dar lugar al indicador buscado. 

De esta forma se obtiene un ranking como el que se muestra 
en la Tabla 1, que da lugar a un mapa de priorización territorial, 
tal como se observa en la Figura N° 2. En este caso, se presenta la 
Región de Coquimbo como ejemplo.

Tabla 1. Ranking Región de Coquimbo. 

Ranking Comuna Ihl(0,4+0,2+0,4)

1 Canela 0,08

2 Río Hurtado 0,21

3 Combarbalá 0,25

4 Punitaqui 0,28

5 La Higuera 0,34

6 Los Vilos 0,35

7 Monte Patria 0,37

8 Vicuña 0,38

9 Paiguano 0,41

10 Andacollo 0,42

11 Illapel 0,48

12 Salamanca 0,55

13 Ovalle 0,59

14 Coquimbo 0,73

15 La Serena 0,77

 
Fuente: Fundación Huella Local, SUBDERE.  
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Figura 2. Mapa de priorización Región de Coquimbo. 

Fuente: Fundación Huella Local.

Apoyo estratégico a la gestión municipal

En esta etapa se efectúa un apoyo a los equipos municipales en 
el desarrollo de proyectos prioritarios para la comunidad, sumando 
esfuerzos privados y públicos, para el desarrollo de un proyecto de 
inversión social, el cual presenta las siguientes fases (Figura 3):

• Diagnóstico Participativo en el territorio.



Rodrigo Soto Cuevas • Gonzalo Vial Luarte

236

• Definición de una cartera de proyectos y una priorización de 
iniciativas con el Municipio - Las Comunidades - Empresas.

• Formulación de Proyectos para la obtención de recursos 
desde el estado (Huella Local - Equipo Municipal).

• Obtención de Recursos para Ejecución.
• Evaluación del Impacto.

Figura 3. Fases de priorización de cartera de iniciativas  

e hitos de un proyecto de inversión social

Compraventa 
del terreno

Diseño
participativo

Obtención de 
recursos

Ejecución

Operación
(uso de la 

comunidad)

Permiso de 
obra

Licitación Entrega

1
Priorización

4
Seguimiento

3
Implementación

2
Financiamiento

Fuente: Fundación Huella Local.

Multiplicación del impacto

El proceso descrito para cada uno de los proyectos contiene 
hitos que permiten generar una relación de pertenencia e impacto de 
mediano y largo plazo en las comunidades beneficiadas. Así también, 
este proceso genera un aumento de los beneficios sobre los territorios 
intervenidos, en los siguientes aspectos:

• El impacto del aporte económico de las empresas
• Los montos de inversión pública
• El relacionamiento comunitario
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¿Cómo se logra esto? A continuación, se entrega un ejemplo 
práctico donde se describe el modelo tradicional y el modelo de la 
FHL.

En el modelo tradicional el sector privado invierte 50 millones de 
pesos para la ejecución de un solo proyecto, sin consulta ciudadana 
ni priorización con equipo municipal (Figura 4).

Figura 4. Inversión privada modelo tradicional

Fuente: Fundación Huella Local.

En cambio, en el Modelo Huella Local, el sector privado invierte 
$50 millones para diseñar cinco proyectos, priorizados y consen-
suados con la comunidad y el equipo municipal. Estos proyectos 
serán ejecutados con fondos públicos disponibles. Pudiendo llegar 
a levantarse $500 millones (Figura 5).
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Figura 5. Modelo FHL efecto multiplicador de recursos

Fuente: Fundación Huella Local.

Con el Modelo Huella Local la inversión privada se ve multipli-
cada, al focalizarse solo en el diseño y formulación de los proyectos, 
lo cual a través de su postulación a fondos públicos permitirá detonar 
la inversión estatal para su ejecución, aumentando el impacto en el 
territorio. 

Indicadores de desempeño

Los indicadores de desempeño de la FHL, se encuentran ínti-
mamente relacionados con los objetivos trazados y constituyen un 
mecanismo de rendición de cuentas para con nuestros beneficiarios 
y colaboradores.
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Tabla 2. Indicadores de Desempeño.

Objetivo General
Indicador principal  

de Gestión
Resultado

Realizar un apoyo estra-
tégico en la gestión de los 
gobiernos locales de las 
comunas más vulnerables, 
a través del desarrollo de 
la cartera de proyectos mu-
nicipal de equipamiento e 
infraestructura.

N° de comunas vulnerables 
con convenio Huella Local 
vigente por año v/s año an-
terior y metas fijadas.

N° de convenios 
firmados entre mu-
nicipios y Funda-
ción Huella Local, 
respecto al año 
anterior y a metas 
fijadas por la fun-
dación al comienzo 
de cada año.

Objetivo Específico Indicador Resultado

Mejorar la gestión munici-
pal a través del desarrollo 
de la cartera de proyectos 
de infraestructura de co-
munas vulnerables

X: N° Comunas vulnerables 
con convenio Huella Local 
con Proyectos en desarrollo.

Y: N° Total de Comunas 
vulnerables con convenio 
Huella Local.

(X /Y)x100/año

Porcentaje de efi-
ciencia de la ges-
tión de Huella Lo-
cal por año.

(X /Y)x100/año

Desarrollo de proyectos 
de equipamiento e infraes-
tructura de comunas vul-
nerables

N° de proyectos postulados 
(X) v/s N° de proyectos eje-
cutados (Y).Por comuna y 
por región.

(Y/X)x100/año

Porcentaje de efi-
cacia de la gestión 
de Huella Local en 
cada comuna y en 
cada región donde 
opera.

Aumentar la inversión pú-
blica y privada en las co-
munas vulnerables

X: Inversión pública/privada 
con presencia de Huella local

Y: Inversión pública/priva-
da sin presencia de Huella 
Local

(X-Y/Y)x100

Tasa de crecimien-
to anual de la in-
versión pública y 
privada en MM $ 
por municipio.

Fuente: Fundación Huella Local.

Es importante destacar que estos indicadores se encuentran en 
plena concordancia con cada uno de los objetivos y misión de la 
Fundación Huella Local, cuyos resultados buscan responder a la 
problemática detectada en los territorios vulnerables objeto de su 
acción.
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Experiencias exitosas

En la actualidad nuestra presencia territorial abarca de forma 
efectiva 10 comunas, en cinco regiones. Así también FHL cuenta 
con convenios con seis Municipios desde la región de Coquimbo 
hasta la región de Los Lagos. Desarrollando a la fecha un total de 41 
iniciativas de inversión por un monto de $ 4.352.705.696. Nuestra 
meta al año 2020, es llegar a estar presentes en 60 comunas del país.

A continuación, pasamos a describir algunas de nuestras ex-
periencias exitosas, donde se podrá apreciar claramente nuestra 
metodología de trabajo.

Región de Coquimbo

Nombre del proyecto
Construcción Sede Social Club Adulto Mayor Nuevo 

Amanecer, Chungungo.

Público objetivo / 
Usuarios

Adultos mayores de Chungungo.

Objetivos del proyecto

Aumento del desarrollo local en la comuna.

Mejoramiento de los espacios públicos y comunitarios 
en la comuna.

Fortalecimiento de la cohesión social de la comuna.

Número de usuarios 
directos alcanzados

Alrededor de 40 usuarios.

Resultados obtenidos

Fortalecimiento del Club de Adulto Mayor.

Diseño participativo de la sede social.

Mejoramiento de espacios de reunión social.

Apoyo en la gestión municipal.

Aumento de los fondos públicos ingresados al muni-
cipio.
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Actividades realizadas

Reunión con el equipo municipal para priorizar una 
cartera de proyectos rezagados a desarrollar en la co-
muna de La Higuera.

El proyecto priorizado fue la Construcción Sede Social 
Club Adulto Mayor Nuevo Amanecer, Chungungo.

Se realizó una primera reunión con el Club del Adulto 
Mayor para contarles acerca del proyecto y escuchar 
sus opiniones al respecto. En esta oportunidad mani-
festaron su alegría por la renovación de su sede social 
y pidieron que se pudiera incorporar a la obra una 
cancha de rayuela.

Se generó un diseño de arquitectura final en conjun-
to con el equipo municipal, que recogió las observa-
ciones y opiniones de la comunidad. Este diseño fue 
presentado a los socios del club y se les comunicó que 
sería postulado a fondos públicos en el mes de Julio 
de 2018.

Fuente Financiamiento 
Obras

PMU

Lugar geográfico de 
ejecución

Región de Coquimbo, comuna de La Higuera.

Región de Valparaíso

Nombre del proyecto
Plan de Relacionamiento Comunitario – Alianza 

Chilquinta Energía S.A

Público objetivo  
/ Usuarios

Población de los sectores de Los Morrillos, el Cón-
dor (el Chaparral), conjunto habitacional El Alba 
de la comuna de Quillota y San Jorge y San Felipe 
de la Comuna de la Cruz.

Objetivos del proyecto

Generar una instancia de participación comunita-
ria, a través del diálogo e interacción de los diversos 
actores en donde se construirá el Proyecto Línea de 
Transmisión Eléctrica Mayacay; con esto diseñar 
de manera conjunta un proyecto de infraestructura 
comunitaria que contribuya a mejorar las condicio-
nes de vida de la comunidad. 

Número de usuarios di-
rectos alcanzados

Alrededor de 200 personas.
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Resultados obtenidos

Instalación y ejecución de mesas de trabajo con las 
comunidades identificadas en los sectores de Los 
Morrillos.

La mesa de trabajo tiene tres objetivos:

• Informar a la comunidad de los avances del 
proyecto.

• Capacitar a la comunidad en la postulación 
a fondos públicos y privados.

• Diseñar de manera participativa un proyecto 
de infraestructura comunitaria.

En estos momentos se está llevando a cabo el le-
vantamiento de necesidades con la comunidad de 
Los Morrillos para luego realizar la priorización y 
seleccionar el proyecto a ser ejecutado.

Con este trabajo se ha logrado empoderar y cohe-
sionar a la comunidad en torno a la construcción 
de un proyecto que en un principio era visto como 
nocivo. 

Actividades realizadas

Reuniones de coordinación y definición del plan de 
relacionamiento con la empresa Chilquinta Energía 
S.A. 

Reuniones de acercamiento con las comunidades.

Ejecución de mesas de trabajo participativas con 
cada sector identificado. 

Realización de talleres de capacitación para la for-
mulación y elaboración de proyectos de infraes-
tructura para los sectores. 

Elaboración y puesta en marcha de Sistema de In-
formación Reclamos y Sugerencias (SIRS).

Lugar geográfico de eje-
cución

Región de Valparaíso:

Comuna de Quillota: Sectores de Morrillos, el Cón-
dor (el Chaparral), conjunto habitacional El Alba 
de la y comuna de la Cruz: sector de San Jorge y 
San Felipe.
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Región Metropolitana

Nombre del proyecto
Diseño para el desarrollo de una plaza de juegos en 
Lipangue, comuna de Lampa. Convenio SIBELCO

Público objetivo /  
Usuarios

Niños y jóvenes del sector de Lipangue.

Objetivos del proyecto
Diseñar y construir de forma participativa una pla-
za de juegos para los niños y jóvenes de Lipangue.

Número de usuarios di-
rectos alcanzados

400 personas.

Resultados obtenidos
Diseño imagen objetivo de la plaza, planos de ar-
quitectura, financiamiento y terreno para la cons-
trucción de la misma.

Actividades realizadas

Selección y búsqueda de terreno: Reunión con la 
comunidad de Lipangue y municipio de Lampa 
para coordinar, la búsqueda de terrenos elegibles 
para desarrollar este proyecto.

Análisis de prefactibilidad de terrenos: Una vez 
encontrados los terrenos, se procedió a realizar su 
análisis de prefactibilidad técnica y legal de los mis-
mos.

En paralelo se trabajó de forma colaborativa, un 
diseño que cumpliera con la visión de la comunidad 
respecto a la plaza a ejecutar.

Consecución de terreno: Una vez obtenido el terre-
no y su factibilidad legal, se procedió al diseño ar-
quitectónico y cálculo de costos del proyecto.

Obtención de financiamiento a través de fondos 
privados.

Actualmente la plaza se encuentra construida y dis-
ponible para el uso de la comunidad. Lo anterior 
da cuenta de la alianza virtuosa generada a través 
de la construcción participativa de la plaza entre la 
comunidad, el municipio, el equipo Huella Local 
y trabajadores de la empresa que financia el pro-
yecto.

Fuente Financiamiento 
Obras

Privado: Empresa SIBELCO.

Lugar geográfico  
de ejecución

Sector Lipangue, comuna de Lampa, región Metro-
politana.
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Región del Biobío

Nombre del proyecto
Desarrollo de Infraestructura Pública-Comunitaria-

Alianza Colbún S.A.

Público Objetivo / 
Usuarios

Habitantes en situación de pobreza de las comunas de 
Santa Bárbara y Quilaco.

Objetivos del  
proyecto

Aumentar la inversión pública, focalizando los esfuer-
zos en la población vulnerable localizada en las comu-
nas de Santa Bárbara y Quilaco.

Número de usuarios 
directos alcanzados

En esta cartera de proyectos se espera que cerca de 
3.000 habitantes se vean beneficiados en forma directa 
e indirecta.

Resultados obtenidos

Reposición de aceras de calles Las Heras y Carrera.

Construcción de sede vecinal sector Los Junquillos.

Construcción graderías Liceo Cardenal Antonio Samoré.

Construcción camarín Los Boldos.

Construcción pozo con estanque sector Los Lirios.

Construcción habilitación sala de espera CECOSF.

Construcción patio cubierto escuela Mañil.

Construcción sede vecinal La Peña.

Construcción circuito Calistenia.
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Actividades  
realizadas

Priorización de proyectos y definición de carteras: En 
esta etapa se analizó en conjunto con el municipio y los 
profesionales del equipo territorial la cartera de proyec-
tos de inversión en los distintos ámbitos de financia-
miento público para determinar la factibilidad técnico-
económica de cada uno, así como sus posibles plazos, 
con la intención de priorizar su desarrollo.

Desarrollo y seguimiento de cartera priorizada: Esta 
etapa dice relación con la elaboración de la cartera di-
vidida en tres fases:

Formulación: consiste en la justificación técnica y eco-
nómica de cada proyecto, memoria explicativa y for-
mularios afines, dependiendo del programa al cual se 
postule.

Diseño y presupuesto: en el caso de proyectos de obras, 
se contempla el desarrollo de proyecto de arquitectura, 
cálculo estructural y especialidades asociadas a ellos, 
junto con ello, estudios complementarios como mecá-
nica de suelo, topografía, entre otros.

Postulación y calificación: La postulación debe contener 
los antecedentes que solicita cada programa, en general: 
antecedentes legales (terreno, personerías, comodatos, 
etc.), técnicos, económicos, formulario de presentación 
y oficio conductor (acuerdo de concejo municipal en 
caso de ser necesario).

Ejecución de obras: En esta etapa se elaboran bases de 
licitación de tipo técnicas y administrativas, para garan-
tizar la buena ejecución de las obras. Luego de ello, les 
corresponde a los profesionales de terreno hacer segui-
miento a las obras y acompañarlas hasta su correcta 
entrega a los usuarios.

Fuente Financiamiento 
Obras

PMU, FNDR, FSPR.

Lugar geográfico de 
ejecución

Comunas de Santa Bárbara y Quilaco,  
región del Biobío.
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Fotografía 1. Construcción Sede Vecinal Los Junquillos.  

Comuna Santa Bárbara.

Fotografía 2. Pavimentación de aceras. Quilaco

Fotografía 3. Plaza Lipangue. Lampa
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Conclusiones

A modo de conclusión podemos decir que el modelo propuesto 
por la fundación permite generar impactos en los ámbitos deseados:

a) A través de una nueva gobernanza en los territorios comuna-
les donde comparecen empresa, comunidad y municipios, y 
con el apoyo técnico y social experto en temas de inversión y 
relacionamiento comunitario se logra aumentar la capacidad 
de los gobiernos locales para atender las necesidades de la 
comunidad.

b) Con lo anterior, aumenta la inversión pública en los te-
rritorios logrando el apalancamiento de fondos estatales. 
Con ello, se multiplica el impacto del esfuerzo privado en 
acciones RSE en términos económicos y en el universo de 
beneficiarios.

c) El desarrollo de estrategias consensuadas para el desarrollo 
de proyectos, la experiencia de los equipos técnicos y el 
constante perfeccionamiento de los equipos que se ponen 
a disposición comienzan a potenciar las capacidades de los 
actores locales; con ello se pretende dejar capacidad instala-
da en los territorios. La FHL trabaja hoy en convenios con 
universidades y centros de pensamiento para incorporar el 
entrenamiento y capacitaciones en los programas de rela-
cionamiento que se proponen a las empresas.

Con todo, se espera ir testeando el modelo de gobernanza que 
aquí se propone de modo de perfeccionar y ampliar su impacto en 
los años venideros, y con ello poder debatir con argumentos sólidos 
sobre la necesidad de una reforma que permita a los municipios 
pasar de la administración al gobierno local, capaz de generar polí-
ticas públicas locales para atender las necesidades de la diversidad 
territorial de Chile.
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